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PRESENTACIÓN1

 

 

“…se debe prestar especial atención a los verdaderos objetivos de la 

educación, interpretados por el Comité sobre los Derechos del Niño 

como metas que trascienden la mera escolarización formal, para 

abrazar el amplio rango de experiencias de vida y de un aprendizaje 

que les permita a niños y niñas, individual y colectivamente 

considerados, desarrollar sus personalidades, talentos y habilidades 

para vivir una vida plena y satisfactoria dentro de la sociedad”2

En el informe del Relator Especial sobre el Derecho a la Educación en Situaciones de  

Emergencia, del 20 de mayo de 2008, se menciona el envío de un cuestionario a varios 

países del mundo que refería entre otros el tema de la población infantil víctima del 

conflicto armado y el derecho a la educación. Según el informe, “Colombia reveló que 

entre 1995 y 2007, 943.935 niños y niñas de edades comprendidas entre 5 y 14 años fueron 

desplazados debido al conflicto armado” (ONU, Consejo de Derechos Humanos, 2008). 

Una cifra equivalente aproximadamente al 43% de la población de la ciudad de Medellín, 

 

 

 

                                                 
1 Este informe integra el proceso de investigación desarrollado dentro de la Maestría en Educación y un 
proceso de investigación con el mismo campo problemático desarrollado en el Instituto Popular de 
Capacitación – IPC con el apoyo financiero de Save the Children. 
2 Naciones Unidas. (2008). El derecho a la educación en situaciones de emergencia. Informe del Relator 
Especial sobre el derecho a la educación, Vernor Muñoz. ONU: Consejo de Derechos Humanos, Octavo 
período de sesiones, 20 de mayo de 2008. 
 



 6 

ciertamente asombrosa, que abre un interrogante respecto a la garantía del derecho a la 

educación para una población que se ha desplazado forzosamente de un lugar a otro por 

efectos de la guerra. 

 

Alerta el informe del Relator Especial “sobre la insuficiencia y en algunos casos total 

ausencia de estadísticas que permitan evaluar cabalmente la realización del derecho a la 

educación en situaciones de emergencia, en todos los niveles educativos”.  Afirmación que 

se evidencia en la ciudad de Medellín en los registros y sistemas de información 

disponibles. Falta mucha información relacionada con todos los componentes del derecho a 

la educación.  

Es preciso destacar el llamado que hace el Relator Especial (2008) al uso de metodologías 

cualitativas en investigación sobre el tema en mención: “Debe operarse un cambio en el 

énfasis sobre cifras cuantificables, a menudo inexactas, como la escolarización y deserción 

escolar, para incluir un mayor uso de metodologías cualitativas que permitan determinar el 

grado de atención psicosocial durante las emergencias” 

Inicialmente proponemos un recorrido que se ancla en instrumentos jurídicos 

internacionales y nacionales para ubicar las perspectivas de interpretación del derecho a la 

educación en términos generales y en relación con la población víctima del conflicto 

armado. Estos instrumentos permiten la definición del marco metodológico de 

interpretación de la información de campo en lo que respecta a los componentes de 

aceptabilidad y adaptabilidad del derecho a la educación.  
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INTRODUCCIÓN 

 

El intento por caracterizar e interpretar las condiciones en que se garantiza el derecho a la 

educación de las niñas y niños afectados por el conflicto armado tiene como punto de 

partida el Estado social y democrático de derecho como sistema político consensuado y 

acuerdo fundamental que rige las decisiones que definen la vida y rumbo de la comunidad 

política, establecido en la Constitución Política.  Esta opción interpretativa nos introduce en 

un marco conceptual heredado de la modernidad política occidental, de la democracia 

liberal, y particularmente en la perspectiva normativa o ideal de democracia, no en la 

perspectiva de la democracia “realmente vivida o producida” política y socialmente, que 

dista generalmente y en gran medida de lo prescrito e idealizado en la teoría. Aunque la 

democracia ritualizada y promovida se acerca también a ejes de la democracia normativa en 

tanto discurso y práctica que sustenta y justifica el sentido individual, no colectivo, de los 

derechos humanos.    

 

Independientemente de la realización de los ideales democráticos que se expresan en el 

discurso y normatividad de los derechos humanos, éstos no son fácilmente descartables 

como principios éticos y marcos de actuación jurídica en una sociedad que adscribiéndolos 

en la ley no los conoce o sin conocerlos los deplora y no propone un sustituto de marco 

ético político que pueda establecer las condiciones propicias para la convivencia y 

supervivencia en un mismo territorio. La existencia de los derechos humanos, así sea como 

modelo normativo, supone que la comunidad política que los suscribe acepta la posibilidad 
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del reclamo y exigibilidad de su garantía al Estado y la exigencia de su respeto y protección 

frente a aquellas tendencias políticas y económicas que deploren dichos principios de 

regulación política.  

 

Es cierto que los derechos humanos son de la democracia liberal, la cual en su modelo 

económico controvierte y contradice los fundamentos mismos de los derechos humanos 

hasta hoy normados y suscritos por los países del Sistema de Naciones Unidas, pero para 

sociedades colonizadas y subalternizadas como los países latinoamericanos, los derechos 

humanos deben asumirse como  Patrimonio Común de la Humanidad (De Sousa Santos, 

2005) en tanto permiten confrontar la lógica contradictoria del sistema que los produce y en 

tanto se constituyen en una herramienta con la cual demandar garantías básicas para la vida 

de quienes padecen la desigualdad social y económica y la exclusión política y cultural, que 

son la mayoría de habitantes. ¿Cómo reclamar una vida digna para la infancia solitaria, o 

para la infancia huérfana con padres y madres vivos, ante un Estado que sistemáticamente 

la ignora y una sociedad indiferente ante sus necesidades? ¿Cuál sería la herramienta de 

reclamación de igualdad e inclusión social para la infancia si no existiese el marco 

normativo de los derechos humanos? Son, entre otras, preguntas que surgen de plantear la 

contradicción entre un sistema de desigualdades y exclusiones y un ideal Estado 

democrático.  

 

Retornando al propósito más específico de esta investigación, el intento de caracterizar e 

interpretar la situación del derecho a la educación de la población infantil víctima de 

conflicto armado supone preguntar por las concepciones y descripciones que de la niñez 
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víctima del conflicto armado tiene la escuela y el sistema educativo en general y de las 

prácticas educativas pertinentes definidas por las instituciones, así como de las 

comprensiones sobre la circunstancia especial que reviste la realización del derecho a la 

educación de la niña o el niño víctima de conflicto armado. Las múltiples demandas que la 

sociedad hace a la escuela y los numerosos problemas y dificultades que enfrenta 

cotidianamente constituyen factores que han limitado en términos generales una intención 

por construir reflexiones específicas y acciones especializadas respecto a la población 

víctima de la guerra.  

 

El sistema educativo y la escuela han reconocido fundamentalmente como víctimas a la 

población desplazada –ésta efectivamente contiene en sí la carga de múltiples vejaciones a 

la dignidad y los derechos fundamentales- pero no han observado en el significado que 

tiene la educación y la escuela para quienes viven y sufren otro tipo de afectaciones por la 

guerra o por las confrontaciones urbanas entre distintos grupos armados que son resultado 

directo o indirecto del conflicto armado. Esto no significa que los diferentes actores 

educativos no tengan posturas y análisis sobre la situación de guerra y de violencia social y 

de sus efectos o impactos en la población infantil y juvenil, sin embargo es débil el 

reconocimiento pedagógico, social y político a nivel institucional de la situación que 

enfrenta la niñez víctima en la escuela para efectos de intervenciones consecuentes y 

pertinentes. 

 

La categoría “niñez víctima del conflicto armado” es un reto como objeto de conocimiento 

y como realidad político social por “intervenir”. Reconocer la condición de víctimas de las 
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niñas y niños, especialmente en el ejercicio pedagógico y educativo, implica tratar de 

identificar, caracterizar y valorar en sus vidas los impactos cognitivos, psicológicos,  físicos 

y emocionales que ha propiciado la guerra y las consecuencias para la apropiación y 

producción de conocimiento en el proceso de formación.  La clarificación conceptual 

contribuye a la clarificación política para ofrecer alternativas pedagógicas, didácticas y 

educativas más pertinentes y cercanas a la historia y trayectorias vitales de los sujetos. 

 

Para el acercamiento investigativo al objeto de estudio que venimos exponiendo, se 

propuso como enfoque metodológico una postura crítico-hermenéutica que vinculase la 

descripción e interpretación de las prácticas, percepciones y puntos de vista de los sujetos 

involucrados en la realidad estudiada, es decir, directamente comprometidos con las 

instituciones educativas, afectados o víctimas del conflicto armado y una lectura crítica del 

contexto y los entramados que se tejen por el poder político en relación con la garantía y 

realización del derecho a la educación de la niñez víctima del conflicto armado. 

 

Se realizó un estado del arte sobre la documentación y estudios existentes referidos al 

problema objeto del estudio. Para corresponder al enfoque se hizo apropiación de 

información documental pertinente, que permitiese la ubicación de datos estadísticos y 

cualitativos sobre la gestión pública educativa y la ejecución de planes y programas en 

perspectiva de garantía del derecho a la educación a nivel del Ministerio de Educación 

Nacional y de la Secretaría de Educación de Medellín. Se acudió a información jurídica de 

carácter internacional y nacional que permitiese un encuadre en términos del derecho. Toda 

esta información permitió establecer un marco básico de referencia conceptual y el 
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establecimiento de la base informativa sobre política y gestión educativa, necesarios para 

adentrarnos en el trabajo de campo cualitativo. 

 

En el procedimiento cualitativo realizamos actividades de pesquisa en tres instituciones 

educativas públicas de las comunas 13 y 6 de Medellín, aplicando entrevistas y haciendo 

conversatorios con directivos, docentes y estudiantes. Así mismo se ha utilizado 

información de fuente primaria de tipo cualitativo producida en un estudio previo sobre el 

tema en las comunas 1, 13 y 8 y en el Corregimiento de Altavista. 

 

Con la información documental, estadística, de tipo político y la información cualitativa, se 

procedió a un ejercicio de interpretación en la perspectiva de ofrecer también elementos de 

análisis crítico sobre la situación del derecho a la educación de niñas y niños víctimas del 

conflicto armado. 

 

Hemos querido proceder para el análisis y la interpretación de los datos y la información 

compilada en el trabajo de campo de acuerdo a la concepción del derecho a la educación 

que en la construcción jurídico-política internacional se ha acordado y que ha sido 

ratificada por el Estado colombiano a través de diferentes instrumentos jurídicos y 

políticos, como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional 

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y las recomendaciones del Relator Especial 

para el derecho a la educación de las Naciones Unidas y a través de la Constitución 

Nacional, que constituye un soporte básico para sustentar una interpretación del estado del 

derecho a la educación.  
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La Defensoría del Pueblo, dentro del Programa de Seguimiento y Evaluación de Políticas 

Públicas en Derechos Humanos, produjo un documento titulado “Sistema de Seguimiento y 

Evaluación de la Política Pública Educativa a la luz del Derecho a la Educación” en el año 

2004, que nos ha servido como base para la organización, análisis e interpretación de la 

información en la medida en que presenta “el contenido del derecho y las obligaciones del 

Estado que se derivan de los instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados 

por Colombia, las Observaciones Generales del Comité de Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales, las observaciones de la Relatora Especial de las Naciones Unidas para el 

Derecho a la Educación, Katarina Tomasevski, la Constitución política de 1991 y la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional” (Defensoría del Pueblo, 2004). 

 

De tal manera que nos hemos guiado por el esquema propuesto por la Defensoría del 

Pueblo para entender los factores constitutivos de cada uno de los componentes del derecho 

a la educación, a la luz del esquema de las 4A propuesto en el Informe de la Relatora 

Especial de las Naciones Unidas para el Derecho a la Educación en el año 2004, y que 

“supone la realización simultánea de cuatro derechos y el cumplimiento de cuatro conjuntos 

de obligaciones por parte del Estado: el derecho a la disponibilidad de enseñanza y la 

obligación de asequibilidad, el derecho de acceso a la enseñanza y la obligación de 

accesibilidad, el derecho de permanencia en el sistema educativo y la obligación de 

adaptabilidad, y el derecho a una educación aceptable y la obligación de aceptabilidad” 

(Ibid.) 
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El informe está estructurado de la siguiente manera: una primera parte se destina a la 

presentación del proyecto de investigación en sus antecedentes, la descripción general del 

problema, las preguntas de investigación y los objetivos. En segunda instancia se hace una 

aproximación conceptual a los asuntos relevantes del tema de investigación: el derecho a la 

educación, los componentes de aceptabilidad y adaptabilidad del derecho a la educación, la 

niñez víctima de conflicto armado. Posteriormente el informe se ocupa de presentar los 

resultados y hallazgos de la investigación en relación con la situación de la garantía del 

derecho a la educación en los componentes de aceptabilidad y adaptabilidad y en relación 

con las políticas educativas que se están implementando para atender la particularidad de la 

población víctima en la escuela.  
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CAPÍTULO UNO: DEL PROYECTO DE INVESTIGACIÓN 

 

ANTECEDENTES DEL TEMA DE INVESTIGACIÓN 

 

• Hay escasez de información, estudios e investigaciones acerca de la situación del 

derecho a la educación de niñas, niños y adolescentes víctimas del conflicto armado. 

Los estudios, investigaciones e informes oficiales producidos sobre la situación de las 

niñas, niños y adolescentes víctimas del conflicto armado, presentan fundamentalmente 

descripciones generales sobre los casos de afectación y victimización por la presencia, 

acción y confrontación de los actores armados en los contextos donde hacen presencia. 

Mucha de la información conocida hace referencia a la población infantil, adolescente y 

juvenil que ha sido reclutada o que se ha vinculado a la guerra. Pero sobre la condición 

de víctimas en razón de las numerosas formas en que se agrede y vulnera a dicha 

población, la información es escasa y centrada en la descripción de los hechos.   

 

Entre tanto el tema de la educación como derecho en contextos de conflicto armado y 

en particular relacionado con las niñas, niños y adolescentes víctimas de éste, tiene 

incipientes desarrollos descriptivos y conceptuales.  Mucho menos en lo que se refiere a 

los componentes de aceptabilidad y adaptabilidad de la educación para esta población. 

Entre la información estudiada se hallan aproximaciones descriptivas, más que 

conceptuales, a aspectos relacionados con los componentes de asequibilidad y 

accesibilidad. 
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Los pocos estudios e investigaciones hallados que hacen referencia a los efectos del 

conflicto armado en la educación, podrían leerse o interpretarse a partir de tres 

preguntas: 

 

1. ¿El conflicto armado cómo entra a la escuela? 

2. ¿Qué hace la escuela con las víctimas del conflicto armado, especialmente con 

las niñas, niños y adolescentes que de muchas formas han sido violentados y 

vulnerados en sus derechos humanos? 

3. ¿De qué manera el conflicto armado incide en la realización del derecho a la 

educación en sus cuatro componentes? 

 

Es necesario señalar que ninguno de los estudios e investigaciones trabajados 

para este ejercicio investigativo tenía como eje de análisis la relación derecho a 

la educación y conflicto armado, ello no significa que no hagan alusión a 

situaciones específicas del derecho a la educación, pero no es su fin o propósito 

principal. En este sentido, la pregunta de investigación propuesta ha significado 

un importante desafío para abrir camino reflexivo y de conocimiento en el 

campo problemático.  

 

• En la perspectiva de incidir con mayor pertinencia en política pública educativa se 

requiere de mayor conocimiento sobre el derecho a la educación y la niñez víctima del 

conflicto armado. 
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• La existencia por décadas del conflicto armado en la ciudad de Medellín ha conllevado 

a efectos incomprendidos o poco interpretados en la vida escolar, lo que implica la 

necesidad de mayores estudios. 

• Hay evidencia de violaciones al derecho a la educación a la población infantil por su 

condición de víctima del conflicto armado, se requiere documentar esta realidad y 

proponer alternativas de garantía del derecho. 

• Los diversos efectos del conflicto armado en la población infantil demandan de 

ejercicios educativos específicos que garanticen a esta población una vinculación 

efectiva y afectiva con la experiencia del conocimiento y la socialización en la escuela. 

 

ELEMENTOS CONTEXTUALES Y CONCEPTUALES QUE DEFINEN EL 

PROBLEMA  

 

• La educación en Colombia y en Medellín al no garantizarse plenamente en tanto 

derecho no se constituye en garantía para que niñas y niños accedan a otros 

derechos y a otras oportunidades, mucho menos para quienes han sido víctimas del 

conflicto armado. 

• La escuela no es aún un escenario comprometido y propiciador de la memoria 

histórica del conflicto armado y sus efectos en la niñez. 

• La escuela tiene el reto de hacer de la memoria un motivo pedagógico para el 

aprendizaje de la democracia, la política y la convivencia en justicia.  

• El abandono, la estigmatización y la exclusión social, económica y política de las 

víctimas del conflicto han sido la constante en Colombia por muchos años.  



 17 

• Los ciudadanos colombianos tenemos unos frágiles marcos éticos y políticos para la 

defensa de los derechos de la niñez en tanto sujetos de derecho, no hay un 

reconocimiento pleno de sus derechos pese a los avances legislativos. 

• Existe un amplio marco legislativo garantista de derechos de la niñez en el ámbito 

nacional e internacional, pero poco reconocimiento del Estado y la sociedad de este 

marco legislativo. No hay una política pública integral para la niñez víctima del 

conflicto armado y por lo tanto hay falencias en la prevención, atención, 

investigación y protección de la niñez. 

• Las instituciones educativas públicas de Medellín tienen matriculada una población 

numerosa que ha sido víctima del conflicto armado y que ha sido afectada por 

desplazamiento forzado. 

• En el año 2008 fueron remitidas a instituciones oficiales y por cobertura 11.229 

personas en situación de desplazamiento. El total de población desplazada remitida 

a instituciones oficiales y por cobertura entre el año 2003 y 2009 (corte a febrero, 

siete años) es de 43.634, un promedio de 6.233 estudiantes por año.3

• Los componentes de aceptabilidad y adaptabilidad del derecho a la educación de la 

población víctima de conflicto armado no son objeto de reflexión y de 

incorporación a la labor educativa y pedagógica. 

 

• Las políticas educativas del Estado nacional y local están básicamente enfocadas a 

garantizar la disponibilidad de cupos en el sistema educativo para la población 

desplazada. 

                                                 
3 Información ofrecida por la Secretaría de Educación de Medellín, específicamente por la dependencia 
encargada de resolver la disponibilidad de cupos de la población desplazada dentro de la Dirección Técnica 
de la Prestación del Servicio Educativo.  
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• Los currículos y en general la acción educativa en las instituciones no contemplan 

orientaciones y estrategias específicas para atender las afectaciones de las víctimas 

del conflicto armado.  

• La existencia por décadas del conflicto armado en la ciudad de Medellín ha 

conllevado a efectos incomprendidos o poco interpretados en la vida escolar, lo que 

implica la necesidad de mayores estudios. 

 

PREGUNTA DE INVESTIGACIÓN 

 

¿Cuál es la situación de garantía del derecho a la educación en sus componentes de 

aceptabilidad y adaptabilidad de la población infantil víctima del conflicto armado en tres 

instituciones educativas de Medellín? 

 

Preguntas de investigación 

 

• ¿Qué necesidades específicas presentan las niñas, niños y adolescentes víctimas del 

conflicto armado en sus procesos formativos dentro de la escuela? 

• ¿Con qué condiciones, garantías, capacidades y posibilidades cuenta la escuela para 

ofrecer una educación aceptable y adaptable a la niñez y adolescencia víctima del 

conflicto armado? 

• ¿Cuáles son las políticas educativas de orden gubernamental destinadas a garantizar 

una educación aceptable y adaptable para las niñas, niños y adolescentes víctimas 

del conflicto armado? 
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• ¿Cuáles son los límites y alcances de dichas políticas educativas para la garantía del 

derecho? 

 

OBJETIVO GENERAL 

 

Caracterizar el estado actual de garantía del derecho a la educación, en los componentes de 

aceptabilidad y adaptabilidad, de las niñas y niños víctimas del conflicto armado en la 

ciudad de Medellín, a partir de la interpretación crítica de las prácticas institucionales y de 

las experiencias y percepciones que tienen diferentes actores educativos del problema. 

 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 

• Describir las acciones y significaciones desarrolladas por actores educativos e 

instituciones educativas públicas de Medellín en torno a garantizar una educación 

aceptable y adaptable para niñas y niños víctimas del conflicto armado. 

• Analizar las políticas educativas del nivel nacional y municipal  que pretenden 

garantizar el derecho a la educación, en sus componentes de aceptabilidad y 

adaptabilidad, de las niñas y niños víctimas del conflicto armado. 
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MEMORIA METODOLÓGICA 

 

La opción por un paradigma crítico hermenéutico 

 

Este ejercicio de investigación se ha propuesto un planteamiento del problema, un método y 

una perspectiva metodológica desde un paradigma crítico hermenéutico de la ciencia social 

y un enfoque fundamentalmente cualitativo de la investigación. Ello quiere decir que asume 

el hacer científico como una actividad en la que se incurre en una acción interpretativa de 

los hechos, fenómenos y realidades sociales en virtud de establecer una mirada crítica de 

sus procesos de configuración o constitución, de las prácticas de poder subyacentes en su 

devenir, de los significados y procesos de significación o de producción de lenguaje 

suscitados en las interacciones sociales y en la perspectiva de producir hechos de 

conocimiento que produzcan efectos o transformaciones sociales, políticas o culturales.  En 

esta dirección del compromiso con el conocimiento no se pretende una opción mecanicista 

del proceder investigativo que observa hechos y se ensimisma en el método como la 

garantía inexorable para encontrar una verdad, sino que admite el hacer del sujeto 

investigador como un devenir creativo, autorreflexivo, crítico y en constante 

problematización con el proceder escogido en la búsqueda de interpretaciones. De tal forma 

que no se olvida la actividad del sujeto involucrado en el hecho o realidad social estudiada, 

así como el sujeto mismo del hacer investigativo (Mardones, 1991, 317). 

 

El paradigma crítico hermenéutico nos permite ubicar el problema de investigación en un 

marco amplio de interpretación que lo liga a procesos sociales de mayor amplitud, sin 
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descuidar la localización de su configuración específica en un contexto sociohistórico 

particular o en un territorio focalizado en el que transcurre su dinámica. En tal medida, el 

investigador se coloca en disposición de establecer relaciones entre el fenómeno localizado 

y sus interacciones, “determinaciones” mutuas, implicaciones recíprocas, intercambios, con 

fenómenos más globales o generales; así mismo reconoce y valora la acción de los sujetos 

situados en contextos particulares como una acción que potencializa experiencias singulares 

de grupos y territorios concretos, y que a su vez puede intervenir y afectar escenarios de 

mayor dimensión sociocultural y política.  

 

Un  interés especial en el paradigma y método asumido es el de dar cuenta analítica e 

interpretativamente del objetivo de la investigación a la luz de las percepciones, conceptos 

e interpretaciones de los sujetos respecto a la situación de garantía del derecho a la 

educación, en los componentes de aceptabilidad y adaptabilidad, de la niñez víctima del 

conflicto armado. El procedimiento de corte cualitativo se centra en describir e interpretar 

información producida por diferentes sujetos educativos, fundamentalmente estudiantes, 

docentes y directivos docentes de las instituciones educativas seleccionadas; así mismo se 

adentra en el estudio hermenéutico de documentos relativos a políticas educativas de 

carácter internacional, nacional y local destinadas a la atención de la población infantil 

víctima de conflicto armado y a la garantía del derecho a la educación.  

 

El proceso de investigación, en el que hemos hecho inmersión,  reconoce la existencia de 

una voluntad política para la acción en los sujetos que participan de ella y en el investigador 

responsable, que se fundamenta en el conocimiento producido. En esta medida se comparte 
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la perspectiva crítica de la investigación que admite una postura activa respecto al problema 

de investigación en vía de contribuir a su transformación pero a su vez mantiene en alerta la 

actitud del investigador para estarse revisando en su proceder argumentativo, de tal forma 

que esté cuidando de no olvidar su compromiso con la explicación e interpretación del 

problema de investigación, en tanto deberá dar cuenta de múltiples posibilidades de 

comprensión que pueden rebasar la producida por una intencionalidad política. Esta opción 

investigativa pretende pues contribuir a mejorar condiciones y estados de exclusión y 

marginación social y educativa en medio de una innegable responsabilidad con la 

producción de conocimiento científico.   

 

En diferentes planos del conocimiento este paradigma hace sus aportes, en tanto reconoce 

realidades múltiples y las particulares circunstancias históricas que envuelven a los sujetos. 

Da un lugar importante al saber de los sujetos y a su capacidad de diálogo y 

transformación. En este sentido se inscribe en una corriente de conocimiento que otorga un 

lugar especial a la agencia humana, es decir, a “la capacidad autónoma que tienen los 

sujetos sociales de construir su propia vida e influir en los procesos sociales en los cuales 

participan en interacción con otros sujetos” (Sauto y otros, 2005); sin embargo en 

perspectiva igualmente crítica, ello no niega el ejercicio de conocimiento que busca 

interpretaciones de los agenciamientos del poder, de la gubernamentalidad, de las 

estructuras de poder político y económico, en la constitución de la realidad y de las 

condiciones para la interacción social y la misma agencia humana.  
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El enfoque cualitativo 

 

Decimos que la opción es el enfoque cualitativo en tanto se vincula consecuentemente con 

el paradigma de conocimiento propuesto y en la medida que el problema de investigación y 

los objetivos señalan la necesidad y pertinencia de un acercamiento cualitativo al tipo de 

información que la investigación debe producir. Así mismo el abordaje de las percepciones 

e interpretaciones de los actores educativos involucrados en el recorte de realidad espacio-

temporal que hace la indagación, puede hacerse desde información cualitativa que ellos 

mismos configuran en sus particulares circunstancias histórico-sociales.   

 

Pero el ejercicio cualitativo no se circunscribe exclusivamente a la producción de 

información apropiada y a su interpretación en relación con la acción de los sujetos en una 

realidad determinada, responde también a la necesidad y posibilidad de interpretar las 

normas, las decisiones, los agenciamientos del poder vía la definición de políticas y 

orientaciones que incorporan concepciones, comprensiones y miradas de la realidad 

estudiada. Así pues, el acercamiento a las políticas generales y específicamente educativas 

para atender a la población víctima de conflicto armado, se hace con el fin de reconocer las 

intencionalidades, los discursos, los intereses y las comprensiones subyacentes sobre el 

campo problemático objeto de estudio y la manera como entran en juego en la cotidianidad 

escolar y en las posibilidades que ganan o pierden los sujetos al utilizarlas en función de 

garantizar el derecho a la educación de la niñez víctima de la guerra. 
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La selección de las Instituciones Educativas: Se tuvo como criterios de selección de las 

instituciones educativas a estudiar los siguientes: 

 

• Instituciones Educativas que reciben población infantil víctima de conflicto 

armado, donde es verificable especialmente la asistencia de niñas y niños 

desplazados forzosamente, en la medida en que esta característica se reconoce y 

tiene seguimiento a través de mecanismos estatales e institucionales. Ello no ha 

sido óbice para incluir otro tipo de afectaciones por el conflicto armado 

diferentes a la condición de desplazamiento, independiente del registro de 

información o de la identificación de afectaciones que puedan tener las 

instituciones educativas. Si bien es cierto la población estudiantil desmovilizada 

o reinsertada, que pudo participar en uno u otro grupo armado es también 

víctima, la mirada de la investigación no se centró en identificar a esta población 

y con ella producir información; se incluyó dentro de la descripción general de 

la población víctima y por tanto dentro de las estrategias para rastrear la 

información en las instituciones educativa, es decir fue un referente dentro de la 

categoría de Niñez Víctima de Conflicto Armado. Igual ocurrió con otro tipo de 

afectaciones por la guerra, se incluyeron en la comprensión general de víctima, 

pero no se abordó la población y la acción institucional en función de cada tipo 

o forma de afectación, este sería un propósito para un momento posterior de la 

búsqueda. 
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• Instituciones educativas del sector público oficial, ubicadas en sectores sociales 

con características socioeconómicas similares, que atienden población 

procedente de estratos 1, 2 y 3 fundamentalmente.  

• Instituciones educativas ubicadas en zonas de la ciudad caracterizadas por una 

historia o con presencia actual de actores armados y de confrontaciones 

devenidas del conflicto armado (milicias populares en tiempos anteriores, 

grupos de guerrilla urbana, paramilitares, combos o bandas de narcotráfico que 

se han involucrado de una u otra forma en el conflicto armado) 

• Instituciones educativas ubicadas en sectores sociales donde el Instituto Popular 

de Capacitación a través de la cooperación de Save the Children ha tenido 

intervención en temas de convivencia y democracia escolar.  

 

El número de instituciones educativas seleccionadas se corresponde a un criterio de 

posibilidad de operacionalización de la investigación en términos de la cantidad de 

información pertinente, necesaria y posible de tramitar, analizar e interpretar en perspectiva 

cualitativa.  La decisión respecto a la cantidad no está en relación con un interés 

metodológico de comparación de contextos, experiencias o políticas institucionales, en 

tanto las características de la población y los entornos sociales en que funcionan las 

instituciones se constituyen en los factores decisivos a la hora de optar metodológicamente 

por una población y territorio objetivo. No ha sido interés o intención de la indagación 

establecer una caracterización de cada institución en particular y una interpretación de lo 

que en cada una ocurre -siendo necesario en momentos el reconocimiento de las 
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particularidades institucionales y máxime en un enfoque cualitativo- pues la opción 

metodológica no riñe con la intención de proponer una perspectiva de análisis e 

interpretación del fenómeno o realidad en cuestión a partir de una decisión metodológica 

que incluye en un mismo campo contextual, por los criterios de selección previamente 

enunciados, un conjunto de experiencias institucionales o de comunidades educativas que 

tienen problemas, necesidades, historias, actores y procesos sociales en común.  

 

Por el tipo de problema de investigación y los compromisos a que se abocan los actores 

educativos cuando permiten el ingreso de un agente externo a sus instituciones con el 

ánimo de explorar y estudiar sus relaciones, sus experiencias, vivencias y modos de 

comprensión e interpretación respecto a un asunto muy sensible y complejo que involucra 

situaciones delicadas y en algunos casos peligrosas, la necesidad de precisar con detalle las 

características de cada institución pasa a ser un elemento secundario. En este sentido debe 

admitirse que en un ejercicio de investigación sea posible la reserva de determinada 

información que no se convierte en obstáculo para dar cuenta de los objetivos de la 

investigación. Presentaremos las generalidades de las instituciones educativas que de 

manera generosa y abierta se dispusieron a hacer parte de esta propuesta investigativa. Ellas 

son: 

 

1. Institución Educativa Kennedy: ubicada en la comuna 6, al Noroccidente de la 

ciudad. Es la segunda institución educativa pública más grande de Medellín en 

cuanto a población estudiantil se refiere. Atiende más de cinco mil estudiantes que 

habitan especialmente las comunas del Noroccidente, donde los estratos dominantes 
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son el 1, 2 y 3. Cuenta con cinco sedes, cuatro con educación básica primaria y una 

con educación secundaria. Estas son: Minerva, Picacho, Concentración, La Carolina 

y la sede de bachillerato. 

 

2. Institución Educativa Maestro Fernando Botero

 

: ubicada en el barrio Pedregal de la 

comuna 6, zona Noroccidental de Medellín. Tiene dos sedes: la sede de bachillerato 

y la sede de primaria conocida como La Escuela Municipal de Pedregal. Atiende 

1.290 estudiantes que habitan diferentes barrios de la comuna 6, cuenta con 36 

docentes y tres directivos docentes. Los estudiantes habitan barrios clasificados en 

estratos 1, 2 y 3.  

3. Institución Educativa Samuel Barrientos Restrepo

 

 

: ubicada en la comuna 12 de 

Medellín, en el barrio La América, sin embargo la población estudiantil reside 

básicamente en diferentes barrios de la comuna 13, la mayoría perteneciente a los 

estratos 1 y 2, otros estudiantes están ubicados en el estrato  3. Tiene cuatro sedes, 

que son: Monseñor Perdomo, Campo Alegre, Pío XII y la sede de bachillerato. 

Cuenta con una población de 2.500 estudiantes aproximadamente. 

Para nuestro caso en particular, en vista de la realización de un estudio exploratorio previo 

respecto a la situación del derecho a la educación de niñas y niños víctimas de conflicto 

armado en Medellín, se ha utilizado información de campo relevante acopiada en otras 
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instituciones educativas de la ciudad que tienen asiento en contextos similares a aquellos en 

que se encuentran las tres instituciones objetivo de la investigación. Al comparar la 

información empírica producida en el estudio con la producida en la investigación, se 

encuentran experiencias, interpretaciones y situaciones muy similares entre unas y otras, 

por lo que en virtud de la autonomía del investigador, la posibilidad del recurso creativo en 

lo metodológico y la pertinencia investigativa de la información se optó por utilizar ésta 

para enriquecer, complejizar y ampliar la base empírica así como las posibilidades de 

interpretación y explicación del fenómeno en cuestión.  

 

Para el estudio exploratorio se produjo información en la Institución Educativa Federico 

Carrasquilla, de la comuna 1, ubicada al Nororiente de la ciudad; en la institución educativa 

Cedepro, ubicada en el Corregimiento de Altavista; en la institución educativa Picachito de 

la comuna 6 y con niños y niñas de un proyecto social de la Corporación Combos en el 

barrio Altos de la Virgen de la comuna 13 de Medellín. 

 

Las técnicas de investigación utilizadas fueron: 

 

1. La entrevista semiestructurada: no se entiende la entrevista simplemente como la 

aplicación de un cuestionario, ésta es la oportunidad que nos ofrece un otro de 

contarnos parte de su vida, un momento de su trayectoria vital, nos ofrece un 

espacio para adentrarnos en sus percepciones, sentimientos, reflexiones respecto 

una situación determinada. La entrevista semiestructurada es un pretexto para el 

diálogo, para la conversación; en este caso no es algo frío, premeditado, 
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esquemático o convencional, se entiende como tal sólo porque es una guía que 

ayuda a no perderse del centro, del objetivo de la búsqueda, sin la pretensión de ser 

camisa de fuerza que no acepta desvíos, bifurcaciones y dislocaciones en el diálogo.  

 

A la entrevista semiestructurada en este ejercicio, la precede una experiencia, una 

sensibilidad, un encuentro del investigador desde hace algún tiempo con los 

contextos, las realidades y los sujetos visitados. Ello tiene un efecto, una 

consecuencia. De tal forma, la entrevista es la técnica, pero tras, delante, al lado de 

ella hay múltiples experiencias que redimensionan su carácter formal, esquemático, 

a veces cerrado. La entrevista es un pretexto, una manera técnicamente aceptada de 

encontrar y producir información, pero el cuestionario por sí solo no encuentra ni 

produce la información. Son los sujetos que entran en el diálogo quienes dan el 

sentido a la técnica.  

 

Las entrevistas realizadas fueron dirigidas a funcionarios públicos, docentes, directivos 

docentes y estudiantes de las instituciones educativas involucradas en el proceso de 

investigación.  

 

2. Los grupos focales: refieren ejercicios de diálogo y conversación colectivos, donde 

se reúnen, para este caso, un conjunto de personas cercanas en intereses o en 

prácticas educativas o sociales. Este proyecto de investigación se apoyó en grupos 

constituidos por estudiantes, docentes y líderes de organizaciones sociales que 

trabajan por la educación. El instrumento utilizado en la técnica es también un 
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cuestionario que sirve como pretexto para desarrollar un diálogo abierto respecto al 

problema de investigación y entonces identificar percepciones, representaciones 

sociales y posturas que se exponen en un espacio colectivo y que por lo tanto son 

susceptibles de transformarse y complejizarse. Este cuestionario no se desarrolla en 

su plenitud, o en su orden, debido a la dinámica que se activa al generar una 

conversación colectiva desprevenida respecto a un asunto de interés común. 

 

3. Interpretación de información documental

 

 

Los siguientes son los pasos o momentos de la investigación: 

  

 

: con esta técnica se pretendió abordar 

diferentes documentos de políticas educativas y políticas diversas para atender a la 

población infantil víctima de conflicto armado. El ejercicio en un primer momento 

es esencialmente de búsqueda de información para posteriormente establecer 

elementos de análisis e interpretación en la medida en que se confronta con otros 

documentos u otros datos o información empírica.  

Paso Uno: Elaboración del Estado del Arte sobre Derecho a la educación en sus 

componentes de aceptabilidad y adaptabilidad y la niñez víctima de conflicto armado. Se 

realizó un estudio que permitió identificar el nivel y tipo de conocimiento desarrollado 

respecto al objeto de investigación, generándose un documento con la información 

acopiada y analizada. 
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Paso Dos: Revisión y ajuste del proyecto de investigación, con base a la información 

recogida e interpretada en el Estado del Arte. En términos generales el Estado del Arte 

permitió ratificar la importancia y necesidad del objeto de investigación definido. Los 

ajustes al proyecto se centraron en aspectos metodológicos y operativos, más que en 

términos conceptuales y de intencionalidad.  

 

Paso Tres: Construcción de marco conceptual o de referencia para el proyecto de 

investigación. La elaboración de dicho marco se centró en clarificar el significado de la 

categoría “Derecho a la educación” y dentro de esta los conceptos de aceptabilidad y 

adaptabilidad como componentes del derecho a la educación y de establecer los vínculos de 

la categoría y los conceptos con la categoría de “Niñez víctima de conflicto armado”. La 

interpretación de la información empírica acopiada se fundamentó inevitablemente en el 

marco de referencia señalado.   

 

Paso Cuatro: Diseño y aplicación de técnicas y herramientas de investigación.  Aunque 

este paso se asomaba relativamente sencillo, la gran dificultad estribó en la gestión de los 

acuerdos para el trabajo de campo, debido a las dificultades propias de la dinámica escolar, 

a las múltiples tareas por responder en las instituciones, a las prevenciones que pudo 

generar el objeto de investigación y a las mismas limitaciones del sujeto investigador. Algo 

importante por destacar en este momento metodológico se refiere a la dificultad para 

encontrar en los estudiantes planteamientos que tuviesen una experiencia configurada 

reflexivamente respecto a la niñez víctima de conflicto armado, lo que no es propiamente 
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extraño en la medida en que las instituciones educativas no proveen de espacios y tiempos 

para que los estudiantes se adentren en un ejercicio de reflexión, análisis y conocimiento 

del tema, en la medida en que toca directamente con sus mundos y cotidianidades dentro y 

fuera de la escuela.  

 

Como se enunció previamente se realizaron entrevistas  y grupos focales así: 

 

• Institución Educativa Kennedy: 

 

o Grupo focal de estudiantes 

o Entrevista a docentes y directivos docentes 

o Entrevista a rector 

 

• Institución Educativa Maestro Fernando Botero 

 

o Entrevista a rector 

o Entrevistas a docentes 

 

• Institución Educativa Samuel Barrientos Restrepo 

 

o Grupo focal de estudiantes 

o Entrevistas a docentes 
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• Institución Educativa Federico Carrasquilla 

 

o Entrevista a estudiantes 

o Grupo focal de docentes 

o Entrevista a rector 

 

• Institución Educativa Cedepro 

 

o Entrevista a directivos docentes 

o Grupo focal de estudiantes 

o Grupo focal de docentes 

o Grupo focal de líderes comunitarios 

 

• Institución Educativa Picachito 

 

o Grupo focal de docentes 

 

• Corporación Educativa Combos 

 

o Grupo focal con profesionales responsables de proyecto de atención 

psicosocial a niños y niñas del barrio Altos de la Virgen 
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o Grupo focal con niñas y niños habitantes del barrio Altos de la Virgen. 

 

Paso Cinco: Procesamiento y análisis de información. Sobre este momento 

metodológico es importante destacar la manera como se procedió en la lectura, 

organización, análisis,  interpretación y utilización de la información recogida. La 

información documental ofreció un marco significativo de análisis del derecho a la 

educación en la perspectiva de la aceptabilidad y la adaptabilidad, dos conceptos que fue 

difícil rastrear en los estudios y textos que daban cuenta de los debates sobre la garantía del 

derecho a la educación de niñas y niños víctimas de conflicto armado, en la medida en que 

se centraban sobre todo en asuntos relativos a los componentes de disponibilidad y 

accesibilidad del derecho a la educación.  

 

El ejercicio de análisis e interpretación previo a cualquier trabajo con la información 

compilada en el trabajo de campo se centró en clarificar el horizonte conceptual del derecho 

a la educación en sus componentes de aceptabilidad y adaptabilidad. En este sentido el 

documento propone una manera de enriquecer la mirada sobre la garantía del derecho de la 

población víctima de conflicto armado en perspectiva de los dos componentes objeto de 

estudio, acudiendo a cruzar la información normativa disponible que hacía relación con los 

conceptos de aceptabilidad y adaptabilidad.  

 

Con la información empírica se procedió, posterior a la lectura, a realizar un ejercicio de 

clasificación con base al inicial marco de referencia y se dio lugar a las categorías 

emergentes “por fuera” de los fundamentos conceptuales del proyecto, tratando de ubicar 
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especialmente los sentidos más relevantes que dieran respuesta a las preguntas y objetivos 

de investigación. Así que se optó por dar fuerza especialmente a las realidades que 

aparecían como más persistentes, objeto de preocupación regular en las instituciones 

educativas y por parte de los actores educativos, se optó por relievar los asuntos en los que 

más énfasis hacían los diferentes actores educativos, quizás dejando de lado aspectos 

sustanciales que correspondían ya no a una tendencia en las apreciaciones sino a una 

excepción de las mismas.  

 

Paso Seis: producción del informe final.  
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CAPÍTULO 2: SOBRE EL DERECHO A LA EDUCACIÓN 

 

El problema de investigación propuesto sobre el estado de la realización del derecho a la 

educación en los componentes de aceptabilidad y adaptabilidad en niñas y niños víctimas 

del conflicto armado en Medellín, nos compele, inicialmente, a precisar los puntos de 

partida conceptuales sobre el derecho a la educación y la niñez víctima del conflicto 

armado. 

 

Aludir al concepto del derecho a la educación nos aboca a dos preguntas: cuáles son los 

desarrollos jurídico políticos de dicho derecho y cómo tales desarrollos interpelan y definen 

las prácticas, decisiones y procesos que se viven cotidianamente en la escuela.  

 

La producción teórica y conceptual sobre el derecho a la educación  se circunscribe 

fundamentalmente a la ciencia política, el derecho y la ética. La reflexión sociológica sobre 

el fenómeno se arraiga en las posibilidades que ofrecen los alcances conceptuales de los 

mencionados campos del conocimiento. En tal medida, para los propósitos de esta 

investigación las definiciones sobre el derecho a la educación que se han logrado en el 

ámbito del derecho a nivel nacional e internacional iluminarán la aproximación al objeto o 

problema de investigación. Así, la legislación nacional que empieza por la Constitución 

Nacional de 1991 y la legislación internacional expresada en pactos y convenios, se 

constituyen en marcos de referencia básicos para esta investigación. 
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En tanto se busca establecer el estado de realización del derecho a la educación que implica 

a su vez las condiciones de garantía del derecho que ofrece el Estado como responsable 

principal y las posibilidades de exigibilidad y demanda de los ciudadanos, es 

imprescindible la alusión a las categorías que, siendo de primer orden o subyacentes, dan 

piso a la precisión de la responsabilidad estatal y a la posibilidad que la ciudadanía tiene de 

reclamar y exigir la garantía del derecho en una comunidad política que se rige formal e 

idealmente por un marco jurídico llamado Estado de Derecho. 

 

Así pues, retomamos la definición que hace Abel Rodríguez del derecho a la educación 

como “uno de los derechos humanos fundamentales que cada hombre, cada mujer, cada 

joven, cada niño, cada niña, posee por el hecho de serlo. Se trata, por lo tanto, de un 

derecho constitutivo de la dignidad humana. Como todos los derechos humanos, tiene 

origen en la doctrina según la cual todos los hombres y mujeres, niños, niñas, jóvenes, 

adultos, sin distingo, esto es, por su naturaleza humana, tienen unos derechos 

fundamentales que son inalienables, inherentes y esenciales a la persona” (2003). 

 

Es, además, un derecho humano fundamental, según la Corte Constitucional, “porque el 

conocimiento es inherente a la naturaleza de la persona, es de su esencia; hace parte de su 

dignidad, es un punto de partida para lograr el desarrollo de su personalidad, es decir, para 

llegar a ser fin de sí mismo; porque la educación, por su parte, es una de las esferas de la 

cultura y es el medio para obtener el conocimiento y lograr el desarrollo y 

perfeccionamiento del ser humano; porque la educación, además, realiza el valor y 
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principio material de la igualdad consignado en el preámbulo y en los artículos 5º y 13 de la 

Constitución” (Rodríguez, 2003).  

 

El carácter de ser un derecho inalienable significa que no puede ser enajenado, expropiado, 

entregado o transferido a otro; el de esencial a la persona porque es sustancial y necesario 

para su existencia y el de inherente porque no puede separarse del ser de su poseedor, que 

es toda persona. 

 

Una de las implicaciones de que la educación sea un derecho, quizás la más importante, es 

que obliga al Estado en varios sentidos respecto a su realización: debe respetar el derecho, 

protegerlo y hacerlo cumplir. Para garantizar el derecho o hacerlo cumplir, el Estado debe 

facilitar y proveer las condiciones necesarias y suficientes para que así sea (Ibid). 

 

Como se indicaba anteriormente, es en el derecho internacional, al que se adscribe el 

Estado colombiano, donde aparece gran parte de los sentidos, significados y alcances de la 

concepción del derecho a la educación que se expresa en las normativas nacionales. El 

derecho a la educación está consagrado en la Declaración Universal de Derechos Humanos 

en su Artículo 264

                                                 
4 Artículo 26: 1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos en lo 
concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción elemental será obligatoria. La 
instrucción técnica y profesional habrá de ser generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para 
todos, en función de los meritos respectivos. 2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la 
personalidad humana y el fortalecimiento del respeto a los derechos humanos y a las libertades 
fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y todos los 
grupos étnicos o religiosos; y promoverá el desarrollo de las actividades de las Naciones Unidas para el 
mantenimiento de la paz. 3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá 
de darse a sus hijos. (Declaración Universal de Derechos Humanos) 

, que hace parte del sistema de las Naciones Unidas y del cual hacemos 
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parte; así mismo el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (de 

Naciones Unidas) amplia la comprensión del derecho a la educación como derecho social y 

precisa sus componentes, el Estado colombiano ratifico su compromiso con este pacto; la 

Convención Americana sobre derechos humanos establece el compromiso de los Estados 

con el desarrollo progresivo para lograr la plena efectividad de los derechos, en particular 

del derecho a la educación; el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y la 

Convención sobre los Derechos del Niño son otros dos instrumentos internacionales que 

complementan la definición sobre el derecho a la educación y deben orientar la legislación 

nacional y la implementación de las políticas educativas en Colombia. 

 

Por la importancia que reviste y sus implicaciones en el seguimiento que Naciones Unidas 

hace al cumplimiento de los Estados con la garantía del derecho a la educación, se 

transcribe el Artículo 13 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales. Además este Pacto define el enfoque y concepción del derecho a la educación 

que orienta esta investigación, aunque ello no es óbice de adoptar una postura crítica 

respecto al mismo en relación con la concepción educativa que está traslapada o es explícita 

y en relación con sus propósitos y alcances. 

 

Artículo 13 del PIDESC: 

 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la 

educación. Convienen en que la educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo 
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de la personalidad humana y del sentido de su dignidad, y debe fortalecer el respeto 

por los derechos humanos y las libertades fundamentales. Convienen asimismo en 

que la educación debe capacitar a todas las personas para participar efectivamente 

en una sociedad libre, favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre 

todas las naciones y entre todos los grupos raciales, étnicos o religiosos, y promover 

las actividades de las Naciones Unidas en pro del mantenimiento de la paz. 

 

2. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de lograr el pleno  

ejercicio de este derecho: 

 

a. La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente; 

b. La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la enseñanza secundaria 

técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible a todos, por cuantos 

medios sean apropiados, y en particular por la implantación progresiva de la 

enseñanza gratuita; 

c. La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la base de la 

capacidad de cada uno, por cuantos medios sean apropiados y en particular por la 

implantación progresiva de la enseñanza gratuita; 

d. Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo posible, la educación 

fundamental para aquellas personas que no hayan recibido o terminado el ciclo 

completo de instrucción primaria; 



 41 

e. Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en todos los ciclos 

de la enseñanza, implantar un sistema adecuado de becas, y mejorar continuamente 

las condiciones materiales del cuerpo docente. 

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad de los 

padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o pupilos 

escuelas distintas creadas por las autoridades públicas, siempre que aquellas 

satisfagan las normas mínimas que el Estado prescriba o apruebe en materia de 

enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos reciban la educación religiosa o moral 

que esté de acuerdo con sus propias convicciones. 

4. Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una restricción de la 

libertad de los particulares y entidades para establecer y dirigir instituciones de 

enseñanza, a condición de que se respeten los principios enunciados en el párrafo 1 

y de que la educación dada en esas instituciones se ajuste a las normas mínimas que 

prescriba el Estado5

 

. 

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales ha tenido mayores 

desarrollos y, si se quiere, reglamentaciones que ubican de manera más precisa los 

componentes o características del derecho a la educación, como por ejemplo el documento 

titulado “Aplicación del Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y 

                                                 
5 Plataforma Interamericana de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo. (2003). Derecho a Educación. 
Un derecho de todos y todas. Río de Janeiro: PIDHDD, págs. 16  - 17 
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Culturales. Observación General 13, el derecho a la educación. (Art. 13 del Pacto) (21º 

período de sesiones, 1999)6

En función del desarrollo de la pregunta de investigación que nos convoca, la 

especificación de los componentes o características del derecho a la educación se constituye 

en un procedimiento conceptual y metodológico de orden sustancial. En este sentido se 

acoge lo que propone Naciones Unidas en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales y a través de sus relatores especiales para el derecho a la educación, 

como se consigna en el informe que presentó Katarina Tomasevski en su visita a Colombia 

en el año 2004. La comprensión del derecho a la educación desde sus cuatro componentes o 

características, conocido también como el sistema de las 4A: Disponibilidad o 

Asequibilidad, Accesibilidad, Aceptabilidad y Adaptabilidad, se ha convertido en una 

consigna y propósito de múltiples actores educativos, sociales y políticos que tienen un 

compromiso con la realización del derecho en Colombia y en el mundo

 

 

7

                                                 
6 Ibid. P. 26 
7 Entre otros actores sociales y políticos puede identificarse esta tendencia en: la Federación Colombiana de 
Educadores –FECODE-, los sindicatos regionales de docentes como la Asociación de Institutores de 
Antioquia –ADIDA-, distintas Organizaciones No Gubernamentales de orden nacional e internacional, 
Organizaciones sociales y comunitarias,  Redes y Plataformas sociales –como la Plataforma Interamericana 
de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo- procesos de movilización social en torno al derecho a la 
educación –como la Campaña Continental por el Derecho a la Educación o la Semana de Acción Mundial por 
el derecho a la educación que se celebra cada año en abril-, académicos de la educación, funcionarios 
públicos, etc. 

, articulando en sus 

discursos, propuestas y acciones de incidencia política una mirada del derecho a la 

educación a la luz de los desarrollos legislativos de carácter internacional a los que se 

adscriben los Estados Parte del Sistema de las Naciones Unidas. 
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Apelaremos a la definición del derecho a la educación desde sus cuatro componentes  y que 

puede rastrearse en pactos y convenios mencionados o en documentos de académicos o de 

organizaciones sociales que han pretendido interpretar, socializar y difundir lo que aparece 

como una obligación que ha suscrito el Estado colombiano pero que aún dista mucho de 

cumplirse. 

 

El componente de Disponibilidad o Asequibilidad del derecho a la educación engloba dos 

obligaciones gubernamentales diferentes: la educación como derecho civil y político, que 

supone por parte del Estado el establecimiento de escuelas y universidades, y la educación 

como derecho social y económico, que requiere que el Estado garantice la gratuidad, 

obligatoriedad y asequibilidad de la educación, por lo menos, para todos los niños y niñas 

en edad escolar (Rodríguez, 2003), en este sentido los gobiernos están obligados a que la 

inversión en educación –en este componente- garantice los cupos escolares necesarios, las 

escuelas, aulas, maestros suficientes, cualificados y bien remunerados y programas de 

enseñanza requeridos o necesarios, así como otras condiciones en la infraestructura 

educativa (Defensoría del Pueblo, 2004). 

 

“La Convención sobre los Derechos del Niño obliga a los Estados a garantizar, sin ningún 

tipo de discriminación, el acceso a la educación de todos los niños y niñas que viven en sus 

territorios8

                                                 
8 Arts. 2 y 28. 

.  El artículo 28 de la Convención promueve la educación primaria, gratuita y 

obligatoria, exhorta a los Estados al desarrollo de una educación secundaria accesible y de 

otras formas educativas, así como la cooperación internacional en asuntos educativos.  En 
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apoyo de esto, la Convención integra en su articulado el interés superior del niño y la niña 

(art. 3) y el derecho a la vida y al máximo de supervivencia y desarrollo (art. 6)”.9

                                                 
9 ONU.  El derecho a la educación en situaciones de emergencia. Op. Cit. 

 

El Relator Especial sobre el derecho a la educación en su informe relativo a las situaciones 

de emergencia, afirma que “la mitad de los niños y niñas que no reciben educación viven en 

países que sufren situaciones de conflicto o las han sufrido recientemente y que en algunos 

de esos países las tasas de escolarización neta son inferiores al 50%”. En el mismo informe 

se dice que son 39 millones de niños y niñas en el mundo que no van a la escuela, de 

acuerdo a una investigación de la Alianza Internacional Save the Children. (ONU, Consejo 

de Derechos Humanos, 2008) 

 

Sobre este primer componente del derecho a la educación giran, en términos generales, las 

políticas educativas para la población víctima del conflicto armado y especialmente para la 

población en situación de desplazamiento forzado.  Desde la legislación hasta los 

programas de gobierno y planes de desarrollo en las diferentes escalas territoriales 

contemplan orientaciones y definiciones presupuestales para garantizar la disponibilidad en 

el sistema educativo de los cupos necesarios.  Como bien se conoce, existe además una 

normativa nacional que establece que bajo ningún motivo debe cobrarse costos académicos 

a las niñas y niños desplazados y que no puede demandarse documentación determinada 

para su matrícula. 
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El componente del derecho a la educación referido al Acceso o, en términos de obligación 

del Estado, a la Accesibilidad, consiste en: la garantía de acceder a la educación sin ningún 

tipo de discriminación, el acceso gratuito y obligatorio a la educación básica y pública para 

todos los niños y niñas, el aseguramiento del acceso a la educación básica de toda la 

población y la garantía de las condiciones suficientes para el acceso geográfico (Rodríguez, 

2003). En términos del acceso gratuito no sólo se considera el no pago de los costos de 

matrícula o demás costos académicos, sino también la garantía de acceso gratuito a otros 

bienes de la canasta educativa como útiles y materiales escolares o de estudio, uniformes, 

transporte y alimentación (Marín y Luján, 2006) 

 

“…El acceso a la educación y la retención de niños en las escuelas dependen en 

gran medida de los costos de la educación, que incluyen uniformes, material 

didáctico, alimento y transporte, lo cual se constituye en un obstáculo, puesto que 

muchos de los niños huyeron junto con sus familias de sus comunidades de origen y 

ahora se encuentran en condiciones de pobreza extrema” (ONU, Consejo de 

Derechos Humanos, 2008) 

Esta cita contenida en el Informe del Relator Especial sobre el derecho a la educación en 

situaciones de emergencia, sintetiza el componente de accesibilidad y plantea de entrada el 

enorme obstáculo que configura el desplazamiento forzado para que niños y niñas puedan 

acceder material y económicamente a la educación.   

Como en el caso de la asequibilidad, sobre este componente del derecho existe poca 

información pública, explícita y permanente. Volviendo a retomar algunos de los 
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indicadores o aspectos constitutivos del componente encontramos: condiciones necesarias 

para acceso y permanencia, ningún tipo de discriminación para acceder, educación pública 

básica, gratuita y obligatoria, acceso a educación primaria para todos, garantía de 

instrucción técnica y profesional,  protección de acceso a niñas, facilitación de mecanismos 

financieros para acceso a educación superior, accesibilidad económica y material o 

geográfica, garantía de acceso para discapacitados, grupos étnicos y desplazados entre 

otros.  

La accesibilidad se entiende también como: accesibilidad económica, accesibilidad 

geográfica y accesibilidad por no discriminación. 

Accesibilidad económica y material

En términos generales, si el Estado se aproxima un poco a la garantía del derecho en tanto 

la disponibilidad de cupos, escuelas y docentes, las profundas carencias materiales de 

amplios sectores de la población, reducen enormemente las posibilidades de realización del 

derecho en cuanto al componente de accesibilidad. Este componente involucra 

especialmente a las familias, cuando ellas existen para los niños y niñas, e involucra de 

manera esencial al Estado.  En la mayoría de los casos, los programas estatales de gratuidad 

: La accesibilidad económica constituye todas las 

garantías y condiciones con las que cuentan las niñas y niños para ir a la escuela o para 

estar en ella de manera digna, con los materiales necesarios para responder en la 

experiencia educativa, y con las aptitudes físicas y mentales requeridas para acercarse a un 

ejercicio de conocimiento gracias a una alimentación adecuada y a una disposición psíquica 

“adecuada”. 
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educativa, de ayuda alimentaria, de entrega de materiales educativos, son insuficientes y 

parciales, hasta el punto de ser  a su vez excluyentes, pues son muchos los niños y niñas 

que necesitando de alimento y atención se quedan sin recibirlos.  

 

Accesibilidad geográfica: consiste en el nivel apto de cercanía de las instituciones 

educativas respecto a la residencia de las niñas y niños y en las condiciones propicias de 

vías para que niñas y niños puedan acceder a las escuelas. 

 

Accesibilidad por no discriminación

 

: podrían señalarse cuatro escenarios posibles del 

ámbito de lo educativo en los que se experimenten prácticas de discriminación con la 

población infantil víctima del conflicto armado o en particular con las víctimas por 

desplazamiento. En primer estaría el Estado, en segundo lugar la institución educativa en su 

responsabilidad de facilitar el ingreso, en tercer lugar el escenario de las interacciones entre 

estudiantes y entre éstos y los docentes y en cuarto lugar las comunidades educativas. 

 

En términos normativos referidos al derecho a la educación no cabría posibilidad de 

discriminación por parte del Estado, menos en relación con los niños y niñas víctimas del 

conflicto armado. La Corte Constitucional, en su Sentencia SU-1150-00 dice que “los niños 

y niñas desplazados por el conflicto interno tienen derecho de acceder a la educación 

pública, básica, obligatoria y gratuita” (Defensoría del Pueblo, 2004) e independiente de su 

condición de desplazados el derecho les es inherente y fundamental por Constitución 

Nacional y por normativas internacionales acogidas por el Estado colombiano.  
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Aunque posteriormente profundizaremos en los componentes de aceptabilidad y 

adaptabilidad del derecho a la educación dado que son el objeto de esta investigación, 

queremos enunciar brevemente sus significados a la luz del derecho internacional.  

 

El componente de aceptabilidad del derecho a la educación es quizás uno de los más 

complejos de tratar, por todos los supuestos que subyacen del concepto de calidad, cuando 

se enuncia pareciese que todos hablasen de lo mismo pero no es así. Este no es claramente 

definido en normas internacionales y nacionales, mucho menos en lo atinente a la población 

infantil víctima del conflicto armado, sin embargo hay alusiones a aspectos específicos 

sobre el tipo de educación deseable o por construir que son significativas. 

 

Retomando lo planteado en el documento de la Defensoría del Pueblo10

                                                 
10 Defensoría del Pueblo. (2004).  Sistema de Seguimiento y Evaluación de la Política Pública Educativa a la 
luz del Derecho a la Educación. Bogotá: Defensoría del Pueblo. 

 que recoge 

normativas internacionales como el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales 

y Culturales, lo normado en la Constitución Política y en la Corte Constitucional, la 

aceptabilidad como obligación del Estado se ha comprendido en relación con: el 

cumplimiento de unas normas mínimas de enseñanza en las escuelas públicas y privadas, 

algo ambiguo en tanto no se establecen unos parámetros de definición; la inspección y 

vigilancia del sistema educativo; la coherencia entre planes de estudio, instrumentos 

internacionales de derechos humanos y Constitución Política de Colombia; la 

compatibilidad que guarda la disciplina escolar con la dignidad humana; la libertad 

académica de docentes y alumnos; el mejoramiento permanente de la capacidad intelectual 
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de los docentes; la capacitación de docentes para educación de niñas y niños con 

discapacidad; el respeto de las particularidad de idioma, vida cultural y religión de los 

grupos étnicos; entre otros aspectos. 

 

Entre tanto, algunos de los contenidos de la adaptabilidad son: derecho a permanecer en la 

educación pública, básica, obligatoria y gratuita; enseñanza que se adapte a los niños y las 

niñas; derecho a asistir regularmente a la escuela y a protección de causas de deserción; 

derecho a prestación continua y eficiente del servicio educativo; derecho a igualdad de trato 

y libre desarrollo de la personalidad; derecho al debido proceso; derecho a que planes 

educativos sean idóneos para todas las edades y reflejen  las necesidades contemporáneas 

de los estudiantes; entre otros contenidos.  Es pues igualmente amplio y complejo como los 

anteriores componentes.  

 

Apelamos a la normatividad existente en cuanto el derecho a la educación para leer su 

implementación o aplicación en la población infantil víctima del conflicto armado. Esta 

opción metodológica es en primer lugar necesaria en tanto todo niño o niña está cobijado en 

cuanto al derecho por todo el basamento jurídico internacional y nacional independiente de 

sus condiciones específicas de distinto tipo11

                                                 
11 El informe del Relator Especial sobre el derecho a la educación en situaciones de emergencia señala: “Los 
Estados, como partes en los tratados de derechos humanos, tienen la obligación de respetar, proteger y 
satisfacer el derecho a la educación, con independencia de las condiciones de la emergencia.  Además, cada 
persona es sujeto del derecho a la educación, con independencia de su estatus jurídico particular, sea el de 
refugiado, niño soldado o desplazado interno”  Naciones Unidas. (2008). El derecho a la educación en 
situaciones de emergencia. Op. Cit. 

 y en segundo lugar, porque no existe un 

desdoblamiento de dicho marco normativo en normas internacionales y nacionales que den 

cuenta de la garantía del derecho para poblaciones infantiles víctimas del conflicto armado.  
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Teniendo presente el sistema de las 4A de las Naciones Unidas, la propuesta de la 

Defensoría del Pueblo de seguimiento a la política educativa a la luz del derecho a la 

educación, el Informe del Relator Especial de Naciones Unidas sobre el derecho a la 

educación en situaciones de emergencia y el Auto 251 de la Corte Constitucional, se 

propone una aproximación descriptiva e interpretativa a la realidad educativa de la niñez 

víctima del conflicto armado en tres instituciones educativas del municipio de Medellín.  

 

LA ACEPTABILIDAD Y LA ADAPTABILIDAD EN EL DERECHO A LA EDUCACIÓN 

 

Los componentes de aceptabilidad y adaptabilidad del derecho a la educación son los 

más complejos de tratar, falta mayor claridad en las normas internacionales y nacionales, 

más aún falta una relación clara con la población infantil víctima del conflicto armado, sin 

embargo hay alusiones a aspectos específicos sobre el tipo de educación deseable o por 

construir para esta población. 

 

Estos componentes del derecho a la educación se han vinculado social e institucionalmente 

con la calidad de la educación, sin embargo teniendo relación no hacen referencia exclusiva 

a este aspecto.  El discurso dominante invoca de manera extensiva e insistente la necesidad 

de la calidad de la educación circunscrita a una interpretación más o menos hegemónica: la 

calidad de la educación consiste en la máxima eficacia y eficiencia de la gestión educativa, 

es decir en la consecución mayor de los propósitos educativos con la utilización óptima de 

los recursos disponibles, y los propósitos se concretan en las capacidades y virtudes 
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requeridas para la reproducción de un orden económico y social. Entre tanto la 

aceptabilidad y la adaptabilidad constituyen dos conceptos nodales del derecho a la 

educación que invocan principios, sentidos y criterios de actuación en la escuela hacia 

garantizar un entorno educativo y pedagógico propicio a la realización de las 

potencialidades de los sujetos en un marco de garantía de los derechos humanos en 

condiciones de igualdad.   

 

Los conceptos de aceptabilidad y adaptabilidad se fundamentan en el derecho internacional, 

la filosofía y la ciencia política, mientras que el concepto de calidad de la educación se 

fundamenta en desarrollos conceptuales de las ciencias económicas y administrativas.  Esto 

plantea de entrada unas diferencias sustanciales entre las dos miradas que tratan de 

coincidir sobre una pregunta común de la educación: ¿ésta para qué? 

 

Para este ejercicio investigativo se ha optado por integrar analíticamente los conceptos de 

aceptabilidad y adaptabilidad debido a su compatibilidad y complementariedad. 

Pudiésemos en sentido práctico integrar la adaptabilidad como una característica de la 

aceptabilidad y no sería conceptualmente impertinente, pero consideramos que destacar la 

adaptabilidad como componente del derecho a la educación tiene precisamente el propósito 

de relievar la importancia y necesidad prioritaria de dicho asunto. En el concepto 

predominante de calidad de la educación no se destaca ni la preocupación ni la 

comprensión de la necesidad de adaptabilidad del sistema a los contextos y realidades 

particulares de los sujetos educativos, lo que hace que dicho concepto tenga una limitación 

significativa al momento de operarse o tratar de materializarse en el ámbito escolar.  Se 
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pretende aquí ubicar el punto de partida para el abordaje del problema de investigación y 

entonces establecer las condiciones en que se produce un ámbito de interpretación. 

 

El concepto de  aceptabilidad a pesar de ser más complejo y estar más cercano a la 

perspectiva educativa que se defiende en esta indagación, presenta aún cierta ambigüedad 

conceptual. Como se enunciaba  el concepto no es extraño a una postura política respecto a 

la educación, le es inmanente  la dimensión política, por lo que resalta o proscribe 

interpretaciones, valoraciones, sentidos de la educación.  Además en su devenir como 

concepto ha estado más atado al campo de las reglamentaciones jurídicas que a un campo 

de construcción sociológica y pedagógica del mismo.  En esta medida, aventurarnos desde 

una mirada sociológica a tratar de entender su devenir práctico en la vida escolar y en 

particular en la población infantil víctima de conflicto armado supone de entrada la 

incursión en un actividad de relativa soltura interpretativa, máxime cuando todavía la 

ciencia social está en una fase inicial de acercamiento empírico al asunto del derecho a la 

educación.  

 

La base conceptual de la que se parte entonces se encuentra fundamentalmente  en 

instrumentos jurídicos y orientaciones normativas de carácter internacional y nacional sobre 

el derecho a la educación como el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales (PIDESC), informes de Relatores Especiales de Naciones Unidas sobre el 

Derecho a la Educación, jurisprudencia de la Corte Constitucional y legislación nacional.  
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El PIDESC plantea que la “Educación debe orientarse hacia el pleno desarrollo de la 

personalidad humana y el sentido de su dignidad, y debe fortalecer  el respeto por los 

derechos humanos y las libertades fundamentales”, sin ofrecer mayores detalles sobre el 

significado de “pleno desarrollo de la personalidad” y sobre “dignidad”; sin embargo es un 

punto de partida importante para tratar de llenar de significado el tema de la aceptabilidad.  

En similar sentido, el Relator Especial de Naciones Unidas para el Derecho a la Educación 

señala que la educación debe buscar que niñas y niños desarrollen “sus personalidades, 

talentos y habilidades para vivir una vida plena y satisfactoria dentro de la sociedad”, como 

ocurre con el PIDESC, no se precisa el significado de “una vida plena y satisfactoria” 

(Naciones Unidas, 2008).  Estos dos enunciados pueden tomarse como principios y fines 

sustanciales a la labor educativa, y en particular podrían estar en la base de lo que 

entenderíamos como los fundamentos de una educación aceptable que se enmarca en un 

planteamiento político de la democracia liberal occidental, sin embargo dejan un espacio 

amplio a múltiples interpretaciones sobre lo que significan los conceptos y categorías 

mencionadas, ello favorece  la inclusión de diversas concepciones o visiones sobre las 

finalidades de una educación aceptable pero a su vez desfavorece las posibilidades de hacer 

seguimiento y exigibilidad al cumplimiento de las mismas en tanto estas constan de 

enunciados generales que pueden resignificarse según contextos, actores sociales, decisores 

políticos, agentes económicos, gobiernos, etc.  

 

De otro lado los enunciados en discusión no incorporan la posibilidad de una crítica a la 

sociedad existente, puesto que se da por sentado que la personalidad plena, la dignidad  y 

una vida plena se lograrían dentro de la sociedad preexistente y dentro de la cual se lleva a 
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cabo el acto educativo.  En esta dirección habría que hacer una crítica a las finalidades 

educativas propuestas por Naciones Unidas que no admiten la posibilidad de que dentro del 

proceso educativo la educación sea más aceptable en la medida en que permita a los sujetos 

reconocer las críticas de las ciencias sociales a la sociedad preestablecida y a su vez poder 

constituir nuevas críticas y confrontaciones al modelo de sociedad que intenta reproducir la 

escuela, ello como una condición sustancial a cualquier orden democrático.   

 

Retomando nuevamente los instrumentos normativos de orden internacional como el 

PIDESC y los informes de los relatores especiales para el derecho a la educación, la 

adaptabilidad busca que la educación sea flexible para adaptarse a las necesidades, 

realidades y contextos particulares de las sociedades y las comunidades, a las formaciones y 

transformaciones culturales de los diversos territorios en que se da el acto educativo. 

 

Una educación adaptable se configura curricularmente teniendo en cuenta que los 

estudiantes y demás actores educativos se caracterizan por tener diferentes  edades, asistir a 

distintas y semejantes circunstancias histórico-sociales, practicar lenguas de origen o 

lenguas oficiales, participar de diferentes religiones que confluyen en un mismo espacio, 

interactuar con personas que presentan diferentes grados de discapacidad, vivir en 

particulares entornos familiares, proceder de diferentes o comunes lugares de origen, ser 

parte de identidades culturales diversas.   

 

La adaptabilidad de la educación se entiende también como la capacidad del entorno 

educativo de promover y garantizar los derechos humanos en la escuela ya no sólo en los 
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términos en que están establecidos para toda la población en general sino en la medida de la 

exigibilidad que demandan circunstancias y características específicas de la población 

infantil y juvenil, es decir la garantía y promoción de derechos humanos para poblaciones o 

grupos específicos debido entre otras razones a:  su pertenencia a determinada etnia, 

religión o cultura regional; el uso de lenguajes diferentes al oficial para interactuar con 

gente de sus comunidades lingüísticas de origen; las identidades divergentes o disidentes 

respecto a opciones sexuales o a prácticas propias de la generación juvenil; las condiciones 

de discapacidad en que se encuentran algunas personas;  la afectación por causa de 

conflictos armados y de desplazamientos forzados, etc.  Una educación adaptable es una 

educación que reconoce dichas particularidades y trabaja en función de garantizar los 

derechos humanos de toda esta población; buscando a su vez potenciar el respeto y la 

expresión de la diversidad cultural, generacional, étnica, sexual, de género, y de las 

subjetividades plurales que convergen en un mismo territorio de aprendizaje. 

 

Otra característica de la adaptabilidad de la educación consiste en su capacidad para 

generar las estrategias, métodos, y acciones necesarias hacia la garantía de la permanencia 

y la no deserción en la escuela. En este sentido el sistema educativo debe garantizar la 

asistencia regular de los estudiantes a la escuela, una prestación eficiente y continua del 

servicio educativo, la eliminación de toda forma de discriminación, la permanencia de 

madres gestantes, la permanencia de niñas y niños con discapacidad, la permanencia de 

menores trabajadores y de niñas y niños hijos de padres y madres que trabajan. Así pues, si 

leemos estas obligaciones a la luz de la adaptabilidad de la educación para población 

infantil víctima de conflicto armado respecto a garantizar la permanencia y no deserción, 
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son todavía insuficientes, pues esta población requiere de otras garantías para permanecer 

en la escuela como por ejemplo la atención especializada a sus afectaciones psicosociales 

por causa de la guerra, aspecto que se ha empezado a trabajar y promover en la Red 

Interagencial para la Educación en Situaciones de Emergencias12

Apoyándonos en el Sistema de Seguimiento y Evaluación de la Política Pública Educativa a 

la luz del Derecho a la Educación, que propone la Defensoría del Pueblo de Colombia, en la 

información normativa procedente de los instrumentos internacionales de derechos 

humanos ratificados por el país como el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales; las Observaciones Generales del Comité de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales; el Informe de la Relatora Especial de Naciones Unidas para el 

Derecho a la Educación Katarina Tomasevski y los indicadores del derecho a la educación 

que ella propuso; la Constitución Política de 1991 y la Jurisprudencia de la Corte 

Constitucional y en el Informe: “El derecho a la educación en situaciones de emergencia” 

.  La realización del 

derecho a la educación en todos sus componentes es la mayor garantía de permanencia, sin 

considerar que aún la normativa del derecho a la educación se encuentra incompleta en 

tanto hay muchas circunstancias que no se reconocen o tienen en cuenta.  

 

La adaptabilidad es pues un componente decisivo para garantizar el derecho a la educación, 

y está en relación directa con la garantía de los demás derechos humanos en la escuela.  

 

                                                 
12 “La Red Interagencial para la Educación en Situaciones de Emergencias (INEE) es una red abierta de 
organismos de la ONU, ONGs, donantes, personal que trabaja en el terreno, investigadores e individuos de las 
poblaciones afectadas que trabajan en conjunto para velar por el derecho a la educación en emergencias y la 
reconstrucción después de las crisis”. Red Interinstitucional para la Educación en Situaciones de Emergencia. 
Normas mínimas para la educación en situaciones de emergencia, crisis crónicas y reconstrucción temprana. 
INEE, 2007. 
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del Relator Especial sobre el derecho a la educación Vernor Muñoz publicado en mayo de 

2008, nos proponemos aproximar una lectura crítica e interpretativa de la situación del 

derecho a la educación en los componentes de aceptabilidad y adaptabilidad de niñas y 

niños víctimas de conflicto armado en instituciones educativas públicas de la ciudad de 

Medellín.  No se abordarán cada uno de los elementos constitutivos de cada componente, se 

hará énfasis en aquellos que aparecen como objeto de mayor preocupación y relevancia por 

parte de los actores educativos, de acuerdo a los resultados y hallazgos de la investigación. 

 

Las normativas mencionadas de las que se parte para aludir a las características de los 

componentes de aceptabilidad y adaptabilidad del derecho no son en cada caso exhaustivas, 

precisas o específicas para describir y  esclarecer el significado de cada uno, encontrándose 

en casos que son fácilmente confundibles las dos definiciones. Así pues parte del ejercicio 

que se ha hecho ha consistido en tratar de apropiar las definiciones y de organizarlas a la 

luz del establecimiento de unos campos problemáticos que ayudan articular propósitos, 

criterios o acciones en cada componente y proponen a su vez una forma de comprensión de 

los mismos. Es posible que algunos elementos de un campo problemático puedan 

relacionarse o asemejarse con los de otro campo, o que desde otra perspectiva puedan 

reorganizarse en función de otros campos problemáticos; en este sentido la forma de 

agrupación en campos y la articulación de diferentes normas en cada uno es un ejercicio de 

interpretación posible y por tanto una manera de acercarse a la comprensión del asunto. La 

imprecisión de las normas y de alguna manera su condición contingente hace que parte de 

la labor por desarrollar respecto a la difusión del conocimiento sobre el derecho a la 
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educación consista en clarificar el sentido de los significados de sus componentes y en 

sugerir las preguntas y cuestionamientos cuando éstos sean confusos.  

 

Al intentar establecer una relación entre los campos problemáticos propuestos con sus 

diferentes elementos y la garantía del derecho para la población infantil y juvenil víctima 

del conflicto armado, nos encontramos con otra serie de dificultades. La legislación y las 

normativas existentes buscan ofrecer orientaciones, pautas y exigencias de orden general 

para toda la población sujeto de derecho, y aunque por ejemplo el componente de 

adaptabilidad intenta con especial insistencia reconocer la pluralidad de entornos culturales 

y contextos sociales, para el caso de las poblaciones afectadas o víctimas de conflictos 

armados las guías más generales no hacen hincapié en esta condición, aunque de alguna 

forma constituyen el punto de partida para hacer seguimiento a la garantía del derecho en 

dicha población. A nivel internacional lo más explícito en especificar cómo los Estados 

deben propiciar la garantía del derecho a la educación para población infantil víctima de 

conflictos armados se encuentra en informes y recomendaciones propuestas por el Relator 

Especial para el derecho a la educación de Naciones Unidas, y a nivel nacional  en 

normativas internas proferidas especialmente por la Corte Constitucional, sin embargo estas 

recomendaciones y exigencias a los Estados no hacen directamente una alusión a los 

componentes de aceptabilidad y adaptabilidad, sino que integran en su discurso aspectos 

relativos a los mismos y a los demás componentes del derecho a la educación. 

 

El interés de aclarar o de poner en evidencia las implicaciones de sentido y significación de 

los componentes del derecho a la educación, en este caso el de aceptabilidad y 
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adaptabilidad, responde a la necesidad de ampliar la comprensión sobre el tema para 

efectos educativos y para orientar con mayor pertinencia la exigibilidad de garantía del 

derecho que se hace al Estado, pues sólo si el Estado, y en corresponsabilidad la sociedad, 

cumplen con las obligaciones y exigencias que contienen cada uno de los componentes del 

derecho, puede decirse que éste se ha garantizado.  

 

A continuación se presenta la manera que se ha adoptado en la investigación para precisar y 

especificar por campos los componentes de Aceptabilidad y Adaptabilidad del derecho a la 

educación: 

 

Criterios que constituyen el componente de aceptabilidad 

 

 

Campo: aceptabilidad de la propuesta educativa y pedagógica 

o Normas mínimas de enseñanza: proceso de enseñanza-aprendizaje acorde con los 

Derechos Humanos, eliminación de barreras para que niñas y niños puedan aprender, 

construcción democrática de las finalidades de la educación, correspondencia entre 

derecho a la educación y derecho al trabajo 

o Educación debe orientarse al desarrollo del sentido de la dignidad humana y al pleno 

desarrollo de la personalidad humana 

o Igualdad en la calidad de la educación 

o Los Planes de estudio deben cumplir con instrumentos internacionales de DDHH y la 

constitución política 
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o Libertad académica de docentes y alumnos 

 

 

Campo: Educación para los derechos humanos 

• Manejo de la disciplina (convivencia escolar) compatible con la dignidad humana 

• Capacitación de todas las personas para participar efectivamente en la sociedad 

• Favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y entre 

todos los grupos raciales, étnicos o religiosos. 

• Promover las actividades de las naciones unidas en pro del mantenimiento de la paz. 

• Fortalecer el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales 

• Capacitación para prevenir los riesgos de daño por minas antipersonales y 

enfermedades de transmisión sexual, y formación en mecanismos de resolución de 

conflictos y construcción de la paz (Informe Relator Educación en Emergencia) 

 

 

Campo: formación y perfil pedagógico de los docentes 

• Docentes calificados y cualificados 

• Remuneraciones adecuadas 

• Derechos laborales y libertades sindicales 

 

 

 



 61 

 

Campo: aceptabilidad del Sistema de Evaluación 

o Vigilancia de la calidad del sistema y normas mínimas de enseñanza, así como 

cumplimiento de instrumentos internacionales de DDHH 

 

Criterios que constituyen el componente de adaptabilidad 

  

Campo: Adaptabilidad para garantizar Permanencia y No Deserción: los planteamientos 

normativos en este aspecto exigen: medidas que fomenten asistencia regular a la escuela, 

prestación eficiente y continua del servicio público, eliminación de toda forma de 

discriminación, garantías de permanencia de las madres gestantes, garantías de 

permanencia de niños y niñas con discapacidad, garantías de permanencia de menores 

trabajadores, guarda escolar para niños y niñas hijos de padres y madres que trabajen.  

 

 

Campo: Reconocimiento y potenciación de subjetividades y diversidad cultural 

• Igualdad de trato y libre desarrollo de la personalidad 

• Respeto por la cultura de grupos étnicos 

• Capacidad de docentes para trabajar con población con discapacidad 

• Educación bilingüe para comunidades étnicas 

• Educación culturalmente aceptable para grupos étnicos y población en general 
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• Conformidad entre diversidad de la población infantil y las asignaciones 

presupuestarias de parte del Estado 

• Valoración y defensa de la diversidad 

• Protección a la población que sufre discriminación 

 

• Reconocimiento y formación en la lengua materna 

Campo: Plan de estudios adecuado a las edades y a las circunstancias particulares de la 

población estudiantil 

 

• Respeto por las diferentes opciones religiosas y la liberta de elección de religión 

• Reconocimiento y potenciación de los sujetos de acuerdo a sus capacidades y a 

condiciones de discapacidad. 

• Conocimiento del entorno familiar, de su existencia o de su falta 

• Conocimiento y adaptación a las características culturales de la población estudiantil 

según su lugar de origen. 

• Reconocimiento y respeto por las identidades culturales diversas presentes en la 

escuela. 

 

 

Campo: Adaptabilidad de la educación para población en situaciones de emergencia 

• Garantía de seguridad física, cognitiva y socioafectiva para niñas y niños en situaciones de 

emergencia. 
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CAPÍTULO 3: LA ACEPTABILIDAD Y LA ADAPTABILIDAD DE LA 

EDUCACIÓN Y LA NIÑEZ  VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO 

 

El tema de la educación como derecho en contextos de conflicto armado y en particular 

relacionado con las niñas, niños y adolescentes víctimas de éste, tiene incipientes 

desarrollos descriptivos y conceptuales.  Mucho menos en lo que se refiere a los 

componentes de aceptabilidad y adaptabilidad de la educación para esta particular 

población. 

 

Las dificultades que tienen que sortear los estudiantes para acceder a la escuela en zonas de 

conflicto armado, la deserción escolar, los obstáculos que encuentra la población 

desplazada para intentar nuevamente el ingreso a la escuela o para ser aceptada, reconocida 

y respetada en los nuevos entornos educativos cuando se accede a ellos, el ausentismo o 

inasistencia escolar por parte de la población infantil y adolescente desplazada debido a la 

necesidad de trabajar o de conseguir recursos económicos para la sobrevivencia; son, entre 

otros, aspectos relacionados con la garantía del derecho a la educación en los componentes 

de asequibilidad y accesibilidad y sobre los cuales versa en términos generales la 

producción investigativa y de conocimiento para la ciudad y el país. 

 

Algunos de los estudios que se han aproximado al tema de los niños, niñas y adolescentes 

desvinculados de los grupos armados, muy poco hacen referencia al derecho a la educación. 

Se han elaborado algunas propuestas educativas para  orientar la labor de educadores, 
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líderes sociales, padres y madres de familia con esta población. Una de las propuestas ha 

sido elaborada por la Coalición contra la vinculación de niños, niñas y jóvenes al conflicto 

armado en Colombia titulada “¡Una escuela para aprender, jugar y vivir!”13, otra, dirigida al 

trabajo en las instituciones educativas, ha sido elaborada por el Ministerio de Educación 

Nacional y que se conoce como: “Para niñas, niños y jóvenes en medio del conflicto 

armado ¡una escuela de oportunidades!”14

NIÑAS Y NIÑOS VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO 

 

 

Dado la dificultad evidente para encontrar perspectivas conceptuales que articulen el tema 

del derecho a la educación, y en particular los componentes de aceptabilidad y 

adaptabilidad, con la niñez y adolescencia víctima del conflicto armado, el reto 

investigativo ha estado en la vía de aproximar hipótesis o interpretaciones en este sentido, 

teniendo como punto de partida las definiciones existentes sobre el derecho a la educación 

y las condiciones particulares que enfrentan en la escuela y en los procesos educativos las 

niños, los niños y adolescentes que han sido víctimas, de muchas maneras, del conflicto 

armado.  

 

 

Para efectos de esta investigación se asume como niñas y niños a la población comprendida 

entre los 0 y los 12 años y como adolescentes a las personas entre 12 y 18 años de edad, 
                                                 
13 Romero, Amanda y otros. ¡Una escuela para aprender, jugar y vivir! Manual para apoyar a los niños y 
niñas escolares en situaciones de conflicto violento. (2008). Bogotá: Coalición contra la vinculación de niños, 
niñas y jóvenes al conflicto armado en Colombia – COALICO. 
14 Carvajal Salcedo, María Elvira y Vargas Guevara, Claudia Liliana. (2004). Para niñas, niños y jóvenes en 
medio del conflicto armado ¡una escuela de oportunidades! Bogotá: Ministerio de Educación Nacional. 
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según lo establecido jurídicamente en el Código de la Infancia y la Adolescencia de 2006. 

La definición es fundamentalmente operacional en la medida en que se ha optado por una 

interpretación del derecho a la educación que surge del marco jurídico internacional y 

nacional, sin perjuicio de que pueda problematizarse y revisarse en el discurrir de la 

investigación esta opción metodológica y conceptual. De entrada debe decirse que la 

población objetivo del estudio se adscribe fundamentalmente al rango de edad comprendido 

entre los 6 y los 18 años de edad en tanto es esta población la que mayoritariamente asiste a 

la educación básica primaria, básica secundaria y media y se adscribe en un ámbito 

institucional como las instituciones educativas. 

 

La especificidad de la población objetivo de la investigación dentro de la población general 

aludida, es aquella que de muchas maneras se ha constituido en víctima del conflicto 

armado en Colombia, el cual tiene desenvolvimientos distintos en el campo, en la ciudad, 

en los barrios, en la escuela. Debe señalarse acá que existe actualmente una demanda por 

parte de actores académicos, políticos y sociales para que se reconozca la calidad de 

víctimas a las niñas y niños, y se pueda dar cuenta de la especificidad de los impactos y 

efectos de la guerra en ellos. Así pues que aunque hayamos optado por la idea de niñas y 

niños víctimas, este campo de análisis está por desarrollarse y profundizarse mucho más.  

 

Estudios e informes sobre las niñas y niños en contextos de conflicto armado, los han 

reconocido como víctimas para reconocer sus derechos en situaciones de guerra (Ruíz y 

Hernández, 2008) en tanto “el contexto en que viven, las características del ciclo vital 

asociadas al derecho a cuidados y asistencia especiales, el desarrollo de sus potencialidades 
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y capacidades, y la construcción paulatina de autonomía e identidad; aunado a la necesidad 

de señalar la responsabilidad de los actores del conflicto armado (Estado y grupos armados 

ilegales)”  

 

De todas formas no se halla una aproximación conceptual sobre la niñez víctima del 

conflicto armado. La mayor parte de la documentación en que se aborda este asunto la 

constituyen informes producidos por Organizaciones No Gubernamentales, redes de acción 

social por la desvinculación de las niñas y los niños de la guerra y Organismos 

Multilaterales de carácter político, como las Naciones Unidas. Los vacíos que se tienen en 

las precisiones conceptuales, jurídicas y políticas respecto a la niñez víctima del conflicto 

armado tienen como consecuencia que determinadas vulneraciones y violaciones de los 

derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes no puedan ser objeto de juzgamiento y 

responsabilización penal a actores armados legales e ilegales; además tiene efectos en la 

visibilización pública y mediática de la condición de víctima de la niñez y la adolescencia  

(Ruíz y Hernández, 2008) 

 

Habiendo limitaciones para la aproximación conceptual, es evidente que se describen 

hechos, situaciones y experiencias que padecen y enfrentan las niñas, niños y adolescentes 

en contextos de conflicto armado y que pueden configurar una condición de víctimas. En 

esta medida,  la contundencia de los hechos demuestra que niñas, niños y adolescentes han 

sido lastimados, dañados, maltratados y vulnerados en el marco del Derecho Internacional 

Humanitario y en muchos de sus derechos humanos por los actores y protagonistas de la 

guerra; por lo que se constituyen en víctimas del conflicto armado. 
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En términos generales, la información que destaca la situación de la niñez y la adolescencia 

en el conflicto armado, bien sea como parte comprometida con los actores armados o como 

víctimas de sus actuaciones, enfatizan en una descripción de hechos, experiencias y 

situaciones que tienen que enfrentar las niñas, niños y adolescentes en contextos de guerra 

y en la violación o vulneración de derechos de la que son objeto.  

 

El Informe Alterno a la Representante Especial del Secretario General de Naciones Unidas 

para la cuestión de los niños y los conflictos armados, elaborado por la Coalición contra la 

vinculación de niños, niñas y jóvenes al conflicto armado en Colombia (2007), ofrece un 

panorama bastante amplio de los casos de violación de los derechos humanos de las niñas, 

niños y adolescentes que habitan en zonas donde los actores armados se confrontan y  

presenta de manera detallada la complejidad de la condición de víctima de la infancia y la 

adolescencia en Colombia: 

 

1. 

 

Violaciones contra el derecho a la vida y a la integridad personal 

1.1 Violaciones e infracciones contra el derecho a la vida: homicidios y desapariciones 

forzadas 

 

• Ejecuciones extrajudiciales cometidas por miembros de la Fuerza Pública 
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• Ejecuciones extrajudiciales contra niños presentados como muertos en combate 

por la Fuerza Pública 

• Atentados contra la vida de niños y niñas en virtud de su parentesco con 

personas señaladas por el perpetrador de ser partícipes en el conflicto armado, o 

casos en los cuales los niños y niñas son utilizados para amedrentar a sus 

familiares debido a las actividades en las cuales se desempeñan. 

• Homicidios de niñas y niños causados por la utilización de armas prohibidas por 

el Derecho Internacional Humanitario o por la realización de ataques 

indiscriminados por parte de grupos que participan directamente en las 

hostilidades. 

• Homicidios de niños y niñas socialmente marginados 

• Muerte de niñas y niños en medio del fuego cruzado 

• Muerte de niñas y niños debido a la violación del cese de hostilidades por 

grupos paramilitares 

 

1.2 Violaciones e infracciones contra el derecho a la integridad personal 

 

• Niñas y niños heridos y mutilados debido a la utilización de armas prohibidas por el 

Derecho Internacional Humanitario 

• Niñas y niños heridos en medio del fuego cruzado 

• Torturas, tratos y penas crueles e inhumanos y degradantes 
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2. 

 

Atentados contra la libertad personal 

2.1 Toma de rehenes 

2.2 Detenciones arbitrarias 

2.3 Coacción ilegal 

 

3. 

 

Vinculación de niñas y niños a fuerzas de seguridad del estado y a grupos armados 

que participan en hostilidades 

3.1 Vinculación directa a grupos armados que participan en las hostilidades 

3.2 Vinculación indirecta: actividades de inteligencia, campañas cívico-militares, de 

integración y otras de carácter militar. 

3.3 Desvinculación de niñas y niños del conflicto armado 

 

4. 

 

Ocupación y ataques a bienes civiles 

4.1 Las escuelas son utilizadas como campo de batalla 

4.2 El ataque y la utilización de otros bienes civiles ponen en riesgo a las niñas y niños 

 

5. 

 

Violaciones e infracciones del derecho a la libertad sexual 

5.1 La violencia de género en contra de las jóvenes y niñas se ha hecho habitual en el 

marco del conflicto armado 
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5.2 El conflicto ha incrementado el riesgo para las niñas y adolescentes de ser víctimas 

de diferentes formas de violencia de género 

5.3 Las guerrillas, los paramilitares y la fuerza pública continúan cometiendo actos de 

violencia de género en contra de las jóvenes y niñas 

5.4 Las amenazas de violencia de género son utilizadas como instrumento para 

intimidar e impartir terror a las comunidades 

5.5 La situación de conflicto armado ha propiciado la trata y explotación sexual de 

niñas y mujeres jóvenes  

5.6 Las niñas vinculadas a las filas de las guerrillas o los grupos paramilitares son 

víctimas de violencia de género 

5.7 La salvaguarda de siete años del Estatuto de Roma y la legislación interna aplicable 

al tema, generan condiciones para que crímenes de violencia de género queden en la 

impunidad 

 

6. 

 

Bloqueo de suministros y servicios básicos 

6.1 Los bloqueos a las comunidades han sido una práctica recurrente por parte de los 

grupos armados que toman parte en las hostilidades 

6.2 Las misiones humanitarias han sido amenazadas y atacadas por los grupos armados 

que toman parte en las hostilidades 

6.3 La militarización de los territorios de las comunidades ha afectado el 

aprovisionamiento para la subsistencia de las mismas 
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6.4 Las fumigaciones aéreas por parte del Estado de los cultivos destinados para usos 

ilícitos ha tenido un grave impacto en las comunidades 

 

7. 

 

Tendencias generales en las problemáticas que enfrenta la población desplazada, incluida la 

infantil: 

 

Desplazamiento forzado 

7.1 Alto número de niños y niñas han sido desplazados como consecuencia de los 

ataques de los grupos guerrilleros y paramilitares contra la población civil y de las 

operaciones de la fuerza pública que en muchas oportunidades violan los derechos 

humanos de la población e infringen el derecho humanitario 

7.2 Las dificultades que enfrentan las víctimas de desplazamiento para acceder a la 

asistencia gubernamental afecta especialmente a los niños: 

 

• Dificultades para el proceso de rendición de la declaración de desplazados 

• Demoras en la recepción de la asistencia humanitaria de emergencia luego de la 

inscripción en el Registro Único de Población Desplazada 

• Dificultades para el acceso a otros programas públicos de atención. 

• Alto índice de subregistro de la población desplazada afecta a los niños porque 

no pueden acceder a determinados programas sociales. 
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7.3 La inexistencia de programas especiales para atender las necesidades específicas de 

las niñas y los niños desplazados: asistencia humanitaria de emergencia, salud, 

educación, unificación familiar.  

7.4 La insuficiente atención a la protección física de los niños y niñas desplazados y a 

su necesidad de atención psicosocial para superar el trauma del desplazamiento 

7.5 Los retornos promovidos por las autoridades que carecen de condiciones de 

voluntariedad, seguridad y dignidad. Carecen de programas especiales para niñas y 

niños en el lugar de origen, no aseguran la unidad familiar y no cuentan con 

acciones específicas dirigidas a prevenir el reclutamiento forzado y el 

involucramiento de niñas y niños en hostilidades. 

7.6 Restricciones de movilidad y transporte de víveres y personas por parte de la Fuerza 

Pública, grupos paramilitares y guerrillas. 

7.7 La distribución de la atención humanitaria de emergencia por parte de la fuerza 

Pública aumenta el riesgo para las comunidades beneficiarias de esta ayuda. 

7.8 Demora excesiva para el acceso a la atención humanitaria de emergencia en 

desplazamientos familiares 

 

 

Tendencias específicas en las problemáticas de la población infantil desplazada: 

• Inseguridad alimentaria: malnutrición crónica de los niños y niñas desplazados 

• Inexistencia de asistencia psicosocial para superar el trauma del desplazamiento 
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• Inexistencia de programas de salud reproductiva para niñas desplazadas y de 

medidas de protección contra el abuso sexual 

• No existen programas educativos especiales, los desplazados deben buscar cupo en 

los programas regulares, limitado acceso al sistema escolar y baja tasa de 

escolaridad. 

• Ausencia de condiciones para la permanencia en el sistema educativo: entre 12 y 17 

años en muchos casos deben abandonar sus estudios para generar ingresos del 

hogar. 

• Ausencia de maestros en escuelas rurales en zonas de conflicto 

 

Otra forma en que niñas, niños y adolescentes son victimizados es obligándoles a hacer 

parte del conflicto armado como agentes o protagonistas (reclutamiento forzoso o 

vinculación), participando en diferentes funciones dentro de las estructuras o modus 

operandi de los actores armados legales e ilegales. En muchos casos no hay obligación o 

coacción directa del actor armado, pero circunstancias difíciles del entorno sociocultural y 

económico los llevan a optar por la vinculación a un grupo armado, por ejemplo: búsquedas 

identitarias relacionadas con la lucha por el reconocimiento, condiciones socioeconómicas 

difíciles, situaciones familiares oprobiosas o adversas como maltrato, abandono o abuso 

sexual y circunstancias afectivas como enamoramientos, lealtades familiares o de amistad 

(Ruíz y Hernández, 2008).  
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Los estudios, investigaciones e informes oficiales producidos sobre la situación de las 

niñas, niños y adolescentes víctimas del conflicto armado, presentan fundamentalmente 

descripciones generales sobre los casos de afectación y victimización por la presencia, 

acción y confrontación de los actores armados en los contextos donde hacen presencia. 

Mucha de la información conocida hace referencia a la población infantil, adolescente y 

juvenil que ha sido reclutada o que se ha vinculado a la guerra. Pero sobre la condición de 

víctimas en razón de las numerosas formas en que se agrede y vulnera a dicha población, la 

información es escasa y centrada en la descripción de los hechos.   

 

Para las pretensiones de la investigación, este mapa de afectaciones o casos de 

victimización de la población infantil contribuye a entender el sentido de una pregunta por 

la calidad y pertinencia de la educación que se ofrece a las niñas, niños y adolescentes, que 

van a la escuela después de haber sufrido cualquier tipo de vejaciones a su dignidad y 

derechos por los actores armados. ¿Cómo sería una educación aceptable y adaptable para la 

población infantil y adolescente que tiene profundas afectaciones por causa de las muchas 

violencias ocasionadas por los actores armados? ¿Deberá tener la escuela un cuidado 

especial con esta población? ¿Cómo tratar con la memoria y los recuerdos de estos niños y 

niñas? ¿El proyecto educativo deberá repensarse en virtud del reconocimiento de la 

condición de víctimas de franjas generacionales infantiles y juveniles que asisten hoy a la 

escuela? ¿Es suficiente la idea de calidad educativa que hoy predomina y es hegemónica en 

las políticas educativas para incluir las características y particularidades de la niñez víctima 

del conflicto armado?  

 



 75 

LA INFANCIA VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO Y SU DERECHO A LA 

EDUCACIÓN 

 

Los componentes de aceptabilidad y adaptabilidad, si bien no en estos mismo términos, han 

sido abordados por el Relator Especial sobre el Derecho a la educación en su Informe sobre 

el Derecho a la Educación en Situaciones de Emergencia15

• El relator parte de cuestionar fuertemente una tendencia global dominante que 

enfatiza en la lógica economicista de la educación, en tanto se le ve sólo como un 

“instrumento para el funcionamiento del mercado”. En esta medida estaría tomando 

distancia de quienes conciben la calidad de la educación exclusivamente desde las 

adecuadas propiedades de la misma para desarrollar capacidades y competencias en 

los individuos que les permita integrarse eficazmente al mercado.  

 (2008), aportando a una lectura 

específica de una educación aceptable y adaptable para niñas y niños víctimas de conflictos 

armados.  Estos serían, desde un punto de vista, algunos de los aspectos que tocan 

directamente con el componente citado: 

 

• Se refiere a tres tipos de seguridades que debe ofrecer la escuela, y que, desde 

nuestro punto de vista, constituyen elementos que harían parte de una idea de 

calidad educativa: seguridad física, seguridad cognitiva y seguridad socioafectiva. 

Estas seguridades, en caso de garantizarse, brindaría a las niñas y niños víctimas del 

conflicto condiciones para el aprendizaje, apoyo a quienes estén afectados 

                                                 
15 La educación en situaciones de emergencias busca proteger y promover oportunidades educativas para 
personas afectadas por conflictos armados o desastres naturales.  
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psicológicamente y proporcionaría herramientas a los sujetos para contribuir a la 

superación de las crisis y a la construcción de lazos sociales.  

• La educación ofrecida debe hacerse “sin interrupciones y en condiciones que 

conduzcan a la construcción del conocimiento y de la personalidad”. En este sentido 

una educación aceptable y adaptable garantiza permanencia constante en el sistema 

educativo y es propicia a la generación de conocimiento, no sólo a su adopción o 

repetición, así como propicia a la configuración de la identidad subjetiva. En una 

palabra, una educación aceptable en contextos de conflicto armado o para niños y 

niñas que han sido víctimas, sería una oportunidad de reparación moral y de 

fortalecimiento de las estructuras cognitiva, psicoafectiva y psicosocial. 

• Dice el Relator que aprender es el “proceso mediante el cual las personas se 

comunican, proponen sus ideas y las llevan a cabo…” En esta medida una 

educación aceptable para niñas y  niños víctimas del conflicto armado es aquella 

que les permita desarrollar su potencial tanto cognitivo como creativo y les otorgue 

capacidades para realizar sus propios proyectos; en contravía de la idea dominante 

hoy de calidad donde subyace un desinterés por las iniciativas autónomas de 

construcción de opciones de vida, de proyectos de vida, de subjetividades, que no 

tengan que circunscribirse a la ruta preescrita que dicta sólo como posibilidad la 

dedicación de la potencia personal a los intereses corporativos de otros. 

• Una educación aceptable para niñas y niños víctimas del conflicto armado o para 

niñas y niños en contextos de conflicto armado se constituye en un atenuante de los 

riesgos o en un factor protector contra “la explotación, el daño, incluyendo el 
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secuestro, el reclutamiento de niños por parte de grupos armados y la violencia 

sexual y de género”.  No es explícito el Relator para señalar qué tipo de educación o 

qué condiciones educativas atenuarían los diferentes riesgos señalados, pero se 

infiere que el sentido de una educación aceptable en tales circunstancias es el 

señalado o más concretamente, una educación aceptable es protectora de la niñez. 

• Interpretando el informe en mención, una educación es aceptable en contextos de 

conflicto armado si ofrece capacitación para prevenir los riesgos de daño por minas 

antipersonales, enfermedades de transmisión sexual, mecanismos de resolución de 

conflictos y construcción de la paz. Es decir, una educación que habilita a los 

sujetos para protegerse dentro de la guerra respecto de las armas y las prácticas 

sexuales; una educación que forma en el tratamiento de los conflictos y en prácticas 

de convivencia pacífica.  

• En correspondencia con una crítica a una perspectiva dominante de la educación en 

función del mercado, el Relator propone “prestar especial atención a los verdaderos 

objetivos de la educación interpretados por el Comité de los Derechos del Niño”.  

Interpretando el texto, estaría asumiendo que una educación aceptable para niñas y 

niños víctimas del conflicto armado va más allá de la escolarización formal, es 

decir, no se enfocaría sólo en la escuela para adentrarse en la amplitud de las 

experiencias vitales y buscaría que niñas y niños desarrollaran “sus personalidades, 

talentos y habilidades para vivir una vida plena y satisfactoria dentro de la 

sociedad”, no se refiere ni al desarrollo de competencias para una vida productiva, 

ni al desarrollo de habilidades para el trabajo.  
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• Una cuestión central, que orientaría una perspectiva coherente con la garantía del 

derecho en términos de aceptabilidad, es la recomendación del Relator para los 

diseños curriculares: “En las situaciones de conflicto y posconflicto, el nuevo 

desarrollo curricular que se requiere debe estar influido por un análisis detallado y 

la comprensión del papel desempeñado por el sistema educativo anterior, de manera 

que la emergencia misma pueda constituirse en una oportunidad para el cambio 

cualitativo.  En otras palabras, el contexto de cada emergencia debe influir en el 

enfoque pedagógico de la actividad escolar en especial, y de los procesos de 

reconstrucción social en general.” 

• Por último, sugiere el Relator que un currículo pertinente en situaciones de 

emergencia y por fuera de ellas contempla la formación de una personalidad 

respetuosa de los derechos humanos, en concordancia con lo establecido en el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

 

Este informe nos permitirá insistir en algunas propuestas y demandas a la sociedad y el 

Estado en perspectiva de buscar la garantía plena del derecho a la educación, así mismo 

clarificar en alguna medida las especificidades del derecho para la población infantil 

víctima de conflicto armado.  Del informe del Relator Especial (Naciones Unidas, 2008) 

puede inferirse un marco de violaciones o vulneraciones del derecho fundamental a 

educarse que tienen niñas y niños en contextos de guerra. Entre muchas de las 

observaciones formuladas se quiere destacar las siguientes, que sirven a su vez de derrotero 

guía para comprender y argumentar que todavía se está distante en la ciudad de Medellín y 
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en el país de brindar las condiciones necesarias, suficientes y pertinentes para que la 

población infantil víctima acceda al conocimiento y a las oportunidades que brindaría una 

oferta educativa aceptable, adaptable y consecuente con las búsquedas y potencias de los 

sujetos: 

 

• Debido a los conflictos armados la educación es interrumpida, postergada o negada, 

y puede serlo durante el conflicto o posterior a éste en una etapa de disminución o 

cambio de escenario de las confrontaciones, o de intento de reparación a las 

víctimas. 

• Se considera como componentes del derecho a la educación la seguridad física, 

cognitiva y socioafectiva que debe ofrecer la escuela a las niñas y niños. Así mismo 

es parte del derecho el que la educación no sea interrumpida y que conduzca a la 

construcción del conocimiento y la personalidad.  

• Dice el Relator que “más allá del imperativo de los derechos humanos, la educación 

también hace posible la protección física, psicosocial y cognitiva que puede salvar y 

mantener vidas” (Naciones Unidas, 2008). En este sentido puede en sí misma ser un 

factor que contribuye a atenuar el impacto psicosocial de los conflictos. Es decir que 

aunque una institución educativa no brindase condiciones y oportunidades para la 

atención psicosocial especializada, para el Relator Especial, el hecho de que un niño 

o niña se encuentren estudiando les proveerá de entrada de unas posibilidades de 

atenuación de efectos negativos de la guerra en su estructura psicosocial. Este 

supuesto puede relativizarse y confrontarse en tanto que la mera asistencia a una 
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experiencia educativa no provee en muchos casos de la voluntad suficiente para que 

niñas y niños quieran permanecer en la escuela, se encuentran experiencias en las 

que víctimas del conflicto armado han desertado de la institución educativa debido a 

que la estructura y maneras internas de dicha organización social no se acomodan a 

sus parámetros y campo de significados sociales. 

• El informe del Relator apela a la Convención de los Derechos del Niño para indicar 

que “debe prestarse especial atención a los verdaderos objetivos de la educación, 

interpretados por el Comité sobre los Derechos del Niño como metas que 

trascienden la mera escolarización formal, para abrazar el amplio rango de 

experiencias de vida y de un aprendizaje que les permita a niños y niñas, individual 

y colectivamente considerados, desarrollar sus personalidades, talentos y 

habilidades para vivir una vida plena y satisfactoria dentro de la sociedad.” En este 

sentido se podría inferir una visión de la calidad de la educación o de la condición 

de aceptabilidad del derecho. 

• El Relator ratifica que inevitablemente los conflictos armados contribuyen  a la 

vulneración del derecho a una educación gratuita, obligatoria, pertinente y de 

calidad, especialmente en los niños y niñas que viven en las áreas afectadas. 

 

Otro documento importante que sirve como base jurídica para analizar la garantía del 

derecho a la educación en Colombia de la población víctima del conflicto armado es el 

Auto 251 de octubre 6 de 2008 de la Corte Constitucional. Esta norma demanda acciones 

y responsabilidades específicas al gobierno nacional para atender a la población desplazada 
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y en particular a niñas y niños víctimas de la guerra. Entre otros aspectos el Auto 251 

señala: 

 

1. En Colombia es evidente la vulneración sistemática de los derechos humanos de las 

niñas y los niños desplazados y víctimas del conflicto armado.  

 

El derecho a la educación es uno entre otros derechos fundamentales que no les son 

garantizados a las víctimas. La Corte Constitucional plantea que existe una situación grave 

y sistemática de violación de los derechos humanos de la población infantil desplazada. 

 

2. Las políticas y programas existentes que cubren con beneficios y atención específica a 

la niñez desplazada carecen de un enfoque diferencial que reconozca y opere sobre las 

necesidades y condiciones específicas de dicha población. 

 

Al abordar el tipo de políticas educativas existentes en la ciudad de Medellín  para las niñas 

y niños desplazados encontramos que no van más allá de las consideraciones que se tienen 

para otra población de infantes en condiciones también de vulnerabilidad o para todos los 

infantes como titulares de derechos fundamentales.  Las políticas educativas están 

focalizadas fundamentalmente a garantizar la disponibilidad de cupos en las escuelas y el 

acceso totalmente gratuito, sin requisitos que impliquen la entrega de documentación de 

ninguna clase por parte de la población desplazada. Las dificultades y limitaciones que se 

presentan con algunos de los niños y niñas en relación con el aprendizaje, con los 

comportamientos o la convivencia,  se tramitan a través de los mecanismos o programas 
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existentes para atender a la población con Necesidades Educativas Especiales, en el mejor 

de los casos, en otros simplemente no hay oferta de ningún tipo para enfrentar estas 

situaciones. 

 

3. La Corte Constitucional identifica seis riesgos especiales y vulnerabilidades específicas 

de las niñas y niños desplazados: 

 

• De ser víctimas de crímenes individual y deliberadamente cometidos contra su 

vida e integridad personal por los actores armados. 

• De ser víctimas de reclutamiento forzado por los grupos armados ilegales. 

• De ser víctimas inusitadamente frecuentes de minas antipersonal y material 

bélico sin explotar. 

• De ser incorporados a los comercios ilícitos que soportan a los grupos armados 

ilegales. 

• De ser víctimas de los alarmantes patrones de violencia sexual contra niñas y 

adolescentes –y también contra niños-. 

• De soportar las estrategias de control social de los grupos armados ilegales que 

operan en amplias zonas del país, las cuales llevan implícitas pautas de control 

que restringen y ponen en riesgo a los menores de 18 años-. (Corte 

Constitucional, 2008) 
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Podrían enumerarse muchos más riesgos, y no sólo riesgos sino hechos y factores de 

victimización de las niñas y niños que viven en contextos de conflicto armado e interactúan 

de alguna manera con actores armados; pero acá se quiere destacar la caracterización que 

hace la Corte Constitucional de los posibles hechos que ponen en riesgo a la niñez e inferir 

de allí circunstancias de vida, experiencias, vivencias, que pueden haberle ocurrido a otras 

niñas u otros niños no desplazados, así como riesgos que convertidos en hechos y 

experiencias pasadas van a la escuela y se mezclan con el conjunto de historias que 

aparentemente no han sido atravesadas por la guerra de la misma manera.  

 

Aunque la intención de la Corte puede ser la de sustentar la necesidad de atención 

inmediata a esta población, para efectos de la investigación nos contribuye a preguntar por 

el tipo de intervención y atención que puede hacer el sistema educativo ante esta diversidad 

de riesgos, pero no sólo de riesgos sino de situaciones que llegan a la escuela como pasado, 

como acontecimiento que deviene.  Cualquiera de los riesgos mencionados puede ser un 

caso de victimización y generar secuelas o efectos de distinto orden en la psiquis y la vida 

de niñas y niños.  De allí que aunque la condición de desplazado contenga múltiples 

violaciones de derechos o múltiples formas de afectación de la dignidad humana, el carácter 

de víctima podría constituirse a partir de uno de los riesgos formulados al momento de 

volverse hecho. 

 

4. La Corte Constitucional también avanzó en la enumeración de impactos diferenciados 

por el desplazamiento, contribuyendo a comprender mucho más la complejidad de la 
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condición de víctimas en el caso de las niñas y los niños. Estos son los problemas que 

identificó la Corte que afectan a la población infantil desplazada: 

 

• Problemas graves de desprotección frente a diversos riesgos y peligros que 

amenazan directamente sus derechos en las esferas del maltrato; la violencia; la 

explotación; la trata; la mendicidad y la vida en la calle; la utilización en comercios 

ilícitos; el control social por los actores armados ilegales; y la presencia de pandillas 

y grupos delincuenciales en sus lugares de asentamiento. 

• Problemas graves de hambre y desnutrición 

• Problemas graves y mayormente prevenibles en el campo de la salud, derivados 

tanto de los problemas de alimentación que sufren, como de sus condiciones 

insalubres de existencia y de la precariedad en la respuesta estatal  

• Problemas graves en el campo de la educación, principalmente en los ámbitos de 

cobertura y acceso, permanencia, flexibilidad y adaptabilidad del sistema.  

• Problemas graves de índole  psicosocial 

• Problemas graves en el campo de la recreación 

• Problemas graves en los campos de la capacidad de participación y de organización 

• Problemas graves en el ejercicio de sus derechos como víctimas particularmente 

indefensas del conflicto armado y del delito. 

 

Una limitación en el análisis e interpretación de la situación del derecho a la educación de 

niñas y niños víctimas del conflicto armado la ofrece la realidad de los múltiples impactos 
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en la vida individual y social de la población infantil, pues una perspectiva centrada sólo en 

la garantía del derecho a la educación se queda corta si no reconoce la necesidad de la 

simultaneidad en la garantía de otros derechos fundamentales, configurándose una relación 

de dependencia entre la realización de unos derechos para que otros puedan también 

realizarse. Ello no implica que sobre la realización del derecho a la educación en sí mismo 

no pueda proponerse y hacerse nada, pues el campo de oportunidades y posibilidades de 

resurgimiento y potenciación de las víctimas del conflicto se cerraría mucho más. 

 

La Corte Constitucional caracteriza como problemas principales en la educación los 

aspectos de la cobertura, el acceso, la permanencia, la flexibilidad y adaptabilidad sistema, 

si se quiere, está refiriendo que en todos los componentes del derecho a la educación hay 

problemas, incumplimientos y no garantías. Va entonces mucho más allá que una 

concepción de garantía del derecho como garantía del cupo o de la gratuidad en la 

matrícula o costos académicos, resalta aspectos relativos a la aceptabilidad y la pertinencia 

de la educación para esta población.  En esta medida coloca un reto a la formulación de 

políticas educativas para que sean diferenciadas en virtud de la particularidad de la 

población. 

 

Sobre los problemas que impactan a la niñez víctima del conflicto, podría decirse también 

que plantean de una u otra forma retos al sistema educativo en tanto este podría contribuir, 

aunque fuese de manera parcial, a la garantía o realización de otros derechos, como por 

ejemplo: a la participación y organización, al libre desarrollo de la personalidad, a la 

recreación, al buen trato y la protección, entre otros. Así mismo el sistema educativo 
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contribuiría a amortiguar los mayores impactos en la población infantil en la medida en que 

se comprometiera a formar e informar sobre los derechos humanos, la verdad, la justicia y 

la reparación y la memoria histórica de las víctimas. 

 

5. Otro aporte significativo de la Corte Constitucional, a través del Auto 251 de octubre 6 

de 2008, fue el de identificar dentro de la población víctima de desplazamiento ciertas 

condiciones especiales o ámbitos críticos que llevan a una mayor intensidad y 

profundidad de los problemas que tienen que enfrentar. Sobre las siguientes poblaciones 

propone todavía más atención en la medida de su mayor vulnerabilidad: 

 

• La población que se encuentra en la etapa de emergencia del desplazamiento 

forzado. 

• La población que abarca la primera infancia, 0 a 6 años. 

• La población que se encuentra en la adolescencia 

• Las niñas y las adolescentes desplazadas. 

• Los niños, niñas y adolescentes pertenecientes a grupos étnicos -indígenas o 

afrodescendientes- desplazados  

• Los menores de edad con discapacidad en situación de desplazamiento 

 

Estas características específicas de la población desplazada implicarían que tanto las 

políticas educativas que se diseñen como las ofertas educativas de las instituciones las 

considerasen para una mayor coherencia con el componente de adaptabilidad del derecho a 
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la educación. ¿Qué tipo de enfoques, concepciones, criterios metodológicos, pedagógicos, 

pautas en la interacción de los actores educativos demandaría la consideración de dichas 

particularidades? Este es uno de los grandes retos que se tienen para la garantía plena del 

derecho a la educación de las víctimas del conflicto armado. 

 

6. Por último, la Corte Constitucional hace un llamado preciso a trascender el discurso 

normativo hacia la concreción en la vida de la población desplazada de la legislación 

que les es favorable para el reconocimiento y garantía de sus derechos.  A su vez 

describe las razones que han conducido a que se den respuestas insuficientes y poco 

efectivas a las necesidades de las víctimas, explicaciones que se verifican en la realidad 

de las políticas educativas locales. Plantea la Corte: 

 

“Es necesario asegurar que las garantías constitucionales de la infancia y adolescencia en 

situación de desplazamiento trasciendan el ámbito del lenguaje normativo, para permear 

la realidad y materializar, en la vida cotidiana de estos niños, niñas y adolescentes, los 

diversos reconocimientos y salvaguardas jurídicos de los que son titulares y que hasta 

ahora, por diversas y complejas razones, no han recibido la valoración ni tenido la 

trascendencia que constitucionalmente merecen”. 

 

Es posible ampliar el espectro de hechos o situaciones de las que la población infantil ha 

sido y es víctima de los actores armados, en tanto se considera que cualquier circunstancia 

agresora de su tranquilidad y bienestar la ha sometido o la somete a posibles efectos de 

orden psicosocial, comportamental, en la salud  mental y en las expectativas de vida, y por 
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lo tanto con eventuales consecuencias para la experiencia educativa, de formación y 

apropiación de conocimiento en la escuela. 

  

Describir o por lo menos indicar los hechos de victimización se requiere para comprender 

el significado de tales circunstancias en la garantía del derecho a la educación en todos sus 

componentes, de tal forma que se aporta también a trascender la mirada del derecho de las 

víctimas centrada en las oportunidades que se ofrecen para el acceso a la escuela y a 

incursionar en las profundidades de los significados del derecho en la cotidianidad escolar.  

 

De manera resumida entre las numerosas maneras como niñas y niños han sido víctimas del 

conflicto armado pueden enunciarse las siguientes, teniendo siempre presente que tales 

afectaciones pueden tener una manifestación o consecuencia directa sobre la experiencia 

educativa: 

 

• Violencia sexual y de género, prostitución, embarazos a temprana edad, 

discriminación y abuso sexual, desnudez forzada. 

• Control y vigilancia sobre los cuerpos, atentados contra la dignidad personal, 

retenciones arbitrarias 

• Uso de niñas y niños en actividades de inteligencia y de información o 

contrainformación 

• Homicidios de niñas y niños 

• La vivencia de homicidios, masacres, torturas 
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• Estar presentes en situaciones de amenaza contra su vida y la de sus familias 

• El ser objetos de torturas, toma de rehenes 

• Daños físicos y psicológicos por heridas, atentados y exposición a minas 

antipersonales. 

• La experiencia de la huida y el desprendimiento de sus espacios vitales 

• Desplazamiento forzado y la itinerancia por lugares diferentes dentro de la ciudad 

entre tanto se instalan de manera permanente. 

• Discriminación y maltrato por condición de desplazados en los lugares de llegada o 

recepción 

• Daños físicos y psicológicos 

• Discriminación por condición de género, etnia o edad. 

• Ser objetos de reclutamiento forzado a cualquier actor armado 

• Ser hijo o hija de padres o madres vinculadas o desvinculados de actores armados. 

 

¿Qué hace entonces la escuela con las víctimas que llegan? En pocas palabras, muy poco, 

pues ni los reconoce, ni está preparada para asumir el reto de incluirlas. La investigación 

realizada por la Fundación Universitaria Luis Amigó (Ghiso, Velásquez, Tabares, 

Castrillón, Zuleta, Macías, Gaviria, 2005), centrada en reconocer la experiencia del 

encuentro o desencuentro de la población estudiantil desplazada con la escuela, descubre 

otra serie de situaciones difíciles que tiene que padecer esta población en el ámbito escolar 

y en otros ámbitos de interacción social: 
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• Se enfrenta a transformaciones radicales en sus estilos de vida, sus modos de 

pensar, decir y actuar, sus identidades, imaginarios y significados respecto al 

territorio.  

• Se derrumban sentidos construidos sobre la vida personal y colectiva.  

• Se inserta en un nuevo medio social con una realidad diferente y desconocida, 

generándose rupturas en sus construcciones colectivas y recomponiendo su espacio 

de relaciones con el territorio y con los demás sujetos que lo habitan. A veces ese 

medio social es percibido o es efectivamente hostil, agresivo, insensible con el 

sufrimiento que se carga. 

• Se encuentran con respuestas sociales que van desde la solidaridad y la caridad 

hasta la exclusión o el rechazo. 

• Vive situaciones de incertidumbre ante lo desconocido y de temor e indecisión ante 

las nuevas circunstancias.  

• Vivencia pérdidas significativas de diverso orden: 

 

• De los espacios vitales. 

• De los seres queridos. 

• De las pertenencias y sus “señales distintivas”: la ropa, los documentos y sus 

juguetes.  

 

La experiencia de las niñas, niños y adolescentes víctimas del desplazamiento forzado 

contempla tres aspectos característicos:  
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1. Han vivido y visto la guerra 

2. Han sido socializados para sobrevivir en la guerra 

3. Han tenido pérdidas abruptas y significativas. (Ibid.) 

 

Existen una serie de factores que impiden el acceso a educación a niñas y niños 

desplazados: 

 

o Mecanismos administrativos de admisión que terminan siendo excluyentes 

o Actitudes de rechazo y discriminación por parte de docentes, directivos, 

estudiantes o padres y madres de familia 

o Falta de conocimiento de mecanismos de acceso a educación 

o Invisibilización sistemática de su condición de víctimas 

o Diferencias culturales, étnicas, organizativas y económicas 

o Falta de recursos económicos familiares 

 

En la investigación referida, hay un intento significativo por describir una serie de hechos 

que limitan la posibilidad de una educación aceptable y adaptable para la población víctima 

del desplazamiento forzado, aunque no se exprese abiertamente en este sentido. De las 

investigaciones previas revisadas y relacionadas con el tema objetivo del estudio este es el 

único estudio que logra profundizar con mayor detalle en lo que ocurre en la experiencia 

educativa cotidiana con las niñas, niños y adolescentes víctimas del conflicto armado. Se 
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señalan algunos factores que impiden la aceptabilidad y adaptabilidad de la educación 

ofrecida a niñas y niños desplazados: 

 

• “La inhabilitación de la escuela y los docentes para brindar una propuesta educativa 

humana y dignificante, en la que se privilegie la acogida, el respeto a la diferencia, 

la solidaridad y el manejo dialogado de los conflictos” (Ibid.) 

• “La mayoría de los encuentros de los niños desplazados en las escuelas están 

signados por el conflicto, considerado como inherente a las relaciones entre las 

personas; sólo que en esta situación, éste se agudiza y agrava porque se entiende y 

maneja en el marco de un sistema social y económico injusto y desigual”. (Ibid.) 

• “Los conflictos que los niños desplazados enfrentan en su cotidianidad escolar 

tienen que ver principalmente con los sistemas y prácticas de exclusión y 

discriminación que empeoran cuando hacen frente a agresiones, insultos, apodos u 

otra serie de irrespetos que minan su dignidad como personas” (Ibid.) 

• Las diferencias en los desarrollos educativos de los niños desplazados frente a los 

otros que han cursado sus años escolares de manera regular y “normal” crea 

tensiones en el modelo educativo tradicional que tiende a permanecer rígido. (Ibid.) 

 

La misma investigación hace unos aportes interesantes en términos de identificar los 

impactos psicológicos y sociales que puede producir el desplazamiento forzado en la 

población infantil y adolescente. La identificación de dichos impactos contribuye a precisar 

en qué sentido deberá irse adaptando la escuela para hacer un aporte a la atención 
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psicosocial de esta población. En tanto no existe una propuesta para una educación 

adaptable a víctimas del conflicto armado, un punto de partida debe ser el de la 

clarificación de las especificidades y las desventajas configuradas por la afectación del 

conflicto en sus vidas. Es por ello que el estudio en mención hace aportes importantes para 

las pistas que deben seguirse en esta perspectiva. Estos son algunos de los impactos que se 

destacan: 

 

• Afectaciones psicosociales en las niñas, niños y adolescentes desplazados. 

• Desestabilizaciones a nivel psíquico, comunitario, económico, cultural 

• Estigma, rechazo, indiferencia por parte de la comunidad educativa. 

• Tienen que competir con pobladores por acceso a servicios sociales 

• Son vistos, los desplazados, como parte de uno de los bandos en conflicto y como 

fuente de nuevos conflictos 

• Se producen transformaciones radicales en su estilo de vida 

• Ruptura y recomposición multidimensional de su experiencia del territorio. 
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CAPÍTULO 4: NIÑEZ VÍCTIMA EN LA ESCUELA:  

“IGUALES DERECHOS”, NECESIDADES ESPECÍFICAS,  

DERECHO INSUFICIENTE 

 

“En las situaciones de conflicto y posconflicto, el nuevo desarrollo  curricular que 

se requiere debe estar influido por un análisis detallado y la comprensión del papel 

desempeñado por el sistema educativo anterior, de manera que la emergencia 

misma pueda constituirse en una oportunidad para el cambio cualitativo. En otras 

palabras, el contexto de cada emergencia debe influir en el enfoque pedagógico de 

la actividad escolar en especial, y de los procesos de reconstrucción social en 

general.” 

 

(Relator Especial de Naciones Unidas sobre el Derecho a la Educación) 

 

En concordancia con la propuesta de organización de los componentes del derecho a la 

educación a partir de campos problemáticos y de los elementos constitutivos de los campos 

(principios y criterios de acción, intenciones, acciones propuestas, indicadores de medición 

de garantía del derecho), se propone relievar  aquellos aspectos que se observan más 

problemáticos y de mayor urgencia de respuesta y atención por parte del Estado, las 

comunidades y las instituciones educativas. 
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LA ACEPTABILIDAD Y LA NIÑEZ VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO 

 

Yo pienso, a manera personal, que en aceptabilidad, o sea profesores pensando, 

planes de estudios acordes, modelos pedagógicos pertinentes para este tipo, 

evaluaciones acomodadas a este tipo de población, las mismas metas de calidad 

ajustadas para ellos, igual en adaptabilidad, es decir la capacidad que tiene la 

institución para adaptarse a ese recién llegado a la institución y que ya tiene su 

propio perfil, considero que estamos en la comuna y en la misma ciudad muy, muy 

regular y que los estados, los estados locales, en este caso las administraciones, 

rectores, coordinadores y los mismos docentes que conocen en sí a los chicos 

debemos sacar un rato y ponernos a pensar sobre eso, porque la violencia está tan 

cerca y nosotros la creemos tan lejos, pero está ahí, ahí, todos los días latente… 

(Entrevista a docente) 

 

Existen dos asuntos nodales a la hora de leer el estado de garantía del derecho a la 

educación en el componente de aceptabilidad  para la población infantil y juvenil víctima 

del conflicto armado: 

 

• La inexistencia de propósitos y acciones curriculares y pedagógicas para intervenir 

las necesidades específicas de la población víctima de conflicto armado. 
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• La falta de formación específica que tienen los docentes para interactuar con la 

población víctima de conflicto armado y las pocas condiciones propicias del sistema 

educativo para resolver dicho déficit. 

 

La inexistencia de propósitos y acciones curriculares y pedagógicas para intervenir las 

necesidades específicas de la población víctima de conflicto armado 

 

Dentro de este asunto o campo problemático se hallan una serie de factores relativos a la 

aceptabilidad de la educación en la perspectiva de los fines, el diseño y desarrollo de la 

gestión educativa y la acción pedagógica y curricular, como por ejemplo: las normas 

mínimas de enseñanza, la libertad académica, la calidad de la educación, los planes de 

estudio y su adaptación a situaciones de emergencia y a circunstancias culturales 

particulares, la relación proceso de enseñanza y derechos humanos, las  barreras de 

aprendizaje en la población estudiantil y los dispositivos educativos disponibles para 

enfrentarlas, entre otros factores.  

 

Así pues, de acuerdo a la información empírica acopiada, el mayor defecto que presentan 

las instituciones educativas para garantizar una educación aceptable para la población 

víctima de conflicto armado se circunscribe a las condiciones y capacidades de tipo 

pedagógico y curricular, se evidencia falta de pertinencia y oportunidad en el abordaje de 

las necesidades y afectaciones psicosociales y cognitivas de las niñas, niños y jóvenes 

lastimados por la guerra. 
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Entre las prácticas, percepciones, normas y formas de funcionamiento que la escuela adopta 

que configuran obstáculos para una propuesta educativa y pedagógica aceptable se 

encuentran:  

 

1. Énfasis curriculares en calidad educativa que centran los resultados y procesos en la 

formación de competencias individuales, desconociendo contextos particulares y 

restando importancia a la formación para una convivencia democrática. Estos énfasis se 

corresponden con la centralidad de un enfoque gerencial de calidad educativa que 

enfatiza en logros académicos en desmedro de una preocupación por la formación 

humana y social para la realización de los derechos humanos. 

 

El “modelo” de producción y reproducción curricular actual desatiende y desconoce la 

centralidad del derecho a la educación en su fundamentación; se impone verticalmente por 

agentes de poder político y económico vía gubernativa;  se produce de manera exógena a 

los sujetos educativos directamente implicados en la labor educativa; se funda 

exclusivamente en criterios técnicos que buscan un control pormenorizado del proceso 

educativo en función de resultados determinados unilateralmente: los sujetos a formar serán 

técnicos, calificados y competitivos, dispuestos y preparados para producir 

económicamente;  se presenta como distante, ajeno y desinteresado de fines políticos pero 

su eficacia la logra utilizando medios y mediaciones políticas en función de fines 

económicos. De tal manera, lo alcanzado como acuerdos y normativas en perspectiva del 

derecho a la educación se subsume y embolata en la apología generalizada al tema de la 
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calidad de la educación y en la retórica de propender por organizaciones escolares 

eficientes y eficaces por fuera de consideraciones del contexto histórico, político, social y 

económico en que se producen y reproducen.  

 

El sujeto que se busca formar ha sido dictaminado, la sociedad para la que se quiere 

producirlo está preestablecida, pero el  “modelo” de producción y reproducción curricular 

en boga no deja espacio para interpretar y comprender el sujeto preceptuado y la sociedad 

prescrita, ni tampoco hay interés, no podría haberlo, de los agentes que socializan e 

implementan el modelo, por cuestionar y problematizar los sentidos del currículo que 

afanosamente quieren instalar. Esta es una de las grandes contradicciones de la democracia 

en una sociedad de mercado: se aprovisiona de normas y reglas de juego vía legislativa y 

gubernamental en busca de intentar resolver asuntos humanos y sociales vitales para la vida 

humana y entonces propone los derechos humanos, pero a su vez produce normativas y 

sobre todo decisiones y hechos que generan condiciones en contravía de la realización de 

los derechos.  Este tipo de contradicciones deben ser objeto de la mirada curricular crítica 

para problematizarlas, interpelando a los poderes unilaterales a una acción más coherente 

con sus retóricas democratizantes. 

 

La centralidad que en los últimos años ha ocupado el propósito de la calidad educativa 

entendido como la búsqueda del mejoramiento continuo de los logros académicos ha 

virtualizado la finalidad de la educación como formación para la democracia y la 

ciudadanía o como formación que, contextualizada históricamente, reconoce la 

potencialidad del sujeto que se autoconstituye en interdependencia con las construcciones 
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colectivas para dar lugar a una determinada convivencia como comunidad política. Dicha 

virtualización suspende, relega, desprecia, olvida, la necesidad que la práctica educativa y 

pedagógica tiene de ofrecer horizontes y condiciones de posibilidad para la construcción 

colectiva de un propósito que trasciende la preparación de las capacidades individuales y se 

define como el campo de garantías para la inclusión reflexiva de todos los sujetos en un 

devenir colectivo. De tal forma, los asuntos relativos a la preparación de los sujetos para la 

vida colectiva, en comunidad política, y en correspondencia con la sostenibilidad del 

planeta, se desplazan y quedan incorporados sólo en un discurso de las competencias 

cívicas necesarias para la conservación del orden social. 

 

Líderes en las comunidades consideran que los proyectos educativos de algunas 

instituciones educativas  no permiten una educación pertinente y adaptable para la 

población víctima, pues los docentes tienen que ceñirse a tareas y obligaciones formales, 

convencionales, sin sentido crítico, desplazando el significado e importancia de la 

circunstancia especial de la población infantil víctima. Según ellos este modelo educativo 

ha estado empecinado en adecuar a los sujetos para un saber determinado, la calidad 

educativa como formación en competencias se ha constituido en el eje de la escuela, 

señalan los líderes,  y ha llevado a la pérdida del sentido humanista y de formación integral 

de la educación. 

 

En este marco de prioridades de la educación y la escuela hoy ¿cómo esperar un 

centramiento de la institución educativa en propósitos pedagógicos pertinentes para la 
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población infantil víctima del conflicto si el énfasis de las políticas educativas nacionales se 

refiere a la necesidad de avanzar en los resultados de logros educativos estandarizados y 

crea la obligación en cada institución, rector y docente por corresponder a esta demanda? 

Así, los intereses económicos que subyacen a la formulación de las políticas educativas de 

calidad se colocan por encima de las necesidades más específicas y concretas del entorno 

social y político, de las comunidades, de las localidades y de la misma comunidad política 

nacional en la que se insertan. El centramiento en los propósitos de la calidad educativa de 

tipo gerencial reduce las opciones de atender, pensar y proponer acciones en torno a las 

demandas específicas de la población infantil y juvenil. 

 

La importancia excesiva que cobra como finalidad educativa el paradigma de la calidad 

gerencial se distancia cada vez más de una finalidad educativa fundada y orientada hacia 

los derechos humanos, si reconocemos que ésta perspectiva es la que Naciones Unidas a 

través de los Relatores Especiales para el derecho a la educación ha promovido como visión 

y sentido de las normas mínimas de enseñanza (Tomasevski, 2004).  En este mismo sentido 

al volcarse la labor educativa hacia la constitución de capacidades en los estudiantes para el 

mercado de trabajo y para la competitividad en el mundo de la economía, la perspectiva de 

formar un sujeto de derechos simplemente se diluye o se afloja desde las orientaciones 

gubernativas hasta las instituciones educativas. 

 

Los diseños curriculares se definen en virtud de las orientaciones emanadas del Ministerio 

de Educación Nacional; aunque se dice que las instituciones tienen un espacio de 

autonomía para precisar otras orientaciones curriculares según sus propios contextos  e 
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interpretaciones que hacen de éstos, las presiones ejercidas por las autoridades nacionales y 

locales para que las instituciones cumplan con las expectativas académicas y los resultados 

en las pruebas nacionales que miden supuestamente la calidad de la educación, hacen que 

tal autonomía se diluya en el corresponder a estos propósitos.  

 

Las políticas educativas y los agentes educativos de la administración pública encargados 

de hacerlas viables han tenido como uno de sus principales ejes de acción y propósito el 

tema de la calidad educativa; en su afán de mostrar "logros en calidad" han relegado a un 

segundo plano el tema de la convivencia escolar, pero en la práctica las instituciones 

educativas tienen que dedicarse a resolver conflictos originados en el conflicto armado y la 

violencia social. La insistencia de los agentes educativos estatales en demandar de la 

escuela resultados en las evaluaciones nacionales para medir los resultados en logros 

educativos o académicos, desconoce sistemáticamente las dificultades que tienen muchas 

de las instituciones educativas inmersas en contextos de conflicto armado para atender este 

tipo de demandas y presiones mientras se ocupan de atender las urgencias del día a día que 

imponen las circunstancias de violencia contra la niñez y la juventud.  

 

Los esfuerzos que en las instituciones educativas hoy se están dando para mantener un 

clima de convivencia que permita desarrollar procesos pedagógicos, implica grandes 

esfuerzos. Si bien hay unas directrices frente al desarrollo de ciertos procesos 

educativos, muchas veces hay que priorizar procesos que posibiliten la convivencia 

más que el desarrollo de procesos académicos, entonces por otro lado nos exigen un 
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buen resultado a nivel de pruebas censales, tipo ICFES, tipo SABER, pero no tienen en 

cuenta esa situación de conflicto que hoy mantiene la institución educativa como 

dinámica de encuentro de niñas, niños y jóvenes, implica otros esfuerzos. Pienso que 

hoy hay que garantizar esa posibilidad de que ellos puedan encontrarse, compartir, 

generar unas relaciones donde hay un clima de confianza  es un esfuerzo grande. 

(Entrevista a Rector) 

 

Así pues el tema del sistema de evaluación constituye una de las tramas institucionalizadas 

que restringe las posibilidades de intervención específica y contextualizada con la 

población infantil víctima del conflicto armado.    

 

“La transición desde la intervención en emergencia hasta la reconstrucción de 

largo alcance provee oportunidades únicas para el diseño curricular y el 

mejoramiento de la calidad de los aprendizajes.  Esto supone la necesidad de 

generar datos, normas mínimas y proponer sistemas de evaluación innovadores, 

flexibles y dinámicos” (Naciones Unidas, Consejo de derechos humanos, 2008) 

 

Los docentes enuncian una serie de críticas a los métodos actuales de hacer evaluación y 

demandar resultados a las instituciones que tiene el Ministerio de Educación y las 

Secretarías de educación; pues desconocen los contextos, las necesidades, las dificultades y 

todos los obstáculos que tienen los docentes en sus procesos educativos con los estudiantes, 
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quienes no responden a las demandas académicas por las diversas circunstancias -no 

diagnosticadas, conocidas y comprendidas- por las que han pasado muchos niños y niñas. 

 

“El sistema de evaluación centrado en pruebas ICFES y SABER desconoce la 

situación especial de niñas y niños víctimas de conflicto armado, miden a los 

jóvenes con el mismo rasero con que miden a jóvenes de estratos altos. Terminamos 

siendo unos docentes malos, ineficientes. Pero las realidades internas no son las 

mismas”. (Conversatorio con docentes) 

 

“El Estado nos califica por los resultados en pruebas ICFES y SABER y desconoce 

la situación en particular de desnutrición, hambre, pobreza, conflicto, abandono, 

desplazamiento que vive la niñez de nuestra ciudad. Miden con el mismo formato a 

los estudiantes de la comuna 6 de Medellín y a los estudiantes de una institución 

educativa de clase alta. Nos dicen que nos rajamos, cuando deberíamos ser 

ganadores en tanto los niños y niñas aprenden a leer en circunstancias tan 

adversas.  Terminamos siendo unos docentes malos mientras los docentes de los 

otros colegios son buenos. El formato de ICFES y  SABER es para todos los 

colegios de Colombia. Los formatos deberían ser contextualizados, especiales. Es 

muy triste cuando salen los resultados de las pruebas que califiquen a unos como 

buenos y a otros como malos colegios.  Los directivos terminan presionando a los 

docentes por los resultados”. (Conversatorio con docentes) 
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“Las pruebas de estado miden buenos y malos colegios, pero se quedan cortos. 

Algunos directivos se meten a ese juego”. (Conversatorio con docentes) 

 

Existe malestar en los docentes con el sistema de evaluación actual de las instituciones y 

por ende de su labor. Están sometidos a una constante presión a cuenta de las 

calificaciones, los resultados, los mejores colegios, la certificación de calidad, los mejores y 

peores en las pruebas, los planes de mejoramiento, los pactos de calidad, la gestión 

educativa eficiente y eficaz, la calidad, la calidad, la calidad… lo que ha conducido al tipo 

de análisis y críticas que se reseñan, a una sensación de insatisfacción con el Estado, y a 

una molestia aguda con la manera en que es descalificada, subvalorada y desconocida la 

labor de muchos docentes que, mal remunerados y poco estimulados, se entregan de lleno a 

su labor profesional.  Además de estos efectos, de por sí  muy graves, la presión por 

funcionar en el esquema gerencialista de la educación, conduce al olvido del derecho a la 

educación de las niñas y niños, en este caso de las víctimas, en tanto la pertinencia, la 

contextualización, la adaptabilidad no son criterios de diseño y aplicación del sistema de 

evaluación. 

 

En momentos hay docentes que sienten la obligación de destinar horas de clase 

para hablar de situaciones o problemáticas inherentes a la vida y circunstancias de 

niñas y niños, por lo que deben desplazar otros temas y prioridades académicas, 

hasta el punto de que otros docentes que no lo hacen terminan considerando este 

proceder como inadecuado o como obstáculo para la función educativa. Esta es 
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una contradicción a la que se enfrentan quienes quieren ofrecer una atención y 

educación pertinente y contextualizada. (Conversatorio con docentes) 

 

2. Ausencia de propuestas curriculares específicas para población víctima de conflicto 

armado: 

 

Para el caso específico de diseñar currículos en perspectiva de responder a las necesidades 

pedagógicas, educativas, psicosociales, de la población víctima de conflicto armado, las 

instituciones educativas enfrentan de un lado la precariedad en la formación para la 

atención especializada de esta población, con las insuficientes condiciones institucionales 

en recursos humanos y económicos, y de otro lado la obligación de responder a demandas 

concretas del Estado para empezar a responder “satisfactoriamente” a las particularidades 

que impone la presencia de niñas, niños y jóvenes víctimas del conflicto en la escuela. 

Iniciativas como la de recontextualización curricular16

                                                 
16 Este proyecto de la Secretaría de Educación Municipal de Medellín y que ejecuta la Universidad de 
Antioquia busca desarrollar con las instituciones educativas y los docentes y directivos una revisión de los 
planes de estudio en virtud de adecuar contextualmente, es decir, de articular los sentidos, estrategias y 
acciones de cuatro áreas de conocimiento fundamentales a las realidades concretas, cercanas, locales, 
inmediatas de los estudiantes, las comunidades y la ciudad.  Las cuatro áreas de conocimiento son: ciencias 
naturales, ciencias sociales, matemáticas y lengua castellana. Se tiene como punto de partida en esta 
recontextualización la referencia a los lineamientos en competencias y estándares del Ministerio de Educación 
Nacional. 

 a nivel local, impulsada por la 

secretaría de educación municipal, o recomendaciones del Ministerio de Educación 

Nacional en su “Portafolio de Modelos Educativos Flexibles” o su propuesta de proyecto y 

de ejecución parcial en el territorio nacional conocida como “Escuela y desplazamiento: 

una propuesta pedagógica”, así como los “lineamientos de política para la atención 

educativa a la población afectada por la violencia” o los “lineamientos de política para la 
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atención educativa a poblaciones vulnerables” se presentan insuficientes y en muchos casos 

propuestas gubernamentales desconocidas para los actores educativos.  

 

Por ejemplo en el programa de Recontextualización de planes de área que adelanta en 

Medellín la secretaría de educación, a través de la Universidad de Antioquia, se ha 

posibilitado que algunas instituciones educativas y en ellas especialmente los docentes del 

área de ciencias sociales puedan iniciar una reflexión y la introducción de algunos aspectos 

relativos a la comprensión del conflicto armado y sus impactos en la población desplazada. 

Pero este ejercicio para el caso de algunas instituciones se presenta incipiente, además 

porque la recontextualización no direcciona específicamente una labor curricular en 

perspectiva de resolver todas las demandas implicadas en la vinculación de población 

infantil y juvenil víctima del conflicto armado a la escuela.  

 

Entonces, específicamente en el caso de la población que sufre afectación por el 

conflicto armado, en mi área, que es de ciencias sociales, se tiene alineado unas 

mallas curriculares que están teniendo en cuenta apenas tangencialmente el asunto, 

pero al menos se está teniendo en cuenta, porque antes no lo tenía. El área como lo 

propone el Ministerio de Educación se debe trabajar a partir de situaciones 

problema que es lo que en este momento orienta los currículos en el país, con este 

asunto de la recontextualización se ha visto la necesidad de insertar dentro de la 

planeación curricular del área este tipo de problemáticas, pero no es un asunto que 

venga de hace mucho tiempo, ha sido más desde los últimos tres años. Este año con 
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la problemática exacerbada que ha vivido la institución los docentes del área 

estamos en un reacomodo de ese proceso de recontextualización para tratar de 

vincular de manera más directa este asunto del conflicto y entenderlo como una 

posibilidad pedagógica, pero de todas maneras es un asunto incipiente, lo valioso 

es que se está dando la posibilidad de insertarlo. (Entrevista a docente) 

 

Entre tanto, cuando nos referimos a la aceptabilidad de la propuesta educativa y curricular 

para población víctima de conflicto armado nos encontramos que para el caso de Medellín, 

gran parte de la población infantil y juvenil ha sido de manera directa o indirecta víctima de 

la intimidación, el miedo, la coacción y el sometimiento que provocan las bandas armadas 

que sirven a intereses del narcotráfico. La guerra por el control de territorios, mercados 

locales de estupefacientes, jóvenes y niños potencialmente reclutables, ha tenido fuertes 

impactos en las dinámicas educativas y escolares, haciendo de la escuela y sus entornos 

escenarios de disputa. De esta forma el diseño curricular y el proyecto educativo que cada 

institución busca realizar se ve modificado y condicionado por motivos de la confrontación 

armada y la violencia social producida por las bandas vinculadas al narcotráfico, que 

irrumpen de maneras diferentes en el escenario local de acuerdo a las dinámicas inciertas  

que de otro lado ha configurado el conflicto armado en la ciudad.  

 

…yo personalmente si me sentido cohibido, tengo que pasar por unos potreros que 

se mantiene lleno de marihuaneros o de combos. Por septiembre y octubre se 

calmó, los del combo de allí están subiendo por allá. Mi mamá me dice que vaya a 

la tienda pero me da miedo salir a la esquina. Yo me mantenía en la calle hasta las 
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10 pero ahora que uno llega a las 8 esto está solo por acá.  Los fines de semana 

tampoco son como antes, uno se puede quedar hasta las 11. Uno se puede quedar 

hasta las 11 pero después todo se apaga. Yo no sé la policía, pero por acá se ve 

mucho policía, muchos camiones, motociclistas, caminando, por aquí suena mucha 

bala, y los policías en la esquina como si nada. (Conversatorio con estudiantes) 

 

Uno siente el miedo. Casi siempre que salimos, salimos pa’ rriba. Hay unas calles 

que les tengo mucho miedo, busco las calles que siento menos peligrosas para ir a 

casa. Por el lado de la cancha da miedo pasar,…uno a veces pasa por donde no se 

puede pasar y después por un amigo se da cuenta que era una zona prohibida…Eso 

se aprende, nadie avisa. (Conversatorio con estudiantes) 

 

Surgen entonces dos retos diferentes para la institucionalidad de la educación, en primer 

lugar uno relacionado con la aceptabilidad educativa para aquella población que ha sido 

víctima de la guerra o del conflicto armado y que ha sufrido múltiples vejaciones 

producidas en la reproducción de una lógica de confrontación entre guerrillas, paramilitares 

y fuerzas militares del Estado, y de otro lado un reto relacionado con la aceptabilidad 

educativa para la población estudiantil víctima de la confrontación entre bandas del 

narcotráfico por el dominio de una economía ilegal. No significa ello que los dos 

fenómenos armados se den independientemente, sus relaciones de reciprocidad o  

imbricaciones pueden ser sutiles y a la vez decisivas para determinar la existencia de un 

único fenómeno de conflicto armado con numerosas aristas. Lo que se intenta destacar es la 

necesidad de considerar la complejidad que reviste para el diseño curricular, educativo y 
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pedagógico disponer de la flexibilidad y capacidad necesaria para incorporar una 

comprensión de la condición de víctimas del conflicto armado en cada situación específica 

y un campo de estrategias pertinentes para tramitar la experiencia educativa en cada una de 

las circunstancias. 

 

La urgencia y contundencia de la violencia social que emerge de la confrontación entre 

bandas y actores armados del conflicto, que impacta de forma directa el discurrir de las 

instituciones educativas en Medellín, ha obligado a los actores educativos directamente 

responsables del direccionamiento político y pedagógico del sistema a relevar la 

formulación de algunas estrategias para contener dichos impactos. De tal manera que en 

medio de la contingencia de la violencia y la guerra, la escuela y sus marcos curriculares y 

educativos de actuación se ven presionados a responder a las necesidades emergentes que 

enfrentan las víctimas directas e inmediatas. En este caso es posible que las instituciones 

educativas y el orden gubernativo en educación de tipo local no hayan tenido de 

anterioridad propósitos y acciones definidas y acordadas para las víctimas del conflicto 

armado, pero la dureza de los hechos les obliga a generar respuestas con premura, 

surgiendo así estrategias que atienden contingencias pero que no se enfocan desde una 

preocupación institucional por adaptarse curricular y pedagógicamente a la demanda de 

aceptabilidad educativa que exigen las víctimas del conflicto tanto en las circunstancias de 

afectación previa por la guerra como en las circunstancias de afectación en la contingencia 

de la violencia.  
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La Secretaría de Educación de Medellín en situaciones de extrema gravedad por la 

confrontación en los barrios de grupos armados vinculados con el narcotráfico ha acudido a 

la realización de actividades para la promoción de la convivencia escolar y ciudadana en 

coordinación con las instituciones educativas de la ciudad. En algunos casos las respuestas 

se han enfocado a disponer fuerza policial en los alrededores de las instituciones educativas 

y en los horarios en que entran y salen los estudiantes. Cuando se han presentado amenazas 

y coacciones armadas a estudiantes, la secretaría y las instituciones educativas disponen 

mecanismos de flexibilización en la escolarización, permitiendo la permanencia de los 

estudiantes en sus viviendas de residencia con estrategias de estudio individual, o facilitan 

la matriculación de los estudiantes en otras instituciones de la zona. Sin embargo directivos 

y docentes reconocen que situaciones externas de violencia social y armada son poco o 

nada controlables desde su labor, de tal forma que algunas de las estrategias de promoción 

de la convivencia escolar buscan restablecer parcialmente niveles de confianza y 

percepciones de seguridad en la población; en muchos casos les queda imposible ser 

efectivos respecto a la deserción escolar que resulta de las amenazas a los estudiantes o de 

los controles a la libre movilidad que imponen los grupos armados.  

 

Entre algunas de las estrategias impulsadas de contención o mitigación de los efectos que 

producen los hechos de violencia por confrontación y amenazas de grupos armados por 

parte de algunas instituciones educativas están desde las que intentan la realización de 

trámites negociados de los conflictos y la generación de ambientes de convivencia 

tranquilos y seguros hasta las estrategias de choque o sanción que terminan por expulsar a 

los estudiantes de la vida escolar: 
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o Jornadas para la promoción de una convivencia escolar en paz programadas 

por la Secretaría de Educación, en la que se realizan actividades culturales y 

de reflexión sobre la convivencia (actividades reflexivas, culturales, de 

movilización) 

o Identificación de conflictos graves generados por jóvenes comprometidos 

con actores armados o con venta y consumo de sustancias psicoactivas. Se 

implementan lo que las directivas llaman correctivos para evitar un aumento 

de la incidencia de estos estudiantes en el ambiente escolar, como acuerdos 

con padres y madres de familia para el control de los comportamientos de 

estudiantes que han llevado armas o estupefacientes a las instituciones. 

Cuando los acuerdos no son cumplidos algunos rectores o consejos 

directivos solicitan a los acudientes retirar al estudiante y buscar otra 

institución. En momentos se acude a la policía de infancia y adolescencia 

para solicitar su intervención en casos extremos. En estos casos se invita al 

personero estudiantil o a representantes estudiantiles. La policía realiza 

acciones hacia la familia y el acompañamiento de los jóvenes.   

o Conformación de Comités de Convivencia con la participación de 

estudiantes y realización de acciones preventivas frente a conflictos, 

especialmente frente a la situación de violencia por bandas de narcotráfico 

 

Nos hemos vinculado con unas iniciativas que ha desplegado la secretaría de 

educación de Medellín, bajo la responsabilidad de la dirección técnica de la 
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prestación del servicio educativo que ha programado jornadas de convivencia, de 

reflexión y ya dentro de la institución identificamos un conflicto, tratamos de 

abordarlo lo más rápido posible evitando que el conflicto aumente en su incidencia, 

en ese sentido hemos tenido éxito. Logramos conformar un comité de convivencia 

con la participación de estudiantes, lo que nos ha permitido hacer algunas acciones 

preventivas frente a situaciones de conflicto. También nos hemos vinculado con 

actividades a nivel de comuna, marchas que se han hecho por el derecho a la 

educación, el derecho a la vida de los jóvenes, actividades culturales…en ese 

sentido hemos logrado que los jóvenes de nuestra institución se hagan conscientes 

de los problemas que se están dando, aún así no desconocemos esa influencia vasta 

que se da desde actores externos sobre los que nuestra posibilidad es mínima, ya 

que podemos tener influencia sobre aquellos actores que están dentro de las 

instituciones. (Entrevista a rector) 

Algunas de estas estrategias pueden observarse en las orientaciones hechas para atender 

educativamente a las poblaciones en situaciones de emergencia17

                                                 
17 Existe una “Red Interagencial para la educación en situaciones de emergencia” que busca “promocionar el 
acceso a una educación de calidad para todas aquellas personas afectadas por situaciones de emergencia”. 
Esta es una “red global y abierta de organizaciones no gubernamentales, agencias de las Naciones Unidas, 
patrocinadores, practicantes, investigadores e individuos de poblaciones afectadas trabajando juntos dentro de 
un marco humanitario y de desarrollo para asegurar el derecho a la educación en situaciones de emergencia y 
reconstrucción después de una crisis”. Las situaciones de emergencia se entienden fundamentalmente como 
las ocasionadas por desastres naturales y las causadas por conflictos armados. En: INEE La Red Interagencial 
para la Educación en Situaciones de Emergencia. Enlace: 

, sin embargo tanto las 

instancias municipales como las instituciones educativas carecen de políticas y programas 

específicos y especiales para atender pedagógica, educativa y psicosocialmente, desde los 

currículos y los proyectos educativos, a la población estudiantil que es afectada por la 

www.ineesite.org  

http://www.ineesite.org/�
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contingencia o la pervivencia de los fenómenos de violencia social o de conflicto entre 

grupos armados del narcotráfico.  

 

De otra parte el sistema de evaluación es un aspecto central al momento de pensar en la 

pertinencia curricular y educativa para población víctima de conflicto armado. En términos 

generales ni el Estado ni las instituciones educativas han pensado y diseñado un sistema de 

evaluación equivalente para niñas y niños víctimas de conflicto armado que reconozca y 

valore las condiciones particulares de esta población. Este asunto se constituye en una 

dificultad por ejemplo para niñas y niños que llegan desplazados de otras regiones del país 

donde han crecido en experiencias culturales diferentes o que llegan de sectores rurales 

donde han vivido una relación sustancialmente distinta con la escuela a la relación que se 

puede configurar en la ciudad.  

 

Los esfuerzos que en las instituciones educativas hoy se están dando para mantener un 

clima de convivencia que permita desarrollar procesos pedagógicos, implica grandes 

esfuerzos. Si bien hay unas directrices frente al desarrollo de ciertos procesos 

educativos, muchas veces hay que priorizar procesos que posibiliten la convivencia 

más que el desarrollo de procesos académicos, entonces por otro lado nos exigen un 

buen resultado a nivel de pruebas censales, tipo ICFES, tipo SABER, pero no tienen en 

cuenta esa situación de conflicto que hoy mantiene la institución educativa como 

dinámica de encuentro de niñas, niños y jóvenes, implica otros esfuerzos. Pienso que 

hoy hay que garantizar esa posibilidad de que ellos puedan encontrarse, compartir, 
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generar unas relaciones donde hay un clima de confianza  es un esfuerzo grande. 

(Entrevista a Rector) 

 

3. Falta de capacidades, políticas y estrategias para producir reflexión y acción específica 

en torno a las dificultades y obstáculos de aprendizaje que enfrentan las víctimas de 

conflicto armado por las distintas afectaciones de que han sido objeto en medio de la 

guerra y la violencia 

 

Una de las razones que esgrimen docentes y directivos para explicar la falta de reflexión y 

acción oportuna o pertinente por parte de la escuela y las limitaciones curriculares y 

pedagógicas frente a los efectos del conflicto armado y la violencia se refiere a la no 

disposición de decisiones, espacios, planes, condiciones para generar escenarios y 

dinámicas de reflexión, análisis, estudio y producción de propuestas.  

 

El espacio escolar no tiene una propuesta para adentro. Por un lado porque 

cuando se habla de violencia se ha tratado de especificar claramente o la violencia 

política o la violencia del narcotráfico. Por otro lado porque los dirigentes tanto 

del gobierno como los dirigentes sindicales han estado alejados de esta 

problemática, y ahora la violencia que se está viviendo la llamaría yo de nuevo tipo 

porque usted no ubica quién genera la violencia. Usted sabe que es un grupo de 

muchachos de unas bandas pero usted no sabe identificar qué ideología tienen, si 

son paramilitares o guerrilla, uno sabe que tienen unos conflictos que la policía 
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dice que son por plazas, pero uno no sabe a qué se deben esos conflictos.  Para mí 

es una violencia de nuevo tipo para la cual no estamos preparados y que 

lógicamente deben involucrar a algunas personas que están en la institución, 

porque uno no puede desconocer que los muchachos viven en los barrios, que 

tienen un familiar, un hermano o hermana, que un primo, que la novia, que un jefe 

de una banda. No se ha hecho esa reflexión, pero yo creo que no se ha hecho 

también porque uno como maestro obedece a cumplir un currículo determinado, los 

espacios de discusión para los maestros son muy pocos, las jornadas pedagógicas 

que se hacen en las semanas institucionales se discute es el trabajo sobre las áreas 

determinadas, pero es muy poco lo que se habla sobre el contexto, sobre la 

problemática, yo pienso que se debe poner al orden del día esa discusión, de cuál es 

la problemática de la juventud en este momento porque los que hacen parte de las 

bandas son jóvenes, que pueden estar engañados o no, y que inclusive pueden 

estudiar en la institución donde nos encontramos, lo que pasa es que no es la 

función de uno ser policía para decir si este muchacho o muchacha pertenecen a X 

o Y combo, según nuestra misión educadora ellos también tienen la oportunidad de 

estar. Si hablamos de inclusión en la institución no se pueden excluir, por el 

contrario son los que más necesitan este tipo de institución porque los estaríamos 

ganando para la convivencia no para el conflicto; pero las instituciones deben 

generar esas discusiones a su interior y los maestros debemos de pasar de ese 

discurso “izquierdista” que se volvió muy politiquero a mirar cuál es la 

problemática social  y cómo debemos ayudar a esta juventud y niñez que tanto lo 

necesita. (Entrevista a Rector) 
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Entre las normas mínimas de enseñanza y las obligaciones que el Estado debe asumir está 

la de eliminar todas la barreras que impiden el aprendizaje en niñas y niños, con base a lo 

establecido como interés superior del niño o niña, no obstante las instituciones educativas y 

las instancias gubernativas locales y nacionales no han implementado ningún tipo de 

instrumentación para identificar dichas barreras y por tanto para intervenirlas en la 

población infantil víctima de conflicto armado.  

 

Ahora bien, el Estado y la escuela han centrado su atención en la población estudiantil con 

necesidades educativas especiales, y han implementado políticas y programas para atender 

estas necesidades, a través de acciones como aulas de refuerzo y nivelación académica, 

diagnóstico y atención psicosocial o psicológica en algunos casos, intervención a través de 

instancias a nivel municipal como el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar o la 

Secretaría de Educación, etc., sin embargo si partiésemos de reconocer que mucha de la 

población infantil y juvenil víctima de conflicto armado y violencia enfrenta dificultades de 

adaptación en la escuela y de aprendizaje debido a traumas emocionales, psicosociales, 

cognitivos y de otro orden como consecuencia de haber padecido hechos de guerra y 

violencia, tendríamos a su vez que afirmar que en este caso el Estado y la institucionalidad 

responsable de la educación formal carece de mayor conocimiento, información y  

herramientas necesarias para eliminar el tipo de barreras originadas por dicha causa. Es 

cierto también que estudiantes que han vivido en entornos violentos o territorios donde hay 

confrontación armada entre actores del conflicto expresan y muestran capacidades 

resilientes que les permiten sobreponerse a posibles afectaciones de la guerra y la violencia 
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y asumen el acto formativo sin mayores tropiezos, pero este no es el caso de toda la 

población infantil y juvenil víctima de conflicto armado y violencia. 

 

Se constata entonces que en su generalidad las instituciones educativas tienen limitaciones 

en sus capacidades educativas, pedagógicas y de gestión para atender las demandas y 

necesidades específicas de la población víctima de conflicto armado. De igual forma el 

Estado local adolece de políticas, instrumentos y programas para atender dicha población.  

 

Las circunstancias actuales no demandan de la educación sólo una disposición específica 

para atender la población víctima del conflicto armado, sino también, como se indicaba, 

para enfrentar la difícil contingencia de la violencia social producida por la confrontación 

de actores del narcotráfico. Ello cambia el espectro de necesidades y de demandas 

pedagógicas y educativas e impele a la institución a pensar en distintas estrategias que 

contrarresten la fuerza de los hechos violentos del narcotráfico.  Este tipo de situaciones 

suponen atención educativa diferenciada para quienes hacen parte directa del conflicto 

como actor armado (estudiantes reclutados o vinculados a las bandas u otros grupos 

armados ilegales) y para quien sufre las consecuencias de la confrontación y de los 

intereses en juego. 

 

Los docentes pueden conocer de casos particulares, de situaciones difíciles de algunos 

estudiantes, pueden conversar con ellos y escucharlos, pero siempre tratan de que estas 

experiencias no sean tratadas públicamente, los asuntos que pudieran interesar a todos se 
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quedan replegados en diálogos privados e íntimos. Hay un silencio que cubre el dolor y la 

tragedia, un silencio que intenta ayudar pero que muchas veces profundiza los sentimientos 

de soledad de niños y jóvenes. Los problemas se particularizan, se individualizan, a pesar 

de que éstos involucran a toda la población escolar, un temor a la colectivización de los 

asuntos impide la generación de mejores estrategias de atención y la integración de 

mayores fuerzas e ideas. Además los docentes reconocen que no tienen herramientas, 

conceptos, preparación para atender y hacer seguimiento a la población víctima del 

conflicto armado o de la violencia. Los docentes interactúan con los estudiantes en las aulas 

como si se asumiesen que todos tienen experiencias de vida semejantes. No hay un 

acompañamiento especial por parte de los docentes para la población víctima, de acuerdo a 

lo que los docentes piensan, se requieren de una capacidades especiales para hacer dicho 

acompañamiento, un acompañamiento que implica el reconocimiento de las identidades 

sexuales, de género, territoriales, étnicas, etc.  Se requiere de grupos interdisciplinarios para 

estos casos, no sólo de docentes.  

 

Hay instituciones educativas que han avanzado en perspectivas de inclusión educativa en 

temas relativos a equidad de género, diversidad sexual, discapacidad, pero no así en lo 

relativo a víctimas del conflicto armado. ¿Cabe el tema de la aceptabilidad y adaptabilidad 

en una perspectiva educativa de la inclusión? ¿qué nos permitiría este enfoque y qué no? 

No es suficiente lo que hoy vienen trabajando las instituciones educativas respecto a la 

inclusión para atender la especificidad del niño o niña víctima del conflicto armado.  Aún 

así, ante la emergencia y urgencia de la violencia y las confrontaciones armadas, las 

instituciones van ganando capacidades resilientes en el día a día que las vuelven más 
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sólidas y preparadas para tratar por ejemplo a los actores armados o para soportar períodos 

de guerra o confrontación armada sistemática, además de ir apropiando algún tipo de 

estrategias de protección y cuidado o para garantizar la permanencia y regularidad de la 

oferta del servicio educativo. 

 

Yo rescato que también se ha generado una neutralidad del espacio escolar, es decir 

nosotros no estamos a favor de ningún grupo ni en contra, entendemos que son 

muchachos que hacen parte de esas bandas y deben de tener la oportunidad de estar en 

la escuela, en medio del conflicto la institución nunca se ha cerrado, ha mantenido las 

puertas abiertas independientemente de la cantidad de personas que lleguen a ella y ha 

sido en particular mi política: si viene un estudiante las puertas estarán abiertas, 

porque no podemos darle la razón a los violentos de que la escuela se va a cerrar 

porque ellos quieren que no funcione la actividad social en los barrios; yo creo que 

debemos manejar una neutralidad, mantener este espacio abierto porque es un espacio 

de encuentro de los jóvenes y mínimo tenemos que hacer que esto permanezca abierto. 

(Entrevista a docente) 

 

4. Restricciones a la libertad académica de docentes y estudiantes que viven con temor de 

abordar y expresar con libertad sus percepciones y posturas frente al conflicto armado y 

la violencia dentro del proceso educativo  

Ni docentes ni estudiantes se sienten plenamente con libertad para tratar asuntos 

abiertamente relativos al conflicto armado y la violencia por narcotráfico. Lo que reduce las 
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posibilidades de generación de propuestas educativas o pedagógicas. Una razón suficiente 

que se esgrime para no dar espacio a los temas delicados de violencia y conflicto armado se 

refiere a la posible presencia de estudiantes comprometidos con los actores armados y por 

tanto a la vulnerabilidad que significa para quienes se expresen con libertad sobre estos 

asuntos.  

 

…las materias de sociales hablan de la industrialización, de la segunda guerra 

mundial, de la guerra fría pero nunca nos hablan de la situación actual de 

Colombia… los profesores prefieren hablar de otros asuntos. Evitan opinar sobre 

ciertas cosas y lo hacen explícito (Conversatorio con estudiantes) 

 

Hay una gran dificultad para que los y las estudiantes se expresen con libertad sobre los 

efectos del conflicto armado en sus vidas bien sea por temor o porque no encuentran los 

espacios y medios propicios para ello. Pero niñas, niños y jóvenes han manifestado interés 

por ser escuchados, por conocer de otras voces e interpretaciones sobre sus contextos 

particulares en que debaten su existencia. Guardan un escepticismo respecto a las 

posibilidades institucionales que tienen para resolver o encontrar salidas a muchas de sus 

encrucijadas: materiales o económicas, subjetivas o psicológicas y espirituales; así como 

son escépticos respecto a la realización efectiva de sus derechos, pues consideran ser objeto 

de vulneración sistemática de los mismos, además de que muchos de ellos se encuentran 

demasiado solos, abandonados a su suerte. Han perdido esperanza o han aprendido la 

inevitable incoherencia política y social entre lo normado y lo realizable. 
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El desdoblamiento de las políticas educativas de calidad y por éstas las exigencias y 

demandas persistentes a docentes y directivos para obtener resultados académicos (pruebas 

ICFES, pruebas SABER), ha hecho que muchos docentes interesados en abordar la 

situación de conflicto que resulta de las afectaciones del conflicto armado y la violencia en 

los estudiantes no lo puedan hacer como quisieran, pues sus principales preocupaciones 

están puestas en responder a la presión por las evaluaciones que terminarán midiendo su 

“eficiencia”. 

 

Las niñas y niños tienen miedo de hablar, de narrar su desplazamiento, de ser señalados y 

estigmatizados, pero la escuela tampoco cuenta con las herramientas pedagógicas  

necesarias y con las estrategias para que las niñas y niños que han sido agredidos en la 

guerra y son víctimas de sometimientos por vía del temor que imponen los actores armados 

encuentres las vías para narrar sus experiencias y sentimientos. En este sentido se requiere 

como principio pedagógico y principio para la convivencia que quienes han sido víctimas 

puedan perder el miedo a hablar, la dignidad se funda en la posibilidad de nombrarse y 

contarse, de narrarse como sujeto con historia y pasado.   

 

El grueso de los docentes en las instituciones regularmente evita abordar los asuntos 

relativos al conflicto armado y la violencia social dentro de las aulas, bien sea porque 

existen temores fundados sobre posibles vulneraciones a quienes incurran en comentarios y 

opiniones que descalifiquen el accionar de los grupos armados, además de que es muy 

posible encontrar a estudiantes con vínculos familiares con algunos de los protagonistas de 
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dichos grupos, o bien porque no se tiene la información necesaria y los conocimientos 

pedagógicos, psicosociales o sociopolíticos para  tratar este tipo de asuntos. Las referencias 

que se hacen en el discurso de docentes y directivos y en los diálogos con los estudiantes 

sobre una realidad que es estructural, permanente y que produce consecuencias 

insospechadas en los ánimos, intereses, comprensiones y sensibilidades de las niñas, niños 

y jóvenes, son, si no ausentes, parciales, tímidas, temerosas, leves, sin profundidad. 

 

No, estos temas nunca se tocan en el aula…por seguridad, por seguridad… yo creo que 

se debe generar esa discusión pero con una orientación y al menos un norte, es decir 

que no sea como algo casual y se comente en el aula, sino que debe estar orientada y 

dirigida a un objetivo especial…yo creo que se lo debe proponer la institución al menos 

para que los muchachos puedan verbalizar la situación que están viviendo en el barrio.  

(Entrevista a Rector) 

 

Creo que la mayoría de los docentes hemos tenido espacios de nuestra clase donde 

sentimos que necesitamos eso otro, estar preparados o que la institución tuviese las 

condiciones necesarias para mitigar ese evento en particular o esa afectación que se 

viene dando, de pronto por tanta cosa que tiene que hacer sabe en ese momento qué 

esa es una necesidad pero cuando ya nos metemos en las otras rutinas se nos vuelve a 

olvidar y tal vez no sacamos el tiempo, porque además Colombia no tiene los espacios 

en tiempo para que los maestros se sientan a pensar todos juntos y los que nos 

pensamos es porque sacamos tiempo de nuestro tiempo pero dentro de las aulas ha 

habido, por lo menos en las aulas que he estado, muchos espacios donde se han visto 
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afectaciones permanentes y que se necesita de otras maneras, de otros estilos , de otras 

estrategias, de otros personajes, de otras reflexiones y de otras familias que se sienten 

también a trabajar con nosotros y de otras instancias del Estado, de ese grupo 

interdisciplinario que de todas maneras aboguen por hacerle la vida más armoniosa a 

estos chicos que vienen con todas esas afectaciones y a sus familias. (Entrevista a 

docente) 

 

5. Desigualdad en el acceso a educación de calidad en tanto las condiciones subjetivas y 

objetivas de ingreso a la escuela predicen obstáculos significativos para la 

experimentación de un aprendizaje efectivo por causa de los daños infligidos por la 

guerra. 

  

Una tensión permanente se da entre las instituciones educativas y el Estado por las 

prioridades en las que deben centrarse las primeras cuando se enfrentan a circunstancias 

extremas de confrontación de los grupos armados en los territorios. Por un lado el Estado 

exige resultados académicos mientras la institución tiene que centrar su atención y energías 

a tratar los diversos conflictos en la escuela que devienen por las condiciones del entorno 

social y armado.  

 

Esta situación, que también se anunciaba como limitante al momento de pensar y proponer 

redefiniciones curriculares que permitan una adaptación de los propósitos educativos y 

pedagógicos a las demandas específicas de la población víctima, también se erige como 
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condicionante para acceder con igualdad a una educación de calidad.  Niñas, niños y 

jóvenes que han sido víctimas del conflicto armado acuden regularmente a las instituciones 

educativas públicas asentadas en zonas populares y muchos de ellos van a instituciones que 

se encuentran ubicadas en sectores de la ciudad con situación de pobreza y extrema 

pobreza, lo que hace que muchas de sus necesidades básicas no sean resueltas 

satisfactoriamente y asistan con menos condiciones previas propicias para el aprendizaje y 

el conocimiento.  

 

Se suma a la situación de pobreza y marginalidad extrema los efectos o impactos de la 

guerra y la violencia en sus subjetividades y estructuraciones psicológicas para la 

interacción con otros; así como las consecuencias en sus voluntades y en su credibilidad 

respecto al valor del saber y el sentido de la educación. Estas circunstancias propician 

predisposiciones en los sujetos y grupos hacia impedimentos mayores en los procesos de 

aprendizaje y de apropiación de conocimientos18

                                                 
18 La evaluación de impacto del Programa Escuelas de Calidad para la equidad y la convivencia, realizada por 
la Secretaría de Educación de Medellín, la Universidad Eafit y Proantioquia, en el año 2008, en sus 
conclusiones señala: “Las condiciones innatas socioeconómicas de los estudiantes son los principales 
determinantes en el logro de estos en las pruebas de ingreso a la educación superior, ICFES; aunque dichas 
características son más importantes en el logro en el área de lenguaje que en el de las matemáticas. Las 
condiciones socioeconómicas de los compañeros parecen incidir en el logro académico”. Enlace: 

. En esta medida el acceso a una educación 

de calidad en condiciones de igualdad se ve relativizado desde el ingreso a la escuela para 

la población infantil y juvenil víctima de conflicto armado; esto sin considerar las 

características y capacidades concretas de las instituciones educativas que la reciben, que 

entran a constituir también un factor desfavorable a la educación con calidad cuando tienen 

http://www.medellincomovamos.org/publicaciones/descargas/Ospina.pdf  

http://www.medellincomovamos.org/publicaciones/descargas/Ospina.pdf�


 125 

problemas de financiación, espacios, infraestructura, gestión, dotación, recurso humano y 

profesional, etc. 

 

La falta de formación específica que tienen los docentes para interactuar con la población 

víctima de conflicto armado y las pocas condiciones propicias del sistema educativo para 

resolver dicho déficit 

 

El segundo aspecto relativo a las limitaciones de las propuestas educativas y curriculares 

para trabajar pedagógicamente con la población víctima de conflicto armado hace alusión a 

la poca o ninguna formación y preparación específica de los docentes para interactuar en el 

aula, en el espacio escolar, en la relación pedagógica e intersubjetiva con niñas, niños y 

jóvenes que están afectados o lastimados de muchas maneras por causa de la guerra y de la 

confrontación de distintos actores o grupos armados, en diferentes momentos y espacios en 

que han trascurrido sus biografías individuales y familiares.  A esta dificultad se agrega la 

ausencia de garantías institucionales y gubernamentales para favorecer acercamientos 

reflexivos, pedagógicos, y políticos al tema del conflicto armado y la niñez y juventud 

víctima. 

 

La corta visión en el abordaje del conflicto armado dentro de los contenidos, temas y 

problemas que circulan por las diferentes asignaturas, se suma al desconocimiento que 

tienen niñas, niños y jóvenes de sus territorios, del contexto sociopolítico,  aunque lo 

padecen de muchas formas.  Los procesos educativos y pedagógicos carecen de una 

vinculación significativa de los estudiantes a la comprensión de sus contextos y sus 
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historias, en algunos casos debido a que los docentes no se contextualizan 

permanentemente y reflexionen el proyecto educativo en el marco de las necesidades e 

implicaciones que imponen los conflictos políticos y sociales del país.   

 

Encontramos que esta interacción entre la formación docente y las condiciones del entorno 

que impide el abordaje propicio de la problemática de las víctimas del conflicto armado en 

la escuela está en relación con factores como:  

 

• La poca disponibilidad de espacios y tiempos para informarse, conocer y discutir sobre 

el tema. Las instituciones educativas no proveen de espacios y tiempos suficientes y 

pertinentes  para que los docentes se formen y recontextualicen en torno al conflicto 

armado y los factores de violencia social como el narcotráfico y sus efectos en la 

escuela pública. 

 

• Las múltiples tareas y demandas sociales que ahogan la cotidianidad de los docentes y 

los presiona para atender a unas determinadas obligaciones sobre las que evalúan su 

cumplimiento. Diferentes y múltiples necesidades que deben atender los docentes hace 

que cada vez sea más difícil destinar tiempos y espacios a la producción intelectual y el 

pensamiento por parte de aquellos, tarea fundamental para mejorar permanentemente la 

experiencia pedagógica.   
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• La falta de información y formación política respecto a los efectos e implicaciones del 

conflicto armado y la violencia en la escuela y en la práctica educativa y a sus 

imbricaciones en la vida cotidiana y regular de la niñez y la juventud.  Es de mayor 

gravedad esta carencia informativa y formativa cuando hay docentes que además de 

conocer poco sobre el conflicto armado y sus efectos en la infancia y la juventud 

incurren en prácticas agresivas y violentas con los mismos jóvenes.  

 

Un proceso de formación diseñado para los docentes debería facilitar un acercamiento a 

profundidad a la historia del conflicto armado en el país y la ciudad que conlleve a una 

reflexión crítica sobre los derechos de la niñez y la juventud en contextos de conflictos 

armados y las diferentes formas de vinculación de esta población al conflicto. Lo 

observado en las instituciones educativas es que el conocimiento del tema por parte de 

los docentes  es todavía parcial y en muchos casos se presentan sesgos interpretativos 

que no ayudan a una mejor comprensión de las problemáticas de la juventud y la niñez  

Faltan docentes formados en temas específicos como: historia del conflicto armado, 

derechos humanos de la niñez y la juventud, políticas de verdad justicia y reparación, 

educación en situación de emergencia, políticas educativas para la atención a población 

víctima del conflicto armado.  

 

El desconocimiento del contexto social y político del país y la región y en particular el 

desconocimiento del conflicto armado y de la condición de víctimas de muchos de los niños 

y niñas que van a la escuela es la mayor crítica que los actores educativos tienen a un 

conjunto de docentes.  Ese desconocimiento se refleja en percepciones prejuiciadas  y 
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ligeras sobre determinados comportamientos de los estudiantes, en la desinformación sobre 

su procedencia cultural y territorial; en los esquemas tradicionales que aplican para el 

tratamiento de determinados conflictos; en las retóricas de la sospecha  temerosa sobre los 

modos de expresión infantil y juvenil; en las interpretaciones opacas  que hacen de las 

circunstancias por las que atraviesa la niñez que asiste a la escuela, etc. Es común que los 

docentes de básica primaria tengan mayor información y acercamiento a las realidades 

sociales de los y las estudiantes, en comparación con los docentes  del bachillerato que son 

responsables de una mayor población.  

 

“La percepción de los docentes es complicada a veces y otras veces es nula 

respecto a lo que ocurre con la población infantil víctima”. (Conversatorio con 

docentes) 

 

“Se requiere entender que algunos comportamientos son el resultado del origen 

territorial de los niños y niñas. Los docentes a veces no entienden esta 

circunstancia”. (Conversatorio con docentes) 

 

Diferentes actores educativos insisten en la necesidad de procesos de formación y 

actualización sociopolítica de maestros y maestras, en la perspectiva de  transformar un 

poco la interacción entre docentes y estudiantes que se caracteriza por la desinformación, 

los prejuicios, los temores y las idealizaciones normativas y de mejorar la experiencia 

educativa en tanto se apropia el significado pedagógico de la inclusión de las víctimas en la 

escuela. Indican estos actores que los docentes requieren conocer las implicaciones del 
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conflicto armado en niños y niñas, requieren entender qué significa y qué implicaciones 

educativas y pedagógicas tiene la inclusión de los desplazados al sistema educativo. 

 

Faltan educadores con vocación, idoneidad y disposición para trabajar en contextos 

conflictivos.  Las universidades no están formando educadores para el contexto del 

país ni para atender poblaciones específicas. (Conversatorio con líderes, padres y 

madres) 

 

De otro lado, debe reconocerse que hay otro conjunto significativo de docentes que tienen 

un compromiso intelectual y político con el conocimiento y comprensión de las realidades 

sociales, familiares, económicas y psicoafectivas de la niñez que asiste a la escuela y han 

desarrollado interacciones de mayor cercanía, comprensión y respeto con las niñas y niños, 

permitiéndoles además afianzar un compromiso político con la transformación de prácticas 

de exclusión y marginación social y subjetiva. 

 

El docente de acá se forma en lo cotidiano, en el reconocimiento del niño, de lo que 

pide y requiere. (Conversatorio con docentes) 

 

• El desinterés y la indiferencia que inmovilizan a algunos docentes y directivos a 

preguntarse y a pensar ciertos temas y problemas del contexto local, regional y 

nacional. Los docentes conocen de las dificultades y conflictos por los que atraviesan 

muchos de los estudiantes, sin embargo su conocimiento se define en virtud del nivel de 

información que tengan, de la sensibilidad que expresen respecto a las circunstancias 
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adversas de la niñez y la juventud, del interés que tengan por su misma profesión de 

docentes, etc. En ocasiones su desinterés conlleva al desconocimiento de su obligación 

de respetar el derecho a la educación y de generar las mejores condiciones para que 

niñas y niños puedan vivir un espacio escolar que les proteja y potencie. Docentes, 

estudiantes y líderes comunitarios coinciden en que las instituciones educativas tienen 

docentes que incurren en vulneraciones a los derechos de las niñas y niños víctimas: 

 

“En una ocasión el docente de educación física no le permitía hacer la práctica de 

educación física al niño porque no tenía el uniforme, aunque la exigencia es que los 

niños lleven ropa cómoda”. (Conversatorio con docentes) 

 

Hay profesores que dicen que uno debe de traer todo el material, que para eso son 

las listas. (Conversatorio con estudiantes) 

 

• La ausencia de políticas institucionales y de propuestas específicas desde el 

direccionamiento organizativo para atender a la población víctima que conduce en 

algunas situaciones a que docentes se ocupen de manera voluntaria e individual de 

ciertos casos de niñas, niños y jóvenes afectados. En términos generales, al carecer las 

instituciones educativas de políticas, lineamientos o programas específicos para 

atención a la población víctima de conflicto armado, los profesores enfrentan de manera 

individual con sus propios conocimientos y experiencias las situaciones conflictivas y 

difíciles por las que atraviesan muchos de los estudiantes, conversando y disponiendo 
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de espacios para escucharlos logran un acercamiento sensible y vital para intentar 

comprender su situación y tratar de proveerle algún consejo u orientación. Pero este 

acompañamiento es puntual, momentáneo o a veces más regular, pero generalmente 

parcial debido a las múltiples responsabilidades del docente y a la numerosa cantidad de 

estudiantes que debe atender académicamente o por otro tipo de motivos.  

 

En este momento ha sido un asunto muy institucional, es decir el docente que se 

acerca y sabe de un muchacho [que está en un grupo armado o tiene una forma de 

vinculación] y habla con él, evidentemente es porque tiene ese “feeling” con el 

estudiante, y no son pocos, son muchos los que hablan con estos estudiantes para 

saber qué piensan, qué quieren, qué están haciendo, cómo se ven en esas 

situaciones, qué esperanzas ven en su vida inmersos en estas dificultades. Pero eso 

ha sido un esfuerzo más desde los docentes, porque institucionalmente hablando 

hay una directriz y es que las situaciones de convivencia escolar graves y delicadas 

las manejan los directivos docentes obviamente con nuestro apoyo si es necesario y 

cuando lo hemos ofrecido. (Entrevista a docente) 

 

• El silencio que invade el espacio educativo respecto de ciertos temas y problemas que 

resultan incómodos o que advierten de mayores problemas y responsabilidades si se 

hacen cargo de ellos.  Este silencio se da tanto en los docentes y directivos como en los 

estudiantes y padres y madres de familia.  
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Yo sinceramente no me he dado cuenta de que tenga compañeros desvinculados de 

grupos armados con los que estudie. Eso no se publica, porque se da como el 

rechazo. A principio de año empiezan a hacer un diagnóstico sobre cuánta 

población hay desplazada, cuánta hay de tantos años…estas cosas tratándose de 

desplazados se informa independientemente al docente, no en clase, es cosa de cada 

quien no se tiene que dar cuenta nadie de nada. Por ejemplo cuando se junta un 

mercado no se sabe para quién es… (Conversatorio con estudiantes) 

 

Los que son desplazados en este momento no lo expresan, les da temor, pena, sienten 

que de pronto los vayan a señalar, a eliminar, incluso a burlar. Desde lo que llevo en la 

institución en los comienzos de año nos acercamos mucho a los muchachos, y cuando 

miramos los derechos y los deberes es más sencillo identificarlos. Pero es más el poder 

de callarlo, silenciarlo, no contar. Cuando escriben si lo hacen, si dicen que han sido 

desplazados en su niñez, o que tienen esa condición. (Entrevista docente) 

 

Debido al interés de algunos docentes por acercarse a comprender y tratar la situación de 

niñas y niños víctimas, han acudido a implementar estrategias de aula, que les han 

permitido una interacción más pertinente con esta población. Por ejemplo una manera de 

identificar y reconocer a la población desplazada, como una etapa previa a cualquier otro 

procedimiento que intente reconocer a quienes son víctimas de desplazamiento o de otros 

maltratos, ha sido la utilización de cuestionarios por parte de docentes de ciencias sociales 

que se aplican a todos los estudiantes de un curso a través de los cuales pueden inferir 

conclusiones sobre las condiciones de vida y las historias de sus estudiantes. Este puede 
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reconocerse como un ejercicio que intenta obtener información para hacer un acercamiento 

más pertinente desde la institución a la población desplazada, sin embargo las instituciones 

educativas expresan no tener condiciones para hacer sistematización y análisis de la 

información que compilan. Es posible que docentes se acerquen con un método al 

conocimiento de los estudiantes en sus aulas, pero la mayoría no puede hacerlo debido a 

que carece del interés y las preguntas, de técnicas o métodos para hacerlo, de 

intencionalidad vinculada a un interés institucional.  

 

Otra iniciativa particular de docentes ha sido la de intentar lecturas personales respecto a 

los niveles de formación y preparación de los estudiantes y en particular del nivel de 

desarrollo cognitivo en que se encuentran niñas, niños y jóvenes víctimas del conflicto 

armado, esto lleva a que en el momento de la aplicación de pruebas y de cualquier ejercicio 

de evaluación, el docente contemple las particularidades y condiciones de estos estudiantes.  

Aún así, es evidente que un nodo problemático de la escuela y del sistema escolar para 

garantizar la aceptabilidad de la educación para la niñez y la juventud víctima del conflicto 

armado, está en relación con los sujetos docentes, su formación específica en el asunto y las 

garantías que ofrece el entorno político, social e institucional para acercarse efectivamente 

a una comprensión y a una práctica educativa diferenciada que de cuenta de una 

preocupación del Estado y la sociedad por garantizar o realizar el derecho a la educación de 

toda la población. 
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LA ADAPTABILIDAD Y LA NIÑEZ VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO 

 

Se ha venido enunciando una serie de caracterizaciones y valoraciones interpretativas sobre 

la situación del derecho a la educación en su componente de adaptabilidad vista desde la 

condición de las víctimas del conflicto armado que asisten a la escuela. Como también se 

ha señalado, hay una evidente dificultad para hacer separaciones analíticas entre algunos 

aspectos que definen a cada uno de los componentes del derecho de que estamos tratando: 

la aceptabilidad y la adaptabilidad. En este sentido, es muy probable que dentro de otros 

marcos interpretativos algunos asuntos abordados en el componente de aceptabilidad 

tengan mayor relación con el componente de adaptabilidad, pero para nuestra perspectiva 

estos dos componentes son interdependientes y pueden leerse en muchos casos como un 

solo componente.  

 

La información recabada sobre la situación del componente de adaptabilidad de la 

educación nos indica que los tres ejes en torno a los cuales están las preocupaciones, 

preguntas y expectativas en relación con las víctimas del conflicto armado son:  

 

• La permanencia y no deserción 

• La garantía y promoción de sus derechos humanos  

• Las opciones de atención especializada a las afectaciones de tipo psicosocial; 

atención fundamental para proveer entornos propicios de aprendizaje, 

relacionamiento intersubjetivo y proyección de la autonomía.  
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Las normas existentes relativas a la adaptabilidad muy poco explicitan orientaciones y 

políticas dirigidas a responder a las necesidades, problemáticas y afectaciones específicas 

de niñas, niños y jóvenes víctimas de los conflictos armados.  Como se ha señalado, a nivel 

internacional se tienen algunas observaciones emanadas de las Naciones Unidas a través del 

informe del Relator Especial para el Derecho a la Educación para garantizar el derecho a la 

educación en situaciones de emergencia, pero todavía son muy generales y no constituyen 

normas exhaustivas que obliguen a los Estados en cuanto a garantizar la adaptabilidad en lo 

relativo a la atención especializada para población víctima. Las recomendaciones 

generalmente interpelan la voluntad de los Estados y sus gobiernos para que garanticen el 

acceso y la permanencia en el sistema educativo, pero no muestran caminos o alternativas 

explícitas que identifiquen las posibilidades y dificultades de realización del derecho en 

virtud de una crítica a los obstáculos generados por los gobernantes y de una valoración de 

las garantías sociopolíticas existentes.  

 

Retomando los tres ejes a los que aludieron con mayor persistencia los actores educativos al 

preguntarles por la garantía de la adaptabilidad en las instituciones educativas, a modo de 

síntesis podemos expresar que en cuanto a la obligación de garantizar la permanencia y la 

no deserción las instituciones educativas y el gobierno local han persistido en el interés por 

generar disposiciones que protejan a los estudiantes de desertar de la escuela,  para ello han 

acudido a diferentes estrategias contingentes o permanentes, sin embargo los hechos de 

violencia y confrontación entre bandas del narcotráfico han superado en algunos casos las 

capacidades institucionales para asegurar la permanencia y no deserción de los estudiantes.  
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En lo concerniente a la garantía y promoción de los derechos humanos de la niñez y la 

juventud víctima de la guerra se constata que no existe generalmente una lectura y una 

postura en las instituciones educativas y los actores educativos de los derechos humanos 

que típicamente tienen las niñas, niños y jóvenes víctimas, aunque hayan discursos y 

propósitos institucionales centrados en la garantía de derechos de la infancia; por ejemplo 

sobre los derechos a la verdad, la justicia y la reparación y las responsabilidades propias 

que pudiese tener la escuela en la garantía de estos derechos no se hace mención por parte 

de docentes, directivos y estudiantes. Por último, los actores educativos coinciden en la 

insuficiencia de las respuestas institucionales y gubernamentales para ofrecer atención 

especializada a las víctimas por trastornos psicosociales, emocionales o de otro tipo, 

causados por los impactos de la guerra; cuestión de mucho peso a la hora de establecer la 

relación entre aprendizaje y población víctima o entre experimentación de confianza en las 

interacciones grupales y víctimas del conflicto armado. 

 

Permanencia y No deserción 

Una materia sobre la que se mide hoy, en el esquema gerencial de calidad, la eficiencia de 

las instituciones educativas y de los gobiernos locales es su capacidad para retener en el 

medio escolar a los estudiantes que se matriculan. Organizaciones internacionales hacen 

seguimiento a los gobiernos en el cumplimiento de este requisito, sin embargo la 

perspectiva es diferente si abocamos la mirada desde la adaptabilidad de la educación, 

donde adquiere otras connotaciones el tema de la permanencia en el sistema de las niñas y 

niños víctimas del conflicto armado. La cuestión no sólo se trata de que permanezcan sino 
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de cómo permanecen, de cómo logran adecuarse, adaptarse y modularse en un contexto 

escolar que tiende a desconocer su condición de víctimas. Los gobiernos han trabajado 

desde diferentes decisiones garantías para la permanencia, pero todavía falta mucho en 

términos generales y en términos específicos si nos referimos a la población víctima.  

Los datos de permanencia son todavía generales, no hay información (o por lo menos no 

pudimos acceder a ella, en caso de que exista) sobre la deserción de niñas y niños víctimas 

de conflicto armado o de desplazamiento. 

 

Una investigación realizada en Cartagena por la Universidad Tecnológica de Bolívar y 

apoyada por Save The Children nos dice: 

 

Es evidente que se han alcanzado altas tasas de cobertura en básica primaria y 

secundaria. Sin embargo, son muchos los niños, niñas y jóvenes que abandonan sus 

estudios sin completar la primaria y la enseñanza media, situación que afecta la 

población en situación de pobreza, víctimas del conflicto armado y los que habitan 

en zonas rurales. Las cifras de deserción a nivel nacional revelan que entre 1995 y 

2006 la tasa de deserción promedio fue de 5.6%, siendo mayor en los niveles de 

preescolar (7.3%), primaria (7.6) y secundaria (6.4%).19

                                                 
19 Alvis, J. L. y Arellano, W. (2008) ¿Por qué los niños abandonan la escuela? Determinantes de la 
deserción estudiantil en los colegios oficiales de Cartagena de Indias- Cartagena: Save The Children - 
Instituto de Estudios para el Desarrollo –IDE - Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas - 
Universidad Tecnológica de Bolívar - 
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Esta información, así como la que se provee a nivel municipal por parte de la Secretaría de 

Educación de Medellín, muestra tasas de deserción que deben seguir interpelando la gestión 

pública y a las mismas instituciones educativas, en lo que es controlable por ellas.  

 

Los programas que implementa la Secretaría de Educación local buscan reducir los niveles 

de deserción escolar mostrando logros en la básica primaria, secundaria y media. 

 

TASA DE DESERCIÓN EN MEDELLÍN 

Año Básica Primaria Básica Secundaria Media 

2005 3.9% 5.4% 3.4% 

2006 3.1% 4.6% 3.2% 

2007 2.8% 4.2% 3.4% 

Cuadro elaborado con información de la Secretaría de Educación de Medellín – Subsecretaría de Planeación 

Educativa 

 

Así mismo se presentan logros en cuanto al número de bachilleres que ha venido 

aumentando en SISBEN I, II y III desde el año 2006, dando cuenta probablemente de un 

mejoramiento en el tema de la permanencia. Sin embargo no se conocen datos específicos 

sobre este mismo asunto relacionado con la población infantil víctima de conflicto armado: 
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                                                      BACHILLERES SISBEN 1, 2 y 3 

                                                        2006 – 2008 

2006 2007 2008 

12.528 14.982 15.017 

Cuadro elaborado con información de la Secretaría de Educación de Medellín 

 – Subsecretaría de Planeación Educativa 

 

La adaptabilidad en cuanto a permanencia y no deserción no es sólo un asunto cuantitativo, 

es decir, que sólo apunta a mantener una cantidad de estudiantes en la escuela, es una 

cuestión cualitativa que depende en muchos casos no de las voluntades de docentes y 

directivos sino del entorno no controlable que determina la dinámica escolar, por ejemplo 

las condiciones socioeconómicas de las familias de las niñas, niños y jóvenes, pero es en 

esta misma medida como se reta a la escuela a hacer del hecho educativo algo realmente 

especial y atrayente de tal forma que en circunstancias difíciles los estudiantes conserven la 

motivación por el estudio. Entre tanto, desde la Secretaría de Educación no se ha construido 

un sistema o subsistema que facilite la permanencia dentro del sistema en situaciones de 

movilidad y desplazamiento intraurbano. 

 

Hay diferentes razones que tendrían los niños y las niñas para desertar de las instituciones 

educativas, por aparte de la más común referida a las necesidades económicas. Dentro de la 

información ofrecida por los actores educativos consultados encontramos que hay niños y 

niñas víctimas que no terminan varios de los grados que cursan; que muchos se encuentran 

por encima de la edad normal para el grado que cursan por lo que van a las llamadas aulas 
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de aceleración, algunos de éstos dejan de asistir a la escuela por  “vergüenza”; que la 

constante movilidad de un lugar a otro de la ciudad hace que muchos estudiantes tengan 

que desertar regularmente de las instituciones educativas; que es normal encontrar bajo 

rendimiento en esta población que la lleva también a desertar del sistema; etc. De tal forma 

que se presentan muchas razones para desertar o no permanecer en las instituciones.  

 

“Hay mucha población en extraedad. La extraedad se genera en los tiempos que 

tienen que dedicar las familias a instalarse y estabilizarse en los lugares a donde 

llegan.  Además como muchos llegan del campo, en éste no es costumbre ingresar a 

temprana edad al estudio”. (Conversatorio con docentes) 

 

Muchas de las causas de la deserción no terminan de resolverse, si se atiende a algunas por 

parte del Estado sigue siendo de manera parcial. De tal forma que el espíritu del derecho a 

la educación que intenta favorecer condiciones de protección frente a las circunstancias que 

impiden la permanencia o la deserción escolar se vulnera constantemente. 

 

Otro es el caso con los discapacitados, dentro de los que también se encuentran niñas y 

niños víctimas del conflicto armado. Todavía se está lejos de la garantía y realización del 

derecho a la educación para esta población, quienes van acumulando en sus vidas una serie 

de exclusiones que les cierran caminos y opciones de vida digna. Los líderes del 

Corregimiento de Altavista, que hacen trabajo social y político por el derecho a la 

educación, han pintado el panorama de esta población en las escuelas de su corregimiento, 

que no dista sustancialmente de lo que ocurre en otros sectores de la ciudad.  
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Los discapacitados en Altavista están completamente olvidados en la generalidad 

de las Instituciones educativas. No tienen accesos a los edificios escolares, faltan 

andenes, no hay aulas especiales, hay carencia de infraestructuras aptas, no hay 

docentes capacitados para atender la particularidad de esta población. Se tiene una 

concepción de discapacidad que la relaciona exclusivamente con la carencia de un 

determinado órgano o extremidad. Hay mucha discapacidad cognitiva que no se 

reconoce. Al haber articulado los niños y niñas discapacitados a las aulas 

regulares el Estado se soltó de su responsabilidad y se la entregó a las instituciones 

educativas y muchas de  estas la descargaron en los docentes. (Conversatorio con 

líderes, padres y madres) 

 

El informe de la Veeduría al Plan de Desarrollo de Medellín en el año 2006 presenta los 

resultados de una encuesta en que se preguntaba a los actores educativos por las causas de 

no ingreso o deserción de la escuela, éstos respondieron así:  

 

• El 49,58% dijo que por la pobreza 

• El 14,7% planteó que por falta de motivación 

• El 12,18% señaló que por el trabajo infantil 

• El 10% contestó que por el desempleo 

• El 9,25% dijo que debido al desplazamiento 
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Si la precariedad socioeconómica de las familias hace que muchos niños y niñas abandonen 

la escuela para dedicarse a trabajar y contribuir al sostenimiento de sus hogares, en el caso 

de las víctimas de conflicto armado, y especialmente quienes han sido víctimas de 

desplazamiento forzado, las posibilidades de abandonar la educación son mayores en tanto 

tienen que enfrentar con sus familias el reto de reconstruir totalmente sus vidas y de 

resolver las necesidades básicas para sobrevivir.  A esta lucha por la sobrevivencia se suma 

también la desmotivación que pueden presentar las niñas y niños víctimas ante ambientes 

escolares donde sienten discriminación y rechazo especialmente por su condición de 

desplazados o de estar habitando sectores altamente marginales y precarios. Así pues todos 

los motivos que llevan a la deserción escolar señalados en el informe de la veeduría pueden 

condensarse en un solo niño o joven víctima del conflicto armado. 

 

De otro lado no puede entenderse la complejidad del reto de la permanencia escolar sólo en 

los momentos en que hay una dinámica regular y consistente del sistema educativo o del 

funcionamiento escolar, en contextos como el nuestro debe leerse en la contingencia y la 

impredecibilidad de entornos turbulentos y conflictivos. La pervivencia durante muchos 

años de actores armados y bandas del narcotráfico en los barrios de la ciudad antepone un 

reto mayor a los propósitos de los gobiernos e instituciones por tratar de prometer la 

permanencia en las escuelas.  En este sentido la permanencia no depende absolutamente del 

interés, gusto o decisión autónoma del estudiante o su familia, sino de otros agentes que se 

disputan el control no sólo sobre los territorios y las escuelas sino también sobre los sujetos.  
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Por ejemplo ante situaciones de extrema gravedad por confrontaciones armadas, 

instituciones educativas se han impotentes para garantizar la vida y la seguridad de los 

estudiantes. En situaciones de exacerbación del conflicto armado o de confrontación 

armada entre bandas del narcotráfico es bastante difícil garantizar la permanencia y no 

deserción en las instituciones educativas. Se han dado casos en que padres y madres optan 

por retirar a sus hijos de la escuela con el propósito de protegerlos y asegurarles su 

integridad física. En las situaciones en que no son retirados plenamente las instituciones 

educativas ofrecen la opción de desescolarización con compromisos de los estudiantes para 

estudiar y realizar talleres en sus casas, con revisión de docentes pero sin diálogo ni 

explicación de los temas.  

 

Los padres de familia de la mitad de los jóvenes amenazados decidieron retirarlos. 

Se ofrecieron talleres dirigidos para quienes decidieron no retirarse, enviándoselos 

a las casas, no con todo lo que uno quisiera,  pero creo que no es del todo 

satisfactorio, porque es muy complejo enviar un taller con temas que no se han 

explicado, orientado en una sesión normal en los que se comparten ideas frente a 

los contenidos. De alguna manera se les ofreció a los estudiantes orientaciones 

para abordar lecturas y desarrollar algunas competencias básicas que pudiera 

hacerlo en sus casas. Medidas que fueron revisadas y analizadas por el consejo 

académico y directivo. A los muchachos no se les obligó a hacer algún tipo de 

sustentación por la situación en que se encontraban. Esto llevó a que por lo menos 

dos estudiantes se autoamenazasen, decidieron no regresar y solicitaron talleres 

para trabajar, lo vieron como alternativa para evadir su deber de asistir a la IE. El 
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Consejo Académico decidió entonces que todo estudiante que dijese estar 

amenazado debería presentar una carta avalada por alguna entidad 

gubernamental, que recibiera quejas sobre este tipo de hechos.  Entonces 

entregábamos los talleres, se los enviábamos y los devolvían con los acudientes 

incluyendo sus preguntas y dudas, nosotros los evaluábamos. No era lo ideal 

porque en un proceso pedagógico se requiere de sustentación y de aclaración de 

dudas. La dificultad ante los hechos de amenazas es que los estudiantes no pueden 

estar en las instituciones y por lo tanto no pueden sustentar, pensamos en el 

mecanismo de que los estudiantes sustentaran en instituciones cercanas a su 

residencia a través de un mecanismo diseñado por nosotros. Planteamos la 

posibilidad de un convenio con otras instituciones, pero no hemos tenido ningún 

caso en que hayamos hecho esto.  (Entrevista docente) 

 

Entre otras estrategias implementadas para tratar de garantizar la permanencia se 

encuentran: flexibilización de horarios, facilitación de talleres y métodos para promoción 

anticipada de estudiantes, disminución de controles rigurosos a las horas de entrada o 

salida, ampliación de los márgenes de tolerancia con estudiantes singulares que expresan 

mayor riesgo de vulnerabilidad, etc.  

 

Hay instituciones educativas que además de reconocer su obligación de estar abiertas a la 

facilitación de cupos escolares, tienen como principio y convicción que la escuela no puede 

cerrar sus puertas a la población infantil y juvenil, y que mucho menos las pueden cerrar en 

circunstancias de confrontación armada, pues es allí donde se requiere disputarse el espacio 
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y las opciones de los más jóvenes para que no les ganen una batalla quienes quieren 

reclutarlos o someterlos por vía de la fuerza y las armas. En este sentido las decisiones de 

directivos y docentes pueden significar maneras de resistencia pacífica al temor y el control 

que pretenden generar y poseer los grupos armados. 

 

Yo rescato que también se ha generado una neutralidad del espacio escolar, es decir 

nosotros no estamos a favor de ningún grupo ni en contra, entendemos que son 

muchachos que hacen parte de esas bandas y deben de tener la oportunidad de estar en 

la escuela, en medio del conflicto la institución nunca se ha cerrado, ha mantenido las 

puertas abiertas independientemente de la cantidad de personas que lleguen a ella… 

(Entrevista a Rector) 

 

Garantía y promoción de los derechos humanos de las víctimas 

 

En las normas sobre derecho a la educación no son perceptibles enunciados que orienten o 

hagan recomendaciones en torno a la necesidad de que las escuelas aborden los derechos a 

la verdad, la justicia, la reparación, la memoria histórica y la no repetición. Es este quizás 

uno de los aspectos de mayor retraso en lo que respecta a las normas establecidas para tratar 

de garantizar el derecho a la educación y da cuenta precisamente de una realidad: todavía es 

incipiente el desarrollo del derecho a la educación para la población víctima de conflictos 

armados. 
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No se escucha de directivos, docentes y estudiantes, ni se lee en informes y programas de la 

Secretaría de Educación propuestas y reflexiones relativas a la necesidad de que la escuela 

se constituya en un escenario importante para enseñar, debatir y promover los temas de 

verdad, justicia y reparación en la medida en que a ella asisten múltiples niños, niñas y 

jóvenes que han sido víctimas de la guerra. La escuela puede ser también una oportunidad 

de reparación de la infancia víctima en la medida en que empiece a incorporar propósitos, 

contenidos y metodologías para tratar la historia del conflicto armado, las interpretaciones 

en disputa sobre la guerra, el papel de los actores, las afectaciones de la población civil, el 

compromiso de la educación y el conocimiento en la comprensión del conflicto armado y 

en la construcción de la paz, la necesidad de la memoria histórica y de la formación 

democrática. 

 

De otro lado, la información encontrada da cuenta de una ausencia de propósitos por parte 

de la institución educativas en busca de la realización de los derechos humanos de las 

víctimas en la escuela, de un desconocimiento de iniciativas nacionales que propenden por 

la no vinculación de niños y niñas a la guerra, o que buscan la generación de condiciones 

políticas para la protección de la infancia, de la desinformación respecto a lineamientos y 

recomendaciones específicas del Ministerio de Educación Nacional para atención a 

poblaciones vulnerables o de los informes o recomendaciones de las Naciones Unidas en 

torno a la atención educativa a población en Situaciones de Emergencia o de las últimas 

exigencias que  la Corte Constitucional ha hecho al Estado para garantizar, promover y 

proteger los derechos de la infancia víctima de conflicto armado, etc. En esta medida, es 

muy poco probable que las instituciones educativas puedan hacer apropiación efectiva de 
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las herramientas internacionales y nacionales con las que se busca promover y garantizar 

los derechos humanos, aspecto fundamental cuando tratamos el tema de la adaptabilidad. 

 

Las instituciones educativas carecen de programas y proyectos para promover la memoria 

sobre el conflicto armado en las niñas, niños y jóvenes víctimas y no víctimas,  es todavía 

algo por intencionar y planificar en las instituciones educativas. Docentes y directivos 

coinciden en que esta sería una labor significativa. 

 

De otro lado, dice el Informe del Relator Especial de Naciones Unidas para el Derecho a la 

educación en situaciones de emergencia: 

“La calidad de la educación implica una responsabilidad colectiva que incluye el 

respeto a la individualidad de todas las personas; implica el respeto y la 

potenciación de la diversidad, en la medida en que todo aprendizaje exige el 

reconocimiento del otro como legítimo otro.  Por esta razón, la búsqueda de los 

consensos y el reconocimiento de las diferencias constituyen las fuentes educativas 

más importantes en la construcción de las culturas de paz”. (Naciones Unidas, 

Consejo de Derecho Humanos, 2008) 

“Una tarea urgente para los Estados debe ser la educación para la convivencia 

pacífica; la educación para la paz cuyo objetivo es común con los derechos 

humanos y debe implicar a toda la educación en su conjunto y no solamente a 

partes aisladas del currículo.  Además, debe permitir a todas las personas 
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comprender las causas y consecuencias de las emergencias”. (Naciones Unidas, 

Consejo de Derecho Humanos, 2008). 

Como lo indica el informe una educación aceptable debe generar ambientes escolares en los 

cuales se respeten las subjetividades, se potencie la diversidad, y se reconozca la condición 

de la alteridad, así como promover una convivencia escolar que permita la vivencia de los 

derechos humanos.  

En las recomendaciones a los Estados el Relator Especial sugiere la elaboración de planes 

de estudios adaptables, no discriminatorios, con inclusión de género y de calidad que 

responda a las necesidades de los niños, niñas y jóvenes durante las situaciones de 

emergencia (Naciones Unidas, Consejo de Derechos Humanos, 2008). En este sentido se 

interpreta que hay un llamado igualmente a la definición de currículos que reconozcan y 

potencien la diversidad cultural de los sujetos y las diferencias de género, generación, etnia, 

opción sexual.  

Este aspecto del componente de adaptabilidad es quizás uno de los que más discusión, 

resistencia y conflicto ha generado en las instituciones educativas, a pesar de los avances 

jurídicos y de la amplitud de normas que buscan garantías del sistema para la realización 

del derecho.  Pero en cuestión del reconocimiento que se hace de la población víctima del 

conflicto armado, de sus subjetividades y de la diversidad cultural en los planes de estudio, 

en las prácticas pedagógicas o educativas cotidianamente, en las interacciones 

comunicativas de la escuela, todavía falta mucho por trabajar.  
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Hay instituciones educativas que tienen un compromiso serio con este asunto y conservan, 

difunden y promueven una visión educativa de inclusión y equidad; mientras que otras 

instituciones no han construido posturas colectivas o visiones comunes, por lo que la 

adopción del principio y contenido del derecho termina dependiendo de la voluntad, 

capacidad y formación de los docentes y directivos.  

“El ambiente que se vive acá es muy diferente al de otra escuela: el niño vale lo que es, 

se le reconoce como ser humano, como lo que es”. (Conversatorio con docentes) 

 

“Cuando los niños van a trabajar aquí se les escucha, también cuando tienen algún 

problema se les brinda algún apoyo, cuando no van a clase el docente va a la casa, 

pregunta por qué faltó, lo motiva y vuelve a invitarlo para que retorne. Los muchachos 

pueden llegar tarde, cuentan el motivo, no los devolvemos a sus casas”. (Conversatorio 

con docentes) 

 

Un aspecto que se quiere destacar es el llamado que hacen algunos estudiantes frente a la 

media técnica.  Como se detallaba, una educación adaptable pretende la formulación de 

“planes de estudio que reflejen las necesidades contemporáneas de los estudiantes”, pero la 

educación media sigue siendo en la mayoría de los casos una imposición, por lo menos para 

quienes no se identifican con la formación que les ofrecen pero tienen que recibirla porque 

no hay más. Las instituciones educativas y especialmente el sistema educativo y sus 

políticas no reconocen las necesidades o expectativas que los estudiantes expresan, no 

disponen de mecanismos de participación para que los jóvenes presenten sus propuestas y 
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sus intereses; no tienen escenarios para discutir, interpelar y formar en torno a  los intereses 

y expectativas de la juventud. 

 

“No me gusta la media técnica que estudio, me gustaría estudiar ebanistería pero 

en el colegio no hay cupo. No he pensado en otra media técnica que me gustaría 

estudiar, pero sí me gustaría estudiar auxiliar de vuelo”.  (Conversatorio con 

estudiantes) 

 

“No me gustaría ser un mecánico automotriz, que es la técnica que estoy 

estudiando. En lo que pienso es en ser futbolista”. (Conversatorio con estudiantes) 

 

Actores educativos entrevistados se movieron entre dos perspectivas de análisis en cuanto a 

la convivencia y el respeto a las diferencias que intentan propiciarse en sus instituciones: de 

un lado hay una percepción que parte de valorar el esfuerzo de acogida, respeto y 

reconocimiento que se da en algunas instituciones de la población infantil víctima del 

conflicto armado y por otro lado hay una lectura que sugiere una crítica a la ausencia de 

intenciones y estrategias curriculares para incluir a esta población de manera equitativa y 

respetuosa de sus derechos: 

“Tratamos de que los niños se sientan en un espacio escolar y acogedor.” 

(Conversatorio con docentes) 
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“Aquí se da educación de calidad porque estamos dispuestos a la escucha, a 

entender al otro, a quien viene con muchas dificultades. Cuando hablamos de 

calidad no nos referimos a que sacamos un chico perfecto para ir a trabajar, lo 

sacamos perfecto de entender al otro, de saber que el otro si lo lastima le duele, de 

entender las falencias y dificultades del otro. Aquí trabajamos por la calidad 

humana, como personas. Aquí hay docentes, compañerismo y educación de calidad 

en esta perspectiva” (Conversatorio con docentes) 

 

“En las instituciones educativas no se detienen a entender las razones que explican 

algunos de los conflictos que envuelven a las niñas y niños” (Conversatorio con 

líderes, madres y padres) 

 

“La escuela requiere de una discriminación positiva, que consiste en sensibilizar 

sobre la situación de las víctimas, tener un personal especializado para atender lo 

específico de algunos casos” (Conversatorio con docentes) 

 

Atención psicosocial, la seguridad física, cognitiva y socioafectiva 

Identificamos este aspecto del componente de aceptabilidad incluyendo un concepto que es 

común al ámbito de la educación y de los discursos que circulan entre técnicos, docentes y 

otros actores educativos: el de Necesidades Educativas Especiales. Sin embargo es posible 

que se requiera de otro concepto o categoría para identificar y nombrar las necesidades y 

dificultades que enfrenta la población víctima del conflicto armado en la experiencia de 
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asistir y responder a las convenciones de la escuela formal y en sus procesos de formación 

en particular, de tal manera que se avance en reconocer e implementar enfoques 

diferenciales que, al decir de la Corte Constitucional en el Auto 251 de 2008, opere sobre 

las necesidades y condiciones específicas de la niñez desplazada. 

 

El concepto de Necesidades Educativas Especiales ha estado especialmente referido a la 

población que tiene dificultades de aprendizaje, retardos o síndromes20

Este aspecto o factor, que incluimos dentro del componente de aceptabilidad del derecho -

aunque normativamente para el caso de las víctimas no tenga suficiente desarrollo- es 

, y se atiende a 

través de aulas de apoyo o de programas municipales de las secretarías de educación. Las 

aulas de apoyo han servido también para remitir a niñas y niños víctimas de conflicto 

armado que presentan problemas en sus procesos de aprendizajes, así mismo las aulas de 

aceleración, diseñadas para atender a quienes se encuentran en extraedad, se han 

constituido en la estrategia para resolver la nivelación académica de otros niños y niñas 

víctimas del conflicto. Sin embargo, tanto el concepto como los dispositivos educativos 

implementados, siendo plausibles en tanto las limitaciones que tiene la escuela pública, no 

han sido suficientes para la atención específica que requiere la población víctima, pues hay 

una serie de factores y afectaciones psicosociales, subjetivas y familiares producidas por las 

múltiples agresiones de las que fue objeto en la guerra que no pueden asumirse con el 

mismo enfoque y estrategia con que se asume una dificultad o necesidad educativa especial. 

                                                 
20 En informes de la Secretaría de Educación se presentan datos de número de estudiantes con Necesidades 
Educativas Especiales atendidos por: autismo, baja visión diagnosticada, ceguera, deficiencia cognitiva 
(retardo mental), hipoacusia o baja audición, lesión neuromuscular, discapacidad múltiple, parálisis cerebral, 
síndrome de Down, sordera profunda.  
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esencial en una lectura crítica, comprensiva y pedagógica del estado específico del derecho 

a la educación de las niñas y niños víctimas del conflicto armado; así como lo es para 

dilucidar el papel deseable y posible de la escuela en la atención e interacción con dicha 

población en una perspectiva de generación de condiciones para el acceso equitativo a una 

educación aceptable. 

El Relator Especial sobre el derecho a la educación, recuerda que según el artículo 39 de la 

Convención de los Derechos del Niño “los Estados deben tomar todas las medidas 

apropiadas para promover la recuperación física y psicológica, así como la reintegración 

social de las víctimas de los conflictos armados, entre otros” (Naciones Unidas, Consejo de 

Derechos Humanos, 2008). En tanto la escuela pública es la que recibe en su mayoría a la 

población víctima del conflicto armado y es un escenario de realidad política del Estado, 

este artículo de la Convención ha de interpelarla y obligarla en un sentido de la 

responsabilidad estatal con la niñez víctima.  

Así pues, tanto la Corte Constitucional, como el Relator Especial y la misma Convención 

de los Derechos del Niño, se constituyen en fundamento político y jurídico para no soslayar 

el tema de la especificidad de las víctimas en cuanto a sus posibilidades de formación y 

aprendizaje y las necesidades particulares de tipo educativo, pedagógico y psicosocial que 

deben atenderse. 

Sobre esta cuestión giraron muchos de los cuestionamientos y preocupaciones con la 

realización del derecho a la educación de la población infantil víctima y es sobre ella que 

están algunos de los mayores retos para los gobiernos locales, el gobierno departamental, el 
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gobierno nacional y los ejecutores de las políticas educativas, así como para las mismas 

instituciones y comunidades educativas.  

Entre las primeras preocupaciones que se señalan es la dificultad que se tiene para un trato 

diferenciado, no excluyente ni estigmatizante, de las niñas y niños víctimas, que tenga en 

cuenta las numerosas afectaciones de todo orden de las que han sido objeto y de cuenta de 

unas mínimas habilidades pedagógicas para proceder ante comportamientos, demandas, 

actitudes. Un trato que reconozca el dolor, la soledad, el miedo por los que atraviesan, que 

ofrezca un lugar afectuoso y respetuoso como mínimo, dentro del aula y la escuela. Un 

trato que genere confianza, disponga al diálogo y asegure espacios para narrar las historias, 

los presentes y los sueños. 

Es evidente que para los docentes existen fuertes obstáculos que no permitirían un 

acercamiento a las realidades de niñas y niños víctimas en la complejidad e integralidad que 

se requiere, empezando por la cantidad de biografías, de hechos, de problemas y 

necesidades y terminando por la cantidad de tareas, responsabilidades o funciones 

asignadas, en un sistema que los tiene volcados a cumplir innumerables requisitos formales 

para no ser mal evaluados. Es en esta última circunstancia donde empieza a producirse uno 

de los  límites en la garantía del derecho a la educación, un sistema educativo que va 

saturándose de las demandas exógenas de resultados ideales en medio de profundas 

carencias estructurales, colectivas y subjetivas.  

No alcanzamos a atender las necesidades de niños y niñas. No tenemos ni el tiempo, 

porque el Estado demanda el cumplimiento de planes y horarios académicos. No 
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logramos comprender la situación de cada niño-niña ni cómo abordarla, además es 

mucha la población por cada curso que requiere de orientación específica. El 

sistema no permite dedicarse a uno, dos o tres niños en situación especial debido a 

que el docente debe responder por 45, 48 estudiantes a la vez. (Conversatorio con 

docentes) 

 

Es necesario empezar a entender por qué los niños tienen determinados 

comportamientos. No tenemos el tiempo para atender las situaciones especiales de 

niñas y niños, a veces desconocemos como abordar ciertas situaciones. 

(Conversatorio con docentes) 

 

…yo creo que estas personas tienen que tener un tratamiento especial, un 

acompañamiento, porque venir de un desplazamiento a reconstruir su vida y sin 

tener ningún acompañamiento es difícil adaptarse al cambio que genera, por 

ejemplo yo venir de Urabá a estudiar acá donde la cultura, el ambiente, la escuela, 

los mismos niños son distintos tiene que generar un choque de comportamiento, y 

los profesores no estamos preparados para ello. Debe generarse un 

acompañamiento para estas personas, no solamente por docentes, también 

externos, gente especializada en el tema, psicólogos, sociólogos, trabajadores 

sociales, que puedan responder a las inquietudes que puedan tener los estudiantes 

en un momento determinado. (Entrevista a Rector) 
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Los docentes no estamos preparados para eso, digamos lo humano que uno tiene 

para atender una situación de esas es una cosa muy empírica, no pasa pues como 

de darle uno como se dice unos consejos, pero de ahí no se pasa porque no tenemos 

las herramientas para hacer el acompañamiento y el seguimiento a este tipo de 

estudiantes, es lo que a buena manera tengan los docentes  y las docentes de poder 

hablar con los muchachos. (Entrevista a Rector) 

 

Aún con todas las limitaciones, docentes de diferentes instituciones educativas no han 

cruzado los brazos para esperar quien los salve, bien sea por deseo e interés o por necesidad 

se han involucrado en la creación de diversas estrategias que contribuyan a menguar ciertos 

malestares y a generar ambientes favorables al trato digno y amoroso con las niñas y los 

niños. Han propiciado espacios colectivos para conversar sobre historias y experiencias de 

niños y niñas víctimas, diálogos permanentes con los estudiantes, relaciones de confianza 

con los grupos para incluir la pluralidad de subjetividades y biografías, momentos para que 

las emociones tengan lugar.  Estas actitudes e iniciativas de los docentes se facilitan mucho 

más en las instituciones que tienen claridad colectiva y orientaciones de política 

institucional para la atención a la población víctima o desplazada. Sin embargo la atención 

de la situación más específica, de casos particulares que emergen en la cotidianidad del 

aula, está a cargo de la iniciativa y capacidad de cada docente, y en momentos de 

psicólogos que se encargan de unos pocos casos.  
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“Hay niños que tienen problemas neurológicos muy complicados que no podemos 

atender con pertinencia.  Son muchos casos que no alcanzamos a atender”. 

(Conversatorio con docentes) 

 

Algunas instituciones han intentado un trabajo con las familias, con sus limitaciones 

económicas y operativas, para tratar de dar respuesta relativa a las situaciones conflictivas 

generadas por el conflicto armado y la violencia en los barrios, sin embargo este trabajo se 

ha presentado dispendioso y difícil, pues es difícil la vinculación comprometida de padres y 

madres o de los acudientes, cuando existen, porque en otros casos los estudiantes están 

solos. 

 

La cuestión no sólo se trata de los compromisos o no con una educación aceptable: ¿Cómo 

está preparada la institución educativa para ofrecer una atención especializada o pertinente 

a la población víctima del conflicto armado en sus necesidades educativas y psicosociales? 

¿Con qué condiciones económicas, de recurso humano y herramientas pedagógicas cuenta 

para ello? ¿Existe la voluntad y la capacidad para hacer rediseños curriculares con enfoques 

pedagógicos  pertinentes para la población víctima? ¿Cómo se reconocen, valoran y 

adaptan propuestas educativas que han ensayado instituciones educativas, ONGs nacionales 

e internacionales para la atención educativa y psicosocial a la niñez víctima? ¿Qué voluntad 

política existe para ampliar y mejorar la atención psicosocial con equipos interdisciplinarios 

(que incluyen psicólogos, trabajadores sociales, sociólogos, médicos, neurólogos, etc.) que 
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apoyen permanentemente la labor docente en las instituciones? ¿Bastaría con atender a los 

niños y niñas sin proceder a una atención de las familias? 

 

“La atención para niñas y niños víctimas del conflicto en términos psicosociales 

debe hacerse para toda la familia. El programa de la secretaría de educación es 

válido pero insuficiente, en la institución sólo alcanzan a atender 20 o 30 niños en 

el año. Se debe contratar más personal con menor número de niños a cargo y que 

atiendan al grupo familiar”.  (Conversatorio con docentes) 

 

Los niños y niñas que son víctimas y que tienen problemas neurológicos muy 

complicados no tenemos las condiciones para atenderlos, tampoco las familias 

proporcionan estos recursos. En la institución poco se puede hacer. Se requiere 

buscar otros medios. (Conversatorio con docentes) 

 

“Veo difícil brindarles una ayuda psicológica a los niños y niñas desplazados, 

porque no tenemos los profesionales disponibles en las instituciones: psicólogos, 

sociólogos, trabajadores sociales. Lo ideal sería que a nivel interno de la 

institución tengamos una persona profesional que tratara directamente a estos 

niños, muchos llegan con trauma por el desarraigo producido por la violencia, se 

ha roto su núcleo familiar, muchas veces los niños no son capaces de adaptarse a la 

institución, a las condiciones ambientales de la institución o del municipio, 

posiblemente porque tienen otras costumbres… Tenemos dos docentes de aula de 

apoyo que nos ayudan con el proceso de adaptación de las niñas y niños víctimas. 
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Estos niños tienen algún tipo de barrera como déficit de atención. Se hace un 

diagnóstico y se conceptúa sobre el tipo de actividades que pueden hacerse con 

estos niños. Se están diseñando otro tipo de logros e indicadores de desempeño 

para estos niños. Estamos intentando con una pauta para que los directores de 

grupo hagan un trabajo con los muchachos. Aprovechar las horas de dirección de 

grupo. La atención psicosocial individualizada es muy poca. Tenemos una maestra 

de apoyo que es psicóloga y contribuye a atender casos específicos. (Entrevista 

Rector) 

 

Hay una exigencia persistente para tener pertinencia, equidad y efectividad en la atención 

psicosocial y a las necesidades educativas de la población infantil víctima, que consiste en 

la producción de conocimiento e información diagnóstica sobre historias individuales y 

familiares de niños y niñas víctimas; sobre las necesidades educativas especiales en algunos 

casos, o las necesidades de atención psicosocial o de otro tipo.  Un hecho que se repite en 

todas las instituciones es la presencia de cantidades significativas de niños y niñas que 

requiriendo diagnósticos no los tienen, muchos dejan de ser diagnosticados, los que 

aparentemente son casos menos graves. La atención desde el Estado termina siendo 

demasiado parcial y limitada, aún para los niños que son objeto de análisis e intervención. 

 

Se puede tener un grupo de 50 estudiantes entre los que se encuentran 15 niños con 

necesidades educativas especiales u otro tipo de necesidades no diagnosticadas, -

como le ha ocurrido a varios docentes-. A través del SISBEN o de las EPS es muy 

engorroso un diagnóstico, la cita para el neurólogo es muy tarde después de haber 
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ido al médico general y ser remitido al psicólogo. ¿Qué pasa entonces si se tienen 

hasta 10 niños con necesidades educativas especiales o necesidades de atención 

psicosocial en un mismo grupo? (Conversatorio con docentes) 

 

Entre tanto una de las críticas es que en ciertos casos la atención psicosocial que se ofrece 

no tiene efectividad o sentido debido a que se reduce al individuo que ha vivido, vive y 

seguramente seguirá viviendo en condiciones de violencia estructural y pobreza extrema, es 

decir, el entorno que fue decisivo en la configuración de comportamientos, identidades y 

pautas de vida no se transforma por la atención particular sobre el sujeto; lo que no 

significa que no se requiera la atención psicosocial, pero esta es una de las contradicciones 

de fondo en sociedad excluyentes  e inequitativas estructuralmente. 

 

Otra de las críticas que se hace a la atención psicosocial prevaleciente, es que no todos los 

niños y niñas diagnosticados requieren de intervención psicológica, sino de otro tipo de 

propuestas que estarían más enfocadas hacia la generación de espacios de interacción con 

otros, de recreación, deporte, arte, cultura, comunicación, de oportunidades formativas 

alternas a la educación formal, etc.  

 

De manera que los retos y las exigencias para responder a las necesidades educativas y las 

demandas de atención psicosocial son en primera instancia para el Estado y en concreto 

para quienes tienen responsabilidades directas con el diseño e implementación de las 

políticas educativas, desde el Ministerio de Educación Nacional hasta las Secretarías de 

Educación locales; en segunda instancia para las instituciones educativas, en particular a 
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sus Consejos directivos y rectores y en tercera instancia para los docentes y la población 

estudiantil y de padres y madres de familia. Entre los desafíos y exigencias estarían los 

siguientes:  

 

• Formación docente sobre conflicto armado, población infantil víctima, contexto 

sociopolítico nacional, enfoques y estrategias de atención educativa y psicosocial a 

las víctimas, tratamiento de conflictos escolares, derecho a la educación en 

situaciones de emergencia, currículos pertinentes para la niñez víctima de conflicto 

armado, sistemas de evaluación flexibles y adaptables a contextos particulares, etc. 

• Ampliación en enfoques, objetivos, estrategias, recurso humano y población 

objetivo de los programas existentes a nivel nacional, departamental y municipal 

para la atención psicosocial y de necesidades educativas de la población desplazada 

y generación de programas para atención psicosocial a niños y niñas víctimas en 

contextos de conflicto armado. 

•  Propiciar la generación de conocimiento, diagnósticos e información, desde los 

gobiernos locales, en los temas y aspectos relacionados con las necesidades 

educativas para la población víctima y desplazada y con la atención psicosocial y 

pedagógica requeridas.  
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CAPÍTULO 5: POLÍTICAS ESTATALES Y GUBERNAMENTALES  

PARA LA POBLACIÓN INFANTIL VÍCTIMA DE CONFLICTO ARMADO 

 

Al iniciar un acercamiento a la situación del derecho a la educación de la niñez y la 

juventud víctima del conflicto armado es inevitable aproximar análisis e interpretaciones 

sobre las políticas educativas existentes, se expresen éstas en políticas estatales, en políticas 

gubernamentales o en planes de desarrollo territoriales. Sin embargo lo que se ha 

constatado en este estudio es la precariedad de normativas, planes, programas y proyectos 

existentes en torno a la garantía del derecho a la educación para la población víctima de 

conflictos armados, aunque haya algunas importantes para garantizar el acceso a la escuela 

de la población desplazada. 

 

A continuación se enuncian las diversas normas, proyectos o programas que tienen relación 

con el derecho a la educación de la población víctima de conflicto armado:  

 

• “Lineamientos de política para la atención educativa a población vulnerables” del 

Ministerio de Educación Nacional, julio de 2005.  

Normas y orientaciones de política 

 

• La Resolución 2620 del 1º de septiembre de 2004 establece “directrices, criterios y 

procedimientos para la prestación del servicio educativo a niños, niñas y jóvenes 
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desvinculados del conflicto armado y menores de edad hijos de personas 

desmovilizadas de grupos armados al margen de la ley". 

• En materia de educación la Ley 387 de 1987 (normas para atención estatal a la 

población desplazada) decreta en su artículo 19, numeral 10, que el Ministerio de 

Educación Nacional y las secretarías de educación departamentales, municipales y 

distritales adoptarán programas educativos especiales para las víctimas del 

desplazamiento por la violencia. Tales programas podrán ser de educación básica y 

media especializada y se desarrollarán en tiempos menores y diferentes a los 

convencionales, para garantizar su rápido efecto en la rehabilitación y articulación 

social, laboral y productiva de las víctimas del desplazamiento interno por la violencia. 

 

• La Circular Conjunta de julio del 2000 del Ministerio de Educación Nacional y la Red 

de Solidaridad Social señala que: 

  

o Las secretarías de educación departamentales, distritales y municipales 

ofrecerán el servicio educativo a la población desplazada en cualquier momento 

del año, según el nivel educativo y la edad. 

o Las instituciones educativas expedirán las certificaciones académicas sobre 

grados cursados previamente de la población en edad escolar desplazada que no 

cuente con ellas. 

o Las instituciones educativas eximirán del pago de costos educativos a la 

población escolar desplazada. 
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• El Decreto 2562 de noviembre 27 del 2001, por el cual se reglamenta la Ley 387 de 

1997, establece que las entidades territoriales deben:  

 

o Garantizar la prestación del servicio público educativo a la población desplazada 

por la violencia en los niveles de preescolar, básica y media. 

o Efectuar la matrícula en las instituciones educativas sin exigir los documentos 

que se requieren a los estudiantes que no estén en capacidad de presentarlos. 

o Adecuar instalaciones provisionales en la etapa de emergencia para desarrollar 

los programas educativos.  

o Desarrollar programas de formación y capacitación a docentes que atienden la 

población desplazada.  

o Garantizar el cupo en los establecimientos educativos a la población desplazada 

en situaciones de retorno, reubicación o reasentamiento. 

 

• El Decreto 250 del 2005 el cual deroga el Decreto 173 de 1998, establece que el sector 

educativo debe: 

 

o Vincular y mantener a los menores en el sistema educativo formal. 

o Ampliar la cobertura de educación a los niños, mediante la asignación de cupos 

en los planteles educativos. 
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o Implementar modelos educativos flexibles y pertinentes que restituyan el 

derecho a la educación de los menores en situación de desplazamiento. 

o Fortalecer la prestación del servicio educativo en zonas de retorno y reubicación 

de población desplazada. 

o Mejorar la calidad de la educación mediante el desarrollo de planes y programas 

de capacitación de docentes, que optimicen los procesos para la atención a esta 

población.  

o Apoyar la construcción, reparación y adecuación de la infraestructura física y 

dotación de los planteles educativos que prestan el servicio a la población 

desplazada. 

 

• La Resolución 2620 de septiembre del 2004 del Ministerio de Educación Nacional 

“establece las directrices, criterios y procedimientos para la prestación del servicio 

educativo a niños, niñas y jóvenes desvinculados del conflicto armado y menores de 

edad hijos de personas desmovilizadas de grupos armados al margen de la ley”. 

 

Algunos aspectos que contiene esta resolución son: 

 

o Los establecimientos educativos efectuarán la matrícula sin exigir los documentos 

de identidad ni las certificaciones de los niveles de escolaridad que se requieran. 

o Las secretarías de educación reportarán a los estudiantes que se encuentran 

matriculados en los formatos establecidos de acuerdo con lo establecido en la 

Resolución 166 del 2003. 
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o Los establecimientos educativos estatales eximirán del pago de matrícula, pensión y 

derechos académicos a la población escolar desvinculada y a los hijos de adultos 

desmovilizados. 

 

• "Atención Educativa a menores Desvinculados de Grupos Armados" 

Programas y proyectos 

Proyecto 

originado en la Dirección de Poblaciones y Proyectos Intersectoriales

• El Ministerio de Educación Nacional tiene entre sus objetivos y funciones apoyar la 

atención que las entidades territoriales prestan a la población vulnerable o afectada por 

la violencia como por ejemplo la población desplazada. Entre las funciones que el 

Ministerio define para sí están: 

. 

 

a) Fortalecer y apoyar a las entidades territoriales 

b)  Contribuir a la implementación de modelos educativos flexibles 

c) Capacitar a docentes para el desarrollo de competencias personales y 

sociales para la resolución de conflictos y para fortalecer las herramientas 

pedagógicas 

d) Fortalecer estrategias para la permanencia en el sistema educativo  

e) Fortalecer y apoyar

• La Dirección de Poblaciones y Proyectos Intersectoriales del Ministerio de Educación 

Nacional tiene entre sus funciones y propósitos: 

 los equipos educativos técnicos locales.  
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o Desarrollar proyectos para fomentar la ampliación de cobertura en el sistema 

educativo de poblaciones vulnerables 

o Propiciar condiciones para la permanencia de estudiantes en el sistema 

o Orientar la educación para grupos poblacionales específicos 

o Desarrollar e implementar modelos educativos flexibles  

o Apoyar la reorganización de la oferta pública educativa. 

 

En relación con las propuestas del Ministerio de Educación Nacional y los lineamientos 

para la atención educativa de población vulnerable y en situación de desplazamiento, ocurre 

lo mismo que con otro tipo de políticas y propósitos, su implementación no alcanza a cubrir 

a todas las instituciones educativas en el caso de los proyectos, pues la focalización 

parcializa las acciones, mientras que en el caso de los lineamientos éstos no alcanzan a 

conocerse, reconocerse y desdoblarse en estrategias y acciones concretas para implementar 

en las instituciones o en el ente territorial municipal. De esta forma los pocos intentos por 

precisar una labor específica que aporte al ámbito de la aceptabilidad de la educación para 

población infantil víctima de conflicto armado devienen en retórica o en propuestas sin 

concreción práctica.  

 

El ministerio de educación tiene un programa para atención a población vulnerable que no 

llega a todas las instituciones educativas y que deja la mayor parte de la responsabilidad en 

cada institución. En una institución educativa docentes señalan que se tiene en cuenta sólo 
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de manera tangencial en el área de Ciencias Sociales, donde se propone hacer un abordaje 

de situaciones problema.  

 

En Medellín está el proceso de Recontextualización de los Planes de Área en lenguaje, 

matemáticas, ciencias naturales, ciencias sociales e informática. La inclusión del problema 

del conflicto armado no se ha hecho en todos los grados, todavía es incipiente en los grados 

en que se hace. Se hace alusión de manera directa o indirecta al asunto del desplazamiento 

forzado y del conflicto armado en la ciudad. La recontextualización consiste en pensar el 

currículo a la luz de las realidades del contexto local e institucional para incorporar ciertos 

asuntos a las dinámicas pedagógicas.  Para la Institución educativa no hay algo explícito 

por parte del MEN que oriente un tratamiento del conflicto armado o la violencia o el 

desplazamiento en términos curriculares, sin embargo los docentes han visto una 

oportunidad de incorporar este asunto a partir del proceso de recontextualización curricular. 

Esto muestra como a pesar de que el MEN tiene un programa para población vulnerable, 

éste no llega necesariamente a las instituciones educativas. Acción Social destina subsidios 

para población desplazada, las instituciones educativas deben expedir unos certificados 

sobre la asistencia y permanencia de estudiantes desplazadas 

Entre algunas de las políticas implementadas por instituciones educativas y Estado 

encontramos: 

• Identificación de personas víctimas de desplazamiento forzado, de desvinculados de 

grupos armados ilegales e hijos de soldados o policías víctimas. Esta identificación 

se registra en el Sistema de Matrícula en Línea de las secretarías de Educación.  
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• Vinculación gratuita a las instituciones educativas públicas sin documentación  

• Procesos de validación de conocimientos para certificar niveles de formación en la 

población desplazada que así lo requiere. 

• Vinculación al servicio de restaurante escolar. 

• No exigibilidad de porte de uniforme 

• Apoyos específicos de tipo psicosocial para niñas y niños a través del programa 

UNIRES, que es una estrategia de trabajo conjunto entre la Secretaría de Educación 

y la Secretaría de Salud del municipio de Medellín y cuyo propósito es proporcionar 

atención psicológica a estudiantes de las instituciones educativas oficiales de la 

ciudad; también se da apoyo de este tipo a través de la Unidad de Atención Integral 

-UAI de la Secretaría de Educación. 

• Atención psicológica a niñas y niños víctimas a través de psicólogos y estudiantes 

de últimos grados de psicología que hacen sus prácticas universitarias en las 

instituciones educativas. Atención psicosocial para algunas familias de niñas y 

niños víctimas. 

• Talleres para jóvenes desescolarizados a causa de amenazas o peligros que reviste la 

libre movilidad por un territorio. Los temas estudiados en los talleres no son temas 

regularmente que pueden explicar y presentar los profesores a estos estudiantes 

desescolarizados. Esto se constituye en una gran desventaja para los estudiantes. En 

este sentido este tipo de situaciones podría implicar que se redireccione la atención 
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por los resultados de calidad de las instituciones hacia la definición de políticas y 

programas para atender a la población víctima del conflicto y de la violencia.  La 

escuela debe prepararse para actuar en un orden contingente e incierto que no le 

permite aplicarse exclusivamente a la búsqueda de unos resultados específicos. 

 

Los Pactos por la Calidad de la Educación de la Secretaría de Medellín, se proponen una 

serie de metas en la gestión académica, gestión directiva, gestión administrativa y 

financiera y gestión de la comunidad; entre las metas no son explícitas aquellas relativas a 

un compromiso de las instituciones con la aceptabilidad y adaptabilidad de la educación 

para la población víctima del conflicto armado, independiente de que las diferentes metas 

formuladas pudiesen contribuir al mejor estar educativo de esta población.   

 

Por último a manera de información se presentan las políticas destinadas a la población 

infantil y juvenil víctima del conflicto armado cuyos propósitos no sólo se dirigen al ámbito 

de la educación sino a la protección y garantía de otro tipo de derechos. 

 

 

Políticas de atención a la población infantil y juvenil víctima del conflicto armado 

• Ley 387 de 1987 “por la cual se adoptan medidas para la prevención del 

desplazamiento forzado, la atención, protección, consolidación y estabilización 

socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la República de 

Colombia”. 
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• Conpes 2924 de 1997 Programa Nacional de Atención Integral a la Población 

Desplazada por la Violencia en Colombia. 

• Decreto 1165 de abril de 1997, crea la Consejería Presidencial para la Atención 

Integral a la Población Desplazada. 

• El decreto 173 del 26 de enero de 1998, por el cual se adopta el Plan Nacional para 

la Atención a la Población Desplazada por la Violencia 

• Decreto  489 de 11 de marzo de 1999, la Red de Solidaridad asume la función de 

coordinar el Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada ( 

SNAIPD) 

• Conpes 3057 de 1999, propone el plan de acción dirigido a mejorar los mecanismos 

e instrumentos de respuesta institucional al fenómeno del desplazamiento 

• El 25 de mayo del 2001, se publica el documento por el cual se expide el Conpes 

3115 como respuesta a la falta de resultados de la política propuesta en el Conpes 

3057. 

• Directiva presidencial 6 de noviembre de 2001 con el fin de mejorar la 

implementación de las políticas de atención a la población desplazada y ordena la 

conformación del Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada. 

• Sentencia 1635 y la T-025 del 2004 de la Corte Constitucional. Esta última le 

impone al Sistema Nacional de Atención Integral a la Población  desplazada 

cumplir una serie de obligaciones con la población desplazada en el cumplimiento 

de los nueve derechos mínimos vitales. 
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• El decreto 250 de febrero del 2005, por el cual se expide el Plan Nacional para la 

Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia, deroga el Decreto 

173 de 1998 de conformidad con la Ley 387 de 1997. 

• De conformidad con el artículo 39 de la Convención sobre los Derechos del Niño, el 

Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, ratificado por Colombia el 5 de 

agosto del 2002 señaló la obligación del Estado de  proteger y promover el bienestar 

de las víctimas infantiles de los conflictos armados. En este sentido, los Estados 

partes (entre ellos Colombia) adoptarán todas las medidas apropiadas para promover 

la recuperación física y psicológica y la reintegración social de todo niño víctima de 

cualquier forma de abandono, explotación o abuso; tortura u otra forma de tratos o 

penas crueles, inhumanos o degradantes. Esa  recuperación y reintegración se 

llevará a cabo en un ambiente que fomente la salud, el respeto de sí mismo y la 

dignidad del niño. 

• Protocolo facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la 

participación de niños en los conflictos armados. Asamblea General – Resolución 

A/RES/54/263 del 25 de mayo de 2000. Entrada en vigor: 12 de febrero de 2002 

• El artículo 6 (3) del Protocolo sobre los Niños Soldados dispone que los Estados 

partes prestarán a las personas que hayan sido reclutadas o utilizadas en hostilidades 

toda la asistencia conveniente para su recuperación física y psicológica y su 

reintegración social. 

• El Decreto 128 del 2003 del Ministerio de Defensa Nacional reglamentó el proceso 

de reincorporación a la vida civil de las personas adultas que han participado en 
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grupos armados al margen y estableció el proceso de atención para los menores de 

edad. 

• Lineamientos jurídicos y administrativos del Estado Colombiano para la atención a 

los niños, niñas y adolescentes desvinculados del conflicto armado. Documento 

editado por la Procuraduría General de la Nación y el Fondo de las Naciones Unidas 

para la Infancia – UNICEF, 2006 (Ejercicio de control preventivo de la 

Procuraduría, vigilancia del Estado y recomendaciones) 

• Programa Especial para la Prevención de la vinculación y el reclutamiento y  

Atención de niños, niñas y adolescentes desvinculados del conflicto armado del 

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
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ASUNTOS PENDIENTES 

 

Queda todavía mucho por explorar y estudiar sobre el tema. El derecho a la educación con 

sus componentes exige de maduración en la compilación de información empírica, en su 

análisis e interpretación.  Para efectos de dejar algunas pistas de búsqueda se proponen las 

siguientes reflexiones a modo de posturas frente a determinados asuntos y aspectos por 

dilucidar y profundizar: 

 

• Las normativas existentes de carácter internacional, nacional y local que buscan la 

claridad jurídica y política para que los Estados garanticen el derecho a la 

educación, todavía tienen muchos elementos que no son reconocidos, asumidos y 

realizados o garantizados por parte del gobierno nacional, departamental y 

municipal.  Derecho a la educación de niñas y niños víctimas del conflicto armado 

debe entenderse en primera instancia en la perspectiva general en que se entiende el 

derecho de todos los niños y las niñas, y en segunda instancia debe comprenderse en 

tanto la especificidad y las necesidades particulares de esta población por ser 

víctimas del conflicto armado. 

• El derecho a la educación de las víctimas del conflicto armado se garantiza 

parcialmente. No existen programas y proyectos de gobierno en el orden educativo 

que recojan la complejidad y especificidad de esta población. El centro de las 

políticas educativas ha estado en el tema de la cobertura. Hay  una serie de 
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afectaciones por el conflicto armado que no son reconocidas en las políticas 

educativas.  

• Algunas Instituciones Educativas, siendo públicas, terminan asumiendo desde sí 

responsabilidades y obligaciones de garantía del derecho a la educación que 

corresponderían a instancias del gobierno nacional, departamental o local.  

• Hay docentes que están preocupados por cómo atender a los niños y niñas víctimas 

del conflicto armado, hay otros docentes que no tienen ninguna pregunta o interés 

respecto a esta realidad.  

• Las instituciones educativas están muy solas para la labor que les toca con la niñez 

víctima del conflicto armado.  Hay que hacer un trabajo con los padres y las madres 

de familia que también tienen actitudes y prácticas de rechazo de la población 

desplazada, ofrecerles herramientas de análisis y comprensión de la situación.  

• La realización del derecho a la educación va de la mano de la realización de otros 

derechos fundamentales políticos, económicos, sociales y culturales.  Hay docentes 

conscientes de que se garantiza el cupo y el buen trato en la escuela, pero no se 

resuelven muchos otros derechos y muchas otras necesidades. 

• Hay “víctimas invisibles”, como dice un directivo docente: 

 

o En la escuela Tenemos casos de muchachos que son víctimas del conflicto 

pero no son desplazados. Les han sido asesinados padres, familiares, y 

viven en el municipio, no aparecen como desplazados. Hay desplazados que 

no tienen problemas económicos. Niñas y niños víctimas no son reconocidos 
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como tales.  Hay estudiantes nacidos en el municipio y que son víctimas de 

paracos, guerrillos, abusados sexualmente.  Atendemos a aquellos que por 

un comportamiento anormal manifiestan una necesidad de atención. Pero 

hay muchos que no tienen manifestaciones particulares como afectados que 

dejan de atenderse, no tienen comportamientos “disfuncionales. Hay niños 

a los que no se les ha reconocido su afectación como víctimas y desertan. La 

institución se queda sin información ni razones sobre la salida de estos 

estudiantes.  

 

• Algunas  de las propuestas que han hecho actores educativos diversos frente a cómo 

abordar de manera explícita el conflicto armado y sus efectos en la niñez, es 

importante que sean reconocidas, valoradas y evaluadas como: 

 

• Proyectos de prevención del reclutamiento forzado o la vinculación a grupos 

armados. 

• Proyectos para difundir la verdad relativa surgida de los procesos de 

negociación con actores armados 

• Procesos de Formación para la recuperación de la memoria histórica 

• Reconocimiento de las condiciones específicas que producen la afectación por 

conflicto armado. 

• Conocimiento de las causas del conflicto armado y su forma de desarrollarse 

históricamente. 
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• Conocimiento y comprensión de los diferentes casos de niñas y niños víctimas 

por el conflicto armado y por diferentes circunstancias, no sólo por 

desplazamiento forzado y contribución a una apropiación de dicho conocimiento 

por parte de las comunidades y la sociedad en general.  

• Metodologías y didácticas especiales para niñas y niños víctimas. Inclusión a la 

experiencia del conocimiento de manera pertinente.  

• Formación para la participación, la potenciación de los sujetos, la democracia y 

la paz. 

 

Algunas de las acciones y propósitos que pudieran desarrollar instituciones y 

estamentos de la comunidad educativa en el orden de la prevención y atención de la 

población víctima del conflicto armado y que han sido reseñadas por diferentes 

actores educativos por dentro y por fuera de la escuela son: 

 

• Generación de capacidades de resistencia a la vinculación a grupos armados, a 

prácticas de apoyo o colaboración con los protagonistas de la guerra, o a 

experiencias en la economía ilegal.  

• Provisión de información para la protección de la salud y la sexualidad 

• Formación de capacidades resilientes y de sobrevivencia en situaciones de crisis.  

• Formación de habilidades de toda la comunidad educativa para el análisis, la 

comprensión y el tratamiento de conflictos.  
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• Provisión de información pertinente para la protección personal y colectiva ante 

la presencia de actores armados y de sus prácticas de guerra. 
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